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'CAPITULO I

De 108 fines de la Corporación
Art. 10. El Centro Jurídico de la Facultad de De-

recho y Ciencias Políticas de la Universidad de An-
tioquia tiene por objeto el estudio del Derecho en ge-
neral y especialmente del Colombiano; el enaltecimien-
to deTa profesión de abogado; trabajar en contra de
las instituciones, costumbres, prácticas y procedimien-
tos que se refieran al Derecho, cuando sean injustos y
especialmente contra la injustificable conquista de las
naciones débiles por las fuertes; propender por el pro-
greso y buen t marcha de la Escuela de Derecho de
la Universidad de Antioquia; laborar por la unión de
los estudiantes colombianos; contribuír al afianzamien-
to y multiplicación de los vínculos de amistad y soli-
daridad existentes entre la República de Colombia,
España y las Naciones Hispanoamericanas; atender a
la resolución de consultas de las entidades oficiales y
dé los particulares que con fundamento la soliciten.

Art. 20, El Centro Jurídico 'pondrá especial em-
peño en velar por el cumplimiento de la Constitución y
Leyes de la Nación colombiana, combatiendo, por



2 ESTATUTOS DEL CENTRO JURIDICO

c,uantos m~di~_s~_,e~ a su,...¡Jc.ance.to_do ¡nto
tienda a v~lar1as~1:"raba]ara por la buena marc a de
la administración de justicia y luchará especia en-
te por obtener queen la provisión de empleos ju cia-
les sólo se tettganen cuenta iel nu!ritQ,.las. ca~ci des
y la conducta de los aspirantes. -'.

Art. 30. El Centro Jurídico trabajará por todos
los medios conducentes en contra de toda injusticia
que vaya a cometerse con el débil, con el desheredado
o con el ignorante. Si ella estuviere ya consumada, el
Centro hará todo lo que esté a su alcance para repa-
rarh; y, en último caso, denunciará al público el he-
cho escandaloso, explicando los medios indignos con
que se ultrajó a la Justicia y se ofendió al Derecho.

Art. 40. Para conseguir estos fines el Centro Jurí-
dico interpondrá sus influencias ante las entidades ofi
ciales y particulares; servirá de vocero a toda aspira-
ción justa de la juventud; dará a sus ideas la conve-
niente publicidad; fomentará el estudio particular de
los socios por medio de conferencias, colaboración en
las publicaciones del Centro, concursos jurídicos, lec-

--~--tur~s relativas al Derecho, asistencia a los actos que se
juzgu~ conveniente, etc., etc.; asimismo propenderá
por el Interc ambío de ideas con la juventud colombia-
na y con los estudiantes, la prensa y los gobiernos de
los países extranjeros, por los medios que el Centro
juzgue conveniente .adoptar.

Art. 50. En sus labores, el Centro Jurídico se abs-
tendrá cuidadosamente" de discutir ..asuntos partida-
ristas y de intervenir f!,Íl manifestaciones del'mismo
carácter o que, en virtud' de las circunstancias, razona-
blemente puedan calificarse como tales.

r-:
" CAPITULO Il

./

De los socios
Art. 60. El Centro tendrá tres clases de socios:

honorarios, correspondientes y activos.
Art. 70. Son socios honorarios los individuos de-

signados como tales por la Corporación.
Art. 80. Son socios correspondientes:
a) Todos los individuos que, siendo socios

activos del Centro, al retirarse, manifiesten deseo de
seguir COll)O correspondientes;
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6) Los 'mieinbr~s de sociedades nacio~ales o ex-
tranjeras queotoi guen a los miembros del Centro di-
cha calidad. .

Art. 90. Son socios activos los estudiantes de la
Escuela de Derecho de la Universidad de Antioquia,
matriculados o asistentes, que, siendo admitidos se-
gún las reglas que en seguida se expresan, conserven
ese carácter de acuerdo con los presentes Estatutos.

Art. 10. Los socios honorarios tienen voz en la
Corporación y presidirán las reuniones cuando concu-
rrieren a ellas. .

Art. 11. Cuando' los socios correspondientes con-
currieren a las reuniones del Centro tendrán los mis-
mos derechos y obligaciones que tienen los socios ac-
tivos.

CAPITULO III

De la ad:anisión de socios·

Art. 12. Los alumnos de la Escuela de Derecho
podrán ser admitidos como sócios activos del Centro.

.Art. 13. -Para ser nombrado socio del Centro se
requieren las dos terceras partes .de los votos de los
socios presentes en la reunión. .

Art. 14. Toda proposición .relatíva a la admisión
de socios será votada secretamente y sin discusión en
lá reunión siguiente a la en que hubiere sido presenta-
da.

CAPITULO IV ~

De las obligáciones de los socfos
Art. 15. Son obligaciones de los socios: prestar,

al ingresar, formal promesa de cumplir los Estatutos
y respetar la disciplina del Centro; asistir puntualmen-
te y con la debida compostura a las reuniones; desem-
peñar con exactitud los cargos, trabajos y comisiones
que se les confíen, y, en caso de no poder hacerlo, de-
berán presentar, con la debida anticipación, excusa a
la entidad o persona Que los hubiere designado, la cual,
si la estimare justa, podrá aceptarla.

Además, todo socio está obligado a trabajar, por
cuantos medios lícitos estén a su alcance, por la buena.
marcha y prosperidad de la Corporación.
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Todos los socios deben cumplir las decisiones del
Centro y las resoluciones de la Junta Directiva.

Art. 16. Todo socio está obligado a pagar una cuo-
ta mensual cuya cuantía no será menor de quince cen-
tavos.

En circunstancias especiales dicha cuantía podrá
ser aumentada por la Corporación.

Parágrafo. El Centro podrá establecer .cuotas es-
peciales de admisión. .

CAPITULO V··

De la exclusión de socios

Art. 17. Los socios activos pueden dejar de serIo
por alguno de los siguientes motivos:

1Q Por observar una conducta moral reprobable
a juicio de la Comisión Fiscalizadora.

2Q Por no desempeñar, sin excusa suficiente a jui-
cio de la Comisión Fiscalizadora, algún cargo, trabajo
o comisión.

3Q Por faltar, contra los Estatutos o contra la dis-
ciplina de la Corporación, en materia grave a juicio de
la Comisión Fiscalizadora. .

4Q Por no asistir, ~in excusa, a dos reuniones en
un mes.

La excusa debe presentarse por escrito al Secre-
tario y, a más tardar, en la reunión siguiente a la de
la ausencia.

5Q Por dejar de pagar tres veces consecutivas la
cuota obligatoria mensual.

Art. 18. Unicamente la Comisión Fiscalizadora
puede presentar proposiciones relativas a la exclusión
de uno o varios socios siempre que, por otra parte, hu-
bieren tenido lugar uno o más de los casos previstos
anteriormente.

Exceptúanse las proposiciones relativas a la ex-
clusión de algún miembro de la Comisión Fiscaliza'
dora, las cuales podrán ser presentadas por tres socios
siempre que, por otra parte, hubiere ocurrido uno o
m ás de los casos previstos en el artículo 17.

Art. 19. Toda exclusión de socios deberá resolver-
se en votación secreta y ser aprobada por la ma yoría
absoluta de los votos de los socios presentes.
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CAPITULO VI
•

De 108 dignatarios

Art. 20. El Centro tendrá los siguientes dignata-
ríos: un Presidente, un Vicepresidente primero, un Vi-
cepresidente segundo, un Secretario, un Tesorero, un
Director de la revista "Estudios de Derecho", un Ad-
ministrador de la misma, un Director de la Sección
Judicial, un Bibliotecario y los demás dígnatarios que
juzgue necesarios la Corporación.

Serán elegidos por mayoría absoluta de votos.
Con excepción del Director de la Sección Judicial,

quien tendrá un período de seis meses, los demás dig-
natarios tendrán un período de un año y éstos y aquél
podrán ser reelegidos indefinidamente, pero no esta-
rán obligados a desempeñar el mismo cargo que hu-
bieren desempeñado en el período inmediatamente an-
terior. -

Art. 21. El Centro podrá acumular varios de los
cargos de que trata este Capítulo en un solo socio.

Art. 22. El período general de los dignataríos em-
pezará en la mitad del año escolar.

Art. 23. Los dignatarios tomarán posesión de sus
puestos al comienzo de la reunión siguiente a la en que
fueren elegidos y, al posesionarse, prometerán desem-
peñar bien y fielmente los cargos para que fueron de-
sígnados.

Art. 24. Cuando el Centro no disponga otra cosa,
la elección general de los dignatarios .se verificará en
la reunión anterior al 29 de junio," de tal suerte que
puedan posesionarse en la reunión que anualmente
debe celebrarse en este último día para conmemorar
el aniversario de la fundación del Centro.

Art. 25. Todo dignatario que, por razón de su car-
go, deba manejar o custodiar objetos de propiedad del
Centro, recibirá y entregará tales objetos por riguroso
inventario verificado ante el Presidente de la Comisión
Fiscalizadora.

Art. 26. Dentro de los ocho días siguientes al en
que hicieren dejación de sus puestos, los dignatarios
salientes deberán rendir informe, al Presidente, de la
manera como evacuaron sus 'respectivos cargos, indi-
cando las reformas y medidas que crean saludables
para el progreso de la Corporación.
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Art. 27. Todo dignatario que, en ejercicio de sus
. funciones, maneje dinero perteneciente a alguna de las
secciones 'de la Corporación, deberá rendir a la Junta
Directiva, dentro de los primeros ocho días de cada mes,
un informe pormenorizado acerca del movimiento del
dinero que manejare. Dicho informe lo acompañará
de los debidos comprobantes.

Art. 28. Los dígnatarios están obligados a rendir
a la Corporación y a los socios en partic ular todos los
informes que se les pidan con relación al desempeño
de sus funciones y a cumplir las disposiciones que, re-
ferentes al ejercicio de sus cargos, dicten el Centro o
la Junta Directiva.

Det Presidente

Art. 29. Son deberes y atribuciones del Presiden
te:

a) Cumplir y hacer cumplir estrictamente los Es-
tatutos;

b) Dar impulso a las labores del Centro y sus sec-
ciones;

e) Representar al Centro judicial y extrajudícial-
mente;

d) Hacer, tanto a los dígnataríos como a los so-
cios, las indicaciones que crea convenientes acerca del
cumplimiento de sus deberes;

e) Nombrar las comisiones cuyo nombramiento no
se reserve la Corporación;

f) Designar los individuos que deban llevar
los trabajos reglamentarios (la designación de los con-
ferenciantes debe hacerla por orden riguroso);

g) Convocar a reuniones extraordinarias;
h) Refrendar las actas en unión del Secretario.
Art. 30. El Presidente, dentro de los quince días

siguientes a la expiración de su cargo, presentará al
Centro un informe general, para el cual utilizará los
presentados por los demás dignataríos, en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 26. Tal
informe será publicado en lugar preferente de la revis-
ta "Estudios de Derecho", Debe dar cuenta del pro-
greso o atraso del Centro durante ese año e indicar
asimismo las reformas y mejoras que juzgue necesa-
rias o convenientes.
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De los Vícepresidentes

Art. 31. La principal función de los Vicepresiden-
tes consiste en reemplazar, en su orden, al Presidente
en todos sus deberes y atribuciones, cuando este fun-
cionario Ialtare.

Del Secretarío

Art. 32. Son obligaciones del Secretario:
a) Redactar cuidadosamente las actas y refren-

darlas en unión del Presidente;
b) Atender con puntualidad a la correspondencia

del Centro;
e) Citar a los socios a las reuniones;
d) Llevar el registro de asistencia y cumplimien-

to y comunicar, en los primeros ocho días de cada
mes, a la Comisión Fiscalizadora, los nombres de los
socios que durante el mes anterior hubieren faltado a
las reuniones, o no hubieren desempeñado los cargos,
trabajos o comisiones que se les hubieren encomenda-
do, expresando, además, cuáles faltas han sido excu-
sadas y acompañando las respectivas excusas;

e) Llevar con el debido cuidado los libros de la
Secretaría, que son: el de actas de las reuniones; el
de socios del Centro, dividido en tres secciones: hono-
rarios, correspondientes y activos, en el cual se ins-
cribirá, en la sección respectiva, el nombre de todo in-
dividuo que ingresare a la Corporación y se expresará
la fecha de su ingreso; el de Acuerdos y Resolucio-
nes, en el cual se extenderán en forma auténtica, bajo
las firmas del Presidente y del Secretario, los acuerdos
y las resoluciones importantes de la Corporación. En
dicho libro también se transcribírán las resoluciones
de carácter permanente adoptadas por la Junta Direc-
tiva en ejercicio de sus funciones.

Del Tesorero

Art. 33. Son deberes del Tesorero:
a) Percibir las cuotas de los socios y demás en-

tradas monetarias que, con excepción de la subven-
cíón de la Revista y los otros ingresos de la misma,
pueda tener el Tesoro del Centro;

b) Llevar un libro de caja con sus respectivos
eemprcbantes;
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c) No hacer erogación alguna sin autorización es-
crita de la Junta Directiva o, en casos urgentes, del
Presidente;

d) Comunicar a la Comisión Fiscalizadora, dentro
de los primeros ocho días de cada mes, los nombres
de los socios morosos en el pago de las cuotas regla-
mentarias.

Parágrafo. El Tesorero será, además, ayudante
del Administrador de la Revista.

Del Director 'de la Revista

Art. 34. Son deberes del Director de la Revista:
a) Escribir las notas editoriales y la sucinta rela-

ción y comentarios de lo que ocurra en la Corporación
y en la Universidad;

b) Exponer las necesidades de una y otra;
c) Escoger el material que haya de publicarse, el

cual entregará al Administrador de la Revista quince
días antes de la fecha en que aquélla deba salir;

d) Procurar que la Revista salga con la debida
puntualidad;

e) Representarla en todo aquello que de ordinario
compete a los directores de publicaciones similares;

f) Velar por que los profesores, abogados, socios y
estudiantes contribuyan con la colaboración que se
les encomiende o solicite; ,

g) Obrar de acuerdo con el Administrador en lo
concerniente a la administración de la Revista y en ge-
neral trabajar por que ésta sea digno órgano de la Coro
poración.

Del Administrador

Art. 35. Son deberes del Administrador:
a) Atender al servicio y distribución de la Revis-

ta;
b) Corregir las pruebas;
c) Llevar los siguientes libros: de Caja, de Sus-

criptores, de Canjes y Obsequios;
d) Llevar las cuentas con la debida exactitud y a-

compañarlas de los correspondientes comprobantes;
e) Cobrar y custodiar la subvención departamen-

tal;
f) No hacer erogación alguna sin autorización es·
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críta de la Junta Directiva o, en casos urgentes, del
Presidente;

g) Obrar de acuerdo, con el Director en 10 relativo
a la marcha, edición y distribución de la Revista;

h) Reclamar al Director de la Revista el material
que deba publicarse y si este funcionario no se lo en-
tregare dentro del plazo señalado en el Ar], 34.
dar inmediata cuenta a la Junta Directiva para que és-
ta disponga lo conveniente;

i) Disponer, con aprobación de la Junta Directiva,
la ayuda que debe prestar el Tesorero, cuidando que
por ningún motivo se confundan los fondos comunes
del Centro co-i los de la Revista, para lo cual el Ad-
ministrador conservará siempre el manejo indepen-
diente de los fondos de la Revista;

j) Los demás que competen a administradores de
publicaciones similares.

Del Bibliotecario

Art. 36. Son deberes del Bibliotecario:

a) Custodiar y cuidar los libros y papeles del
Centro;

b) Formar y ordenar el archivo de la Corporación
con los papeles que le entregue el Secretario de la
misma;

c) Llevar un catálogo de los libros y revistas que
pertenezcan a la Corporación;

d) Prestar dichos libros y revistas a los socios
que los soliciten, .exigiendo recibo en que consten el
título y el estado de la obra, la firma del que la toma
y el plazo;

e) Seleccionar y hacer empastar, de acuerdo con
el Presidente, las publicaciones que 10 merezcan;

f) Responder por las obras que preste, para 10
cual se le dan amplias facultades a .fin de que pueda
exigir las seguridades que juzgue necesarias a los so-
cios que deseen sacar los libros fuera de la Biblioteca,
la cual estará, si fuere posible, anexa a la de la Es-
cuela de Derecno:

g) Atender a la propaganda del Centro dentro y
fuera del país.
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CAPITULO VII

De las reuniones
Art. 37. Habrá tres clases de reuniones: solemnes,

ordinarias y extraordinarias.
Art. 38. Las solemnes tendrán lugar cuando el Cen-

tro lo determine.
Art. 39. Las ordinarias se celebrarán por lo menos

una cada semana en el lugar, día y hora que el Cen-
tro designe. ,

Cuando por cualquier motivo no pudiere celebrar-
se la reunión en el día señalado por el Centro se cele-
brará en el siguiente.

Art. 40. Las extraordinarias serán acordadas por
el Centro o convocadas por el Presí.'. ·"'·ede la Corpo-
ración o por el de la Comisión Fiscalizadora cuando
hubieren asuntos importantes para tratar o cuando lo
pidieren cinco socios por 10 menos. En estas reuniones
se tratará preferentemente 10 relacionado con los asun-
tos que hubieren motivado la convocatoria.

Art. 41. Cuando algún socio pidiere que el Centro
trate secretamente ¡un negocio, el Presidente orde-
nará que la Corporación se constituya en reunión. se-
creta para resolver si es el caso de tratar en esa for-
ma el asunto; si el Centro resolviere afirmativamente,
lo tratará en reunión secreta, - si resolviere lo contra-
rio, se reanudará la reunión pública.

Todo socio está obligado a guardar absoluta reser-
va respecto de todo cuanto ocurriere en las reuniones
secretas del Centro.

Del quorum

Art. 42. Formará quorum la asistencia de la ter-
cera parte de los socios activos.

En la fijación ~el quorum no se tendrán en cuen-
ta los socios activos que con anticipación hubieren
presentado excusa por no asistir a la reunión, y, ade-
más, se despreciarán las fracciones que resuItaren in'
feriores a la unidad.

De la duractán de la reunión

Art. 43. La reunión ordinaria durará dos horas
prorrogables a petición de la mayoría absoluta. La re-
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unión podrá ser declarada permanente. por resolución
de las dos terceras partes de los socios presentes.

De la iniciación de la reunión

Art. 44. Una vez que haya quorum, el Presiden-
te declarará abierta la reunión. Luego el Secretario
correrá lista y dejará constancia en, ella de los ausen-
tes y en el acta de los presentes; ~n seguida leerá el
acta de la reunión anterior, la cual será puesta por la
Presidencia a la consideración del Centro, una vez a-
probada será firmada por el Presidente y refrendada
por el Secretario. Este, a continuación, reclamará los
negocios que debieren ser devueltos en la reunión y
después leerá el orden del día que habrá de seguirse
rigurosamente, except o cuando el Centro convenga en
alter arlo.

Art. 45. Los socios que quieran hacer observacio-
nes o agregar constancias al acta pueden hacerlo, pero
las darán por escrito al Secretario.

Del orden del día ,
Art. 46. El orden del día de que habla el artícu-

lo anterior será formado por el Presidente, según la
siguiente prelación: 1. Comunicaciones; Il. Distribución
de trabajos y nombramiento de comisiones; 111.Con-
ferencia; IV. Informes de la Comisión Fiscalizadora, de
la Junta Directiva y de los Dígnataríos: V. Informes de
Comisiones; VI. Lo que propongan los socios en su or-
den respectivo.

En los correspondientes numerales de que trata
el inciso anterior, con excepción del tercero, se coloca-
rán en lugar preferente los asuntos que hubieren que-
dado pendientes en la reunión anterior.

Art. 47. Para aprobar toda proposición de altera-
ción del orden del día se requieren las tres cuartas
partes de los socios presentes.

De la dirección de los debates

Art. 48. El Presidente dirigirá los debates de mo-
o que en ellos reinen el orden, la armonía y la cultura
que los socios se concreten a la cuestión que se dis-

. orocurará cuidadosamente ClllP. no tri:lt.,n '3



12 ESTATUTOS DEL CENTRO JURIDICO

personales o partid aristas, los cuales deben excluírse
en absoluto de toda discusión en el Centro.

El Presidente puede suspender una' discusión
cuando esté muy acalorada y también levantar la reu-
nión en casos graves como el de temerse que sobre-
vengan enemistades etc. etc.: puede asimismo pregun-
tar motu proprio o a solicitud de alguno de los socios,
si el Centro está suficientemente ilustrado sobre 10 que
se discute y si la Corporación contestare afirmativa-
mente se procederá sin demora alguna a la votación.

El Presidente, ya sea por iniciátiva propia o a
petición de cualquier socio, puede llamar al orden a
quien falte a la disciplina o al respeto debido al Cen-
tro ry si fuere desatendido en su llamamiento dará
cuenta de lo acaecido a la Comisión Fiscalizadora pa-
ra lo de su cargo.

Art. 49. Por regla general las resoluciones presi-
denciales son apelables ante el Centro y de las que éste
adopte en los casos de que tratan los artículos 55 y 95
de estos Estatutos también se podrá apelar. ante la
Comisión Fiscalizadora.

\

\ Del uso de la palabra
Art. 50. Un socio no podrá hacer uso de la pala-

bra sino para cumplir con algún trabajo o comisión,
dar o pedir algún informe, presentar, sostener o ata-
car alguna proposición pero ciñéndose en todo a las
reglas siguientes. .

Art. 51. En la discusión de cualquier proposición
todo socio tiene derecho al uso de la palabra solamen-
te hasta por dos veces, excepción hecha del propo-
nente quien podrá hacer uso de ella en tres ocasiones
distintas.

Cada vez que algún socio haga uso de la palabra
no podrá hablar durante más de un cuarto de hora.
Este tiempo podrá ser disminuído o prorrogado por el
Presidente con la venia del Centro. ,

Las interrupciones que los socios pueden hacer a
quien está en uso de la palabra deben ser con su licen-
cia y estrictamente lacónicas.

Art. 52. Antes de votar alguna proposición sobre
exclusión de algún socio o relativa a un voto de con-
fianza a algún dignatario, únicamente podrán hablar,

e" .-""-1..~~eZ_llnn de los.rniembros de la ComisiÓ!!

ESTATUTOS DÉL CENTRO JURIDICO 13

Fiscalizadora para exponer las razones que tiene la
.Comisión para proponer la exclusión o el voto de con-
fianza, y el socio o dignatario, de quien se trate, para
justificar su conducta.

Delas proposiciones
Art. 53. Las proposiciones deberán ser presenta-

das por escrito y discutidas según el orden de su pre-
sentación, salvo que el Centro altere el orden del día. y
pase a considerar otro asunto, pues en este caso se
considerará éste.

Art. 54. Cuando se presente una proposición que
por estar relacionada con cuestiones partid aristas no
encaje dentro de los fines del Centro, el Presidente
motu proprio o a petición de un socio la declarará
inadmisible.

Ar.t. 55. Las resoluciones que en este particular
dicte el Presidente son apelables ante el Centro y de
las que en esos casos adopte la Corporación también
se podrá apelar ante la Comisión Fiscalizadora' con-
forme al artículo 95.

Art. 56. Toda proposición puede ser retirada con
la venia del Centro.

Art. 57. Los socios pueden hacer a las proposiciones
las modificaciones y adiciones que tengan a: bien siem-
pre que ellas fueren pertinentes al asunto que se discu-
te y, en este caso, se discutirán y votarán en orden in-
verso al de su presentación.

Art. 58. Aprobada una modificación el Presidente
la pondrá en discusión para adoptarse con el fin. de
que los socios puedan proponer las submodificaciones
que a bien tengan.

Una vez aprobada una submodificación no serán
admisibles nuevas- submodificaciones.

Art. 59. Toda proposición que, por su importancia
o gravedad, a juicio de la Presidencia o del Centro,
merezca tener dos debates, los tendrá en distintos días.
Después del primer debate, pasará al estudio de una
comisión que la devolverá con informe dentro del pla-
zo' que se le señalare.

Empero, toda petición que haga el Centro a per-
sonas o entidades públicas necesariamente tendrá los
lfios debates señalados en el inciso anterior.



14 ESTATU'l'OS DEL CENTRO JURIDICO

Art. 60. No podrá darse a un asunto en una mis-
ma reunión sino un debate.

Las proposiciones que hubieren sido consideradas
en una reunión no podrán ser reconsiderad as en la
misma.

De las conferencias

Art. 61. Los socios dictarán las conferencias según el
orden que adoptare la Junta Directiva y cumpliendo
-las disposiciones que sobre el particular dictare el Cen-
tro o, en su defecto, el Presidente.

De las cuestiones jurídicas

Art. 62. Las comisiones permanentes o los socios
individualmente, ya por iniciativa propia, ya por exci-
tación del Presidente, propondrán cuestiones jurídicas
a la consideración del Centro. Estas cuestiones se pre-
sentarán y discutirán según las reglas especiales que
dictare el Centro o, en su defecto, el Presidente.

CAPITULO VIII

De las votaciones

Art. 63 Toda elección.y todo asunto que sea ad-
m itido a la consideración del Centro serán sometidos
a votación. '

La votación podrá ser: secreta, nominal u ordina-
ria. Se entenderá que la votación ha de ser ordinaria
cuando no dispongan otra cosa los Estatutos, o no se
pida por alguno de los socios que se haga de otra ma-
nera.

Art. 64. En las elecciones, desde la segunda vota-
ción en adelante, los votos en blanco se acumularán a
quien obtenga mayor número de votos.

Art. 65. Para la aprobación de algún asunto so-
metido a la consideración del Centro bastará la ma-
yoría absoluta de los socios presentes, salvo en aque-
llos casos en que los Estatutos exigen una mayoría
distinta.

Art. 66. Empatada dos veces consecutivas una
ojación, se tendrá pornegada la proposición votada.
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CAPITULO IX
.De las Comisiones

Art. 67. Para el estudio de las diversas ciencias
jurídicas habrá comisiones permanentes cuyos miem-
bros serán designados por el Presidente del Centro,
previa consulta de las inclinaciones de cada socio.

El número, denominación y materias de estas comi-
siones serán señalados por el Presidente.

Art. 68. Las comisiones permanentes tendrán por
objeto dar mayor eficacia a las labores del Centro; es-
tudiarán los asuntos que él les encomendare y los que
ellas mismas escogieren por propia iniciativa.

Cada una de estas comisiones tendrá un Presi-
dente, que será designado por el de la Corporación
y que tendrá el deber de organizar e impulsar la vida
de la comisión respectiva. .

Art. 69. También habrá comisiones especiales que
serán nombradas por el Presidente y para un asunto
determinado.

Art. 70. Con excepción de la Comisión Fiscaliza-
dora que deberá funcionar con la mayoría absoluta de
quienes la componen, toda comisión podrá funcionar
regularmente con uno soJo de sus miembros.

Art. 71. Por regla general las comisiones. presen-
arán por escrito y en debida forma sus informes.

CAPITULO X
J

De las secciones del Centro

Art. 72. El Centro se divide en las siguientes sec-
ciones: Presidencia, Secretaría, Tesorería, Biblioteca,
Revista y Sección Judicial.

La Corporación, cuando 10 juzgare conveniente,
podrá establecer nuevas secciones designando las per-
senas que debenatenderlas y los asuntos que deben
gestionar.

De la Revista

Art. 73. El Centro tendrá un órgano de publící-
dad que saldrá, a ser posible, mensualmente, y en él

publicarán los escritos de los socios y los de los
'udiyiduos particulares, 'que se juzguen admisibles,

Art. 74. En cumplimiento del Art. 3()de la Orde-
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nanza número 9 de 1913, en "Estudios de Derecho"
no se publicarán artículos de política interna ni de ea-
rácter combativo contra instituciones o doctrinas re-
ligiosas.

Art. 75. De los trabajos que se publiquen en "Es-
tudios de Derecho" serán únicamente responsables
sus autores. Lo que en dicha Revista se publique no se
considerará como opinión del Centro salvo que, de
manera. expresa, 10 haya acogido la Corporaci6n.

Art. 76. La subvención que el Departamento da
para el sostenimiento de la mencionada Revista, lo que
con el mismo fin dieren los socios y los particulares
y 10 que se recaudare por suscripciones y avisos se
empleará, única y exclusivamente, en el sostenimiento
de la Revista.

Art. 77. Si acaso sobrare alguna cantidad de di-
nero, después de atendidos los gastos que demande la
publicación de la Revista, este sobrante se destinará a
formar un fondo -de reserva que tenga por objeto sub-
venir, en épocas críticas, a las necesidades de la pu-
blicación y formar un capital suficiente para darle vi-
da duradera e independiente a la misma.

Art. 78. Los dineros de la Revista se mantendrán
siempre completamente separados de los fondos co-
munes del Centro y en ningún caso, ni por motivo al-
guno, ni aún siquiera en calidad de préstamo, serán
empleados para atender a los demás gastos de la Cor-
poración.

De la Sección Judicial
Art. 79. Siempre que las circunstancias lo perrni-

tieren, el Centro podrá ordenar el establecimiento de
una Sección Judicial que será integrada por socios del
mismo y su nombre será adoptado por aquel. Tendrá
por objeto la práctica forense y procurar la defensa
de los desvalidos.

Art. 80. La reglamentación de esta sección estará
encomendada a la Junta Directiva, la que, en tal re'

,Jglamentaci6n, podrá asígnarle alguna ingerencia a . la
.Comisión Fiscalizadora en 10 relativo a exclusión de
los miembros de la Sección y a la apelación de las
disposiciones del Director de la misma.

Art. 81. El Director de la Sección Judicial pre-
"sentará mensualmente al Centro un resumen de las"la-
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bores de aquélla sin perjuicio de que, al finalizar su
período, rinda el informe de que habla el Art. 26.

CAPITULO X

De la Junta Directiva.
Art. 82. Habrá una Junta 'Directiva formada por

los dígnatarlos del Centro y por el Presidente de la Co-
misión Fiscalizadora o, en su defecto, por un miembro
.desi~nado por esta Comisión.

Dicha Junta tiene por objeto reglamentar, impul-
sar r Yigilar todo lo relativo a las diversas secciones

.del Centro y resolver lo relacionado con la organiza-
ción interna del mismo.

Cuando el Presidente lo solicitare, asesorará a es-
te dignatario en la formación del orden del día.

Art. 83. La Junta Directiva revisará provisional-
mente las cuentas que mensualmente deben rendirle
lós dígnataríos en cumplimiento del Art. 27.

Art. 84. La Jun.ta Directiva, en el desempeño de
us funciones, respetará y cumplirá estos Estatutos.

Art. 85. Cuando se presentare duda acerca de si
a resolución de un· asunto determinado correspon-

~ al Centro o a la Junta Directiva, el Presidente mo-
:1p proprio o a petición de algún socio someterá la d u-
da a la decisión del Centro, y éste, previa discusión
l.por medio de votación, decidirá a cual entidad co-
rresponde la decisión del asunto.

Art. 86. La Junta Directiva se reunirá por lo me-
os cada quince días. También podrá reunirse extraor-
inaríamente, convocada por cualquiera de sus míem-
Iros.

Art. 87. A las reuniones de esta Junta podrán
oncurrir, con voz pero no con voto, los socios del
entro que 10 tengan a bien.

Art. 88. Formará quorum la asistencia de tres de
'8 miembros de la Junta Directiva .

Art. 89. Esta Junta será presidida por el Presi-
e.~te del Centro y tendrá un Secretario nombrado
'r la misma.

Art. 90. De toda resolución adoptada por la Junta
dejará constancia en el Libro de Actas de ésta y

leída en la siguiente reunión ordinaria del Cen-
el cual podrá improbarla en cualquier tiempo.

"
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El hecho de no ímprobarla inmediatamente des-
pués de leída, implica la aprobación tácita de la reso-
lución. /

No podrá ponerse en ejecución una resolución de
la Junta mientras no fuere leída ante el Centro.

CAPITULO XI

De la Comisión Fiscalizadora
Art. 91. Habrá una Comisión Fiscalizadora, com-

puesta de tres miembros elegidos por el Centro por el
sistema del voto incompleto, encargada de fiscalizar
las labores de los dignatarios y de velar por el cumpli-
miento de estos Estatutos. Su período será de un
año. Pondrá al Centro eri conocimiento de las
irregularidades que notare, propondrá las reformas
a los Estatutos que juzgue convenientes, estudiará las
que sean presentadas a la consideración del Centro y
resolverá las dudas que se presentaren en la aplica-
ción de los Estatutos y cuya solución le fuere encomen-
dada. •

Art. 92. La Comisión Fiscalizadora, motu proprio
o merced a insinuación privada de cualquier socio, po-
drá provocar el otorgamiento de votos de confianza a
todos los dignatarios o a alguno de ellos y a los dele-
gados o representantes del Centro en Corporaciones
extrañas a éste.

Art. 93. Todo voto de confianza se votará secreta-
mente y sólo podrá votarse en la reunión ordinaria si-
guiente a la en que hubiere sido presentado.

Si la mayoría absoluta de los socios presentes ne-
gare el voto de confianza, el o los dignataríos o repre-
sentantes respecto de los cuales se hubiere presentado
abandonarán su puesto y se procederá a nueva elec-
ción.

Art. 94. La Comisión Fiscalizadora tiene también
la atribución detallada en el Art. 18. '

Art. 95. Si en concepto de uno o más socios, el
Centro, al adoptar una proposición O resolución, hubie-
r c contravenido a los Estatutos, podrán dicho socio o
socios interponer apelación en el efecto suspensivo para
ant-e la Comisión Fiscalizadora.

Esta Comisión resolverá, dentro del término que
le señalaré el Presidente, si el Centro, ,al adoptar la
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roposición o resolución apeladas, ha violado o nó al-
guna disposición de los Estatutos. En el caso afirma-
tivo quedará suspendido definitivamente el curso re-
glamentario de la proposición o resolución apeladas.
En el caso contrario quedará levantada, por el mismo
hecho, la suspensión y continuará el curso reglamen-
tario de la proposición o resolución suspendidas.

El Centro cumplirá indefectiblemente las resolu-
ciones que, en cumplimiento de este artículo, adopta-
re la Comisión Fiscalizadora.

Art. 96. Por el mismo hecho de la apelación inter-
puesta para ante la Comisión. Fiscalizadora se' suspen-
derá inmediatamente la discusión o cumplimiento de
la proposición o resolución apeladas.

Art. 97. Los miembros de la Comisión Fiscaliza-
dora no tomarán parte en la votación de las apelacio-
nes que, contra las resoluciones presidenciales, se inter-
pusieren para ante el Centro y se abstendrán de anti-
cípar, individualmente, concepto acerca de la legali-
dad de las proposiciones y resoluciones que posterior-
mente puedan ser objeto de revisión por la Comisión
Fizcalizadora en virtud del Art. 95.

Art. 98. Dentro de los primeros diez días de cada
mes, la Comisión Fiscalizadora inspeccionará por sí o
por medio de alguno de sus miembros, los libros y de-
más objetos de cada una de las secciones del Centro,
pedirá a los responsables los informes y explicaciones
que estímare conducentes, hará a los mismos oportu-
nas advertencias para obtener el buen funcionamiento
de las secciones y si encontrare deficiencias ~raves
'procederá a proponer el otorgamiento del correspon-
diente voto de confianza.

Art. 99. Después de hacer cada una de las visitas
de que habla el artículo anterior, la mencionada Comi-
sión rendirá al Centro un informe general sobre el re-
sultado de éstas, llamando especialmente la atención
acerca. de las incorrecciones o deficiencias que hubie-
re notado en la marcha de las secciones.

Art. 100. La Comisión Fiscalizadora revisará defi-·
itivamente las cuentas que los dignatarios debenjren-
ir mensualmente a la Junta Directiva.

Art. 101. Todo socio deberá comunicar a la Comi-
ón Fiscalizadora las irregularidades o deficienciasc- '
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que percibiere en la marcha del Centro o de alguna de
SUs secciones.

Art. 102. La Comisión Fiscalízadora se reunirá
por 10 menos una vez al mes.

Art. 103. Los miembros de esta Comisión nombra-
rán un Presidente, quien, además de presidirla, estará
encargado de impulsar su marcha y de representar la
Comisión ante el Centro.

Dicho Presidente está obligado a llevar cuidado-
samente el Libro de Inveniarios de los bienes del Cen-
tro, en el cual se anotarán, con la especificación y cla-:
sificación debidas, las recepciones y .entregas que de
tales bienes hicieren 'los dignatarios correspondientes.

En ese libro se anotarán, a medida que vayan o-
curriendo, las nuevas entradas y salidas que, con re-
lación a los bienes del Centro, tengan lugar después de
la entrega al dignatario correspondiente.

Art. 104. La Comisión Fiscalizadora adoptará sus
resoluciones por mayoría de votos, excepto cuand~ an-
te ella se interpusiere apelación contra alguna propo-
sición o resolución por considerarla violatoria de algu-
no de los artículos 5 y 54 de los Estatutos, pues en es-
tos casos para que la proposición o resolución apela-
das puedan seguir su curso reglamentario será indis-
pensable que todos los miembros que componen la
Comisión resuelvan unánimemente que la proposición
o resolución apeladas no violan ninguna de las disposi-
ciones citadas.

CAPITULO XII

De las disposiciones finales
Art. 105. Para reformar estos Estatutos se requie-

re alguno de estos dos requisitos: 10. Que la reforma
sea aprobada en un debate por unanimidad de los so-
cios presentes: 20. Que la reforma sea aprobada en dos
debates distintos por las dos terceras partes de todos
los socios activos de la Corporación.

Los debates a que se refiere este artículo deben
tener lugar en reuniones ordinarias.

Art. 106. Las dudas y deficiencias flue se pre-
sentaren en la aplicación de estos Estatutos ordinaria-
mente serán resueltas por el Presidente, salvo que es-
te dignatario o el Centro, en casos especiales, resuel-
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,yan encomendar su resolución a la Cpm,isió,a Fi$:ali-
zadora. ' ,

Art. 107. Las reformas de las Es~tuto,s ! ~li, de •.
D:tás proposícíones de carácter permanente se denomi-
Darán Acuerdos, los cuales, una vez aprobados, se ex,,,
te~derán por el Secretario y bajo la :Q.rlJ}adel Pre$,Í.-
dente en el Libro de Acuerdos y Resolucioaes.

Art. 108. Siempre q~e no se dis¡pO¡l;l,gaQJt:~cosa,
toda disposición reformatoria de los Estatutos empe-
zará a r~gir después de ~,osdiez. días ~~g.1:\i~t~sa su ~-
probació,!l..

Art. 109. Estos Es.tatl,ltos entrarán en :v~ge.n9ia,(!ie~-
de su aprobación.

Medellín, a 45 de septiembre de 1924.
El Presidente,

L. ~AVA¡~ OSPINA.

El Secretario, Luis A ngel Gonzá~f¿z ,G...-u
Resolución

EL PRESIDENTE DEL CENTRO JURíDICO DE LA UNIVERSI-.•, . ,..•.
DAD DE ANTIOQUIA,

en.uso, d~ )~ facultad que le confieren-las Arts .•61 y 62,
de los Estatutos de Ia Corporación,

RESUELVE:

Conferencias.

Art. 10. El Secretario avisará, con un IH,~de ~1ltJ..-
cipación,a cada socio.el día en que le corresponda die-
tar la conferencia y el socio conferencista cOIp-up~a.l'á
al Centro, ocho días antes, el tema Que va a,tJ;atflr en
su conferencia.

, A't;t:20.. Topa conferencia será acompañada Q.e
una conclusión que resuma las ideas del SoC~ .so}:?:re
el asunto tratado en aquélla. Tal conclusión ~Efr,ádis-
cutída y votada en la forma ordjnaria.,

Art. 30. El conferencista debe contestar. las in ter-
Iaciones que, sobre las ideas emitidas en la c~nfe-
!leía, le hicierenÍos socios.



22 ESTATUTOS DEL CENTRO JURIDICO

Art. 40. Cuando por la importancia del tema ,tra-
tado en la conferencia o por la manera como ha sido
desarrollado, convenga que su estudio sea ampliado,
el Presidente, motu proprio o a petición de cualquier
socio, podrá pasar la conferencia a la Comisión per-
manente del ramo respectivo para que ella presente
el informe correspondiente. .

Art. 50. Por regla general, ~l socio que no pudie-
redictar su conferencia deberá excusarse con ocho
días ~e anticipación, por lo menos. '

Art. 60. Por el hecho de que uno ó más socios no
dictaren oportunamente sus conferencias, no se modi-
ficará el orden establecido para el cumplimiento de es-
te' deber reglamentario y caso de que algún socio,
por causa legítima, obtuviere plazo para dictar la su-
ya, lo hará una vez que termine el turno de los demás.

Cuestiones jurídicas.

Art. 70. Además de las cuestiones que por propia
iniciativa tengan a bien proponer a' la consideración
del Centro los socios, los particulares y las entidades
oficiales, cada quince días el Presidente designará a
un socio con el objeto de que en la reunión sig1!iente
presente una cuestión jurídica al estudio de la Corpo-
ración.

Art. 80. El Presidente, al hacer la designación de
que trata el artículo anterior, seguirá un orden inver-
'so al adoptado para dictar las conferencias.

Art.90. Una vez quej la cuestión sea presentada
por el socio comisionado, el Presidente la pasará al
estudio de un socio, quien presentará informe escrito
acerca de la cuestión, informe que debe preceder a
una conclusión que condense las ideas del informante
acerca de la solución de la cuestión jurídica pasada a
su estudio.

I Art. 10. Tal conclusión será sometida a discusión
y votación en el Centro y,si éste no' la adoptare se pa-
sará la cuestión propuesta a una nueva comisión, pa-
ra que, previo estudio de la cuestión y del informe an-
terior, presente el suyo dentro del plazo que le seña-
lare el Presidente, informe que, en "lo demás, se trami-
tará en la forma ordinaria. ,

Art. 11. En la designación de laecomisiones se pro'
curará que, en cuanto fuere posible" los nombramien-
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tos recaigan en los socios pertenecientes a la Comisión
permanente del ramo al cual corresponda la cuestión
propuesta. c.

Art. 12. Con el fin de facilitar el cumplimiento del
artículo anterior, el Secretario formará un cuadro de
los socios que integren las comisiones permanentes,
cuadro que debe poseer condiciones que hagan fácil
su consulta.

Art. 13. Con el objeto de que las cuestiones pre-
sentadas al Centro sean estudiadas oportunamente, el
Secretario' llevará una lista. en la cual consten los días
en que se venzan los términos concedidos a las comi-
siones para rendir los respectivos informes.

Art. 14. Después de la lectura del acta, el Secreta-
rio leerá la lista de los informes que deban ser presen-
tados en la reunión. Si acaso hubiere alguna comisión
que no presentare oportunamente su informe, el Pre-
sidente, en vista de las circunstancias, resol verá que

, el asunto demorado sea puesto en el orden del día de
la reunión o que pase a una nueva comisión para que
oportunamente presente informe sobre la cuestión pro-
puesta.

Medellín, a 3 de junio de 1925.

El Presidente, L. NAVARRO OSPINA.

El Secretario, Francisco Luis Jiménez A.

_~8

Resolución número 177 de 1922'. .

sobre personería jurídica.

República de Colombia. +Poder Ejecutivo.
I

. Vista la solicitud elevada al Gobierno por el señor
.Jesús R. Quintero, Presidente del Centro Jurídico de
la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Uni-,
versídad de Antioquía, que funciona en Medellín, enca-
minada a obtener del Poder Ejecutivo que se reconoz-
ea personería jurídica a dicha entidad; y teniendo
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en cuenta lo dispuesto en Ios artículos 47 y 49 de la
COhstt tución Nacional,

SE RESUELVE:

Reconócese personería jurídica al CENTRO JU.
RIDICO DE LA FACULTAD DE DERECHO Y
CIENCIAS POLITICAS DE LA UNIVERSIDAD DE
ANTIOQUIA, de que se ha hecho mención:

Ct)mühíquese y publíquese,

Dada en Bogotá, a 11 de septiembre de 1922.

El Presidente de la República,

P:b:DRO N'EL'OSPINA
El Ministro de Gobierno, ,

MIGUEL JIMÉNEZ tÓPEZ.

NOTA.-La anterior Resolución fue pubiicada en
Bogotá en el «Diario Oficiab,números 18.505 y 18.506,
correspondientes a la edición del 22 de septiembre de
1922.

SOCIEDADES 2S

SOCIEDADES
MIGUEL MORENO J.

República Argentina. Buenos Aires,
Marzo 27 de 1925.

Sr. Dr. Miguel Moreno Jaramillo.
MedeJlín, Colom bia.

Muy apreoiado oolega:

He leído oon cuidado su estudio
sobre SOCIEDADES Trátase de un
esfuerzo interesante y de gran aliento,
"Jll posturas jurídicas que acusan una
renovación en la interpretación del de-
recho. Tiene fuerza de convicción y se
ajusta a un estrioto raciocinio jurídico.

Deseándole felicidades, se suscribe
su, colega y amigo, '

VIRGILJO TEDIN URIBURU
Abogado Argentino

187.-Hay diferencia entre "objeto social" V "objeto del
contrato de sociedad" ?

Sí, V fundamental.
Para que una persona se obligue a otra es necesario que

la declaración de su voluntad recaiga sobre un objeto, es decir,
sobre una o más éosas que trata de dar, hacer o no hacer. El
mero uso de la cosa o su tenencia puede ser objeto del acto
(Arts. 1502y 1517 del C. C.).

Así, en la compraventa de un coche la obligación del vende-
dor tiene por objeto el vehículo vendido y la obligación del
comprador tiene por objeto el precio; así, en el arrendamien-
to de un criado doméstico el objeto de la obligación de éste es
prestar ciertos servicios V el objeto de la obligación del amo
es pagar determinado salario; así, no levantar un muro puede
ser el objet-ode una obligación, y lo que se da o se hace, en
cambio de ese servicio, será el objeto de la obligación contraí-
tia por quien se beneficia de la 'Voluntaria omisión.

En los contratos bilaterales cada una de las obligaciones
que de ellos nacen tiene su objeto propio. En la compraven-
ta, tornamos a decirlo, tanto es objeto la cosa que se da como
el dinero que se paga.

La.sociedad es un contrato por el que dos o más personas
Se obligan a poner alguna o algunas cosas en común, para es-
pecular con ellas y repartirse entre sí las ganancias o pérdidas
que resulten.

No hay contrato sin objeto, luego el de sociedad lo tiene.
El Art. 2079 del Código Civil dice que los asociados estipulan
oner un capital u otros efectos en común, V el Art. 2081 de la
isma obra establece que no hay compañía si cada uno
J. •• • '- •••
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tos, industria, servicio o trabajo apreciable en dinero. Tampo-
co hay sociedad sin participación de beneficios.

En fuerza de estas prernisas, debemos admitir que el ob-
jeto de cada una de las obligaciones que genera el contrato de
sociedad' es idéntico al objeto de cada uno de los aportes: di-
nero, créditos, muebles, inmue bles.mer'cedes, privilegios, traba-
jo, industria; en general, toda cosa comerciable capaz de pres-
tar alguna utilidad. '

Pero corno un contrato puede tener diversos objetos, rela-
tivos a las varias obligaciones generadas, también es objeto de
las que produce el de compañia, la repartición de las utilidades
o pérdidas que resulten,

Puede decirse que la materia de las aportaciones y la dis-
tribución de utilidades o pér-didas constituyen el objeto del
contrato de sociedad.

El objeto de la empresa social, su negocio, la finalidad que
persigue y de que en veces toma su denominación, es cosa ra-
dicalmente distinta del objeto del contrato de sociedad.

Si se funda una compañía para dar en arrendamiento un
coche que los accionistas llevan proindiviso al fondo común,:ob-
jeto social es el negocio de alquilar lo.y objeto del contrato de
sociedad es el mismo vehículo aportado y la distribución de las
utilidades o pérdidas que deje, '

El proceso mental seguido por los pactantes no es el obje-
to de la convención ni sirve para determinarlo. En ese pro-
ceso juegan los motivos que inducen al contrato, motivos que
pudieran influír en la causa, pero que 110 forman el objeio(Art.
1524 del C. C.).

Su calidad de medio no le quita al suministro de los apor-
tes el carácter de objeto del contrato.

Así como son siempre objeto de la compraventa la cosa
vendida y el precio, verse el contrato sobre muebles o sobre
raíces, así tambien son siempre objeto de la compañia los su-
ministros que los constituyentes se comprometen a hacer y la
"obligación" que recíprocamente contraen de distribuirse las
pérdidas y las ganancias, sea cual fuere el fin que la sociedad
se proponga realizar. Empleamos el vocablo "obligación", así
para ser más claros como por que talvez no sea anticientifico
decir que el objeto del contrato de sociedad son las obligacio-
nes mutuas que de él nacen, y que el objeto de esas obligacio-
nes son poner un capital y unirse para partir beneficios y pér-
didas.

El objeto de un contrato son las cosas, hechos y omisio-
nes que significan para cada parte la obligación de dar, hacer
o abstenerse; la causa es el motivo jurídico que determina a
las partes a obligarse. En los contratos sinalagmático s, como el
de compañía, el objeto y la causa se confunden en el sentido
de que el por qué de la obligación contraída por una de las
partes es la cosa que la otra promete. Cuál es la causa, el mo-
tivo jurídico, de la obligación contraída por un socio? El se
compromete a poner su cosa en común y a partir utilidades o
pérdidas, en raz6n de que el otro o los otros constituyentes
h~("'IDn C011 T'\1"O(¡!"'~ dDL~!3n.~+.!:aJ_'I' __"CODn*.,n ACO 730"+; .,,== d
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Todos los asoci~dos persiguen un fin: que se haga, bajo
una firma social o bajo cierta denominación, determinado lina-
je de negocios; pero ese proyecto no ha de confundirse con el
objeto del contrato.

La finalidad, propósito u "objeto social" se busca, cum-
ple y realiza por la compañía, tercera persona distinta de los
socios y de los accionistas, en tanto que las aportaciones se
hacen por los contratantes. Injurídico sería pensar que el ob-
jeto de las declaraciones de voluntad de los constituyentes
puede ser dado, hecho o no hecho por tercera persona, dis-
tinta de ellos. Eso equivaldría a estimar que la sociedad for-
ma la sociedad, que la persona moral contrata antes de nacer,
que la compañía se obliga consigo misma, que el efecto es la
causa-

La equivocación proviene de que en la lengua de nuestros
códigos, objeto es unas veces sinónimo de cosa, hecho, omi-
sión, materia [Arts, 1517, 2126 y 2141 del C. C.]; y otras veces
equivalente es de negocio, fin, intento, ocupación [Arts. 2091 y
2113 del C. C ; 550 del C. de Co. y 10. de la ley 27 de 1878].

Con apoyo en las anteriores razones nos hemos separado
del siguiente dictámen, emitido por el Dr. Clodomiro Ramí.
rez, ~n estudio de fecha 19 de enero de 1925:

"y para que una persona se obligue a otra por un acto o
declaración de voluntad; es decir, para ajustar un contrato, es
necesario que concurran capacidad y consentimiento en los
contratantes, objeto y causa. Artículo 1502 del C, Civil."

"En el contrato de sociedad anónima son partes contra-
tantes todos los socios, bien sea que hayan discutido o con-
certado las bases fundamentales y firmado el contrato so-
cial, ° que hayan adquirido acciones tomándolas a los socios
fundadores".

"En el contrato de sociedad anónima el objeto exigido
por el artículo 1502 para la existencia de todo contrato, es,
precisamente, el objeto de la Empresa."

"En otros términos: el objeto de la Empresa, la industria
que va a explotarse, el negocio que va a hacerse, constituye,
inequívocamente, el objeto del contrato."

"En efector.se denomina ohjeto de un contrato aquello,
Cosa o hecho, sobre que versa el contrato mismo. Por ejem-
plo, si yo compro un coche, éste será el objeto de la compra-
venta porque sobre él versó el negocio."

"El proceso psicológico seguido por los contratantes es el
medio más eficaz para determinar el objeto del pacto. Así, an-
tes decomprar yo el coche de mi ejemplo, he estudiado pre-
viamente mis recursos pecuniarios, mis necesidades persona-
les y domésticas, y-he tropezado con la necesidad de adqui-
rir ese mueble y me he decidido luego a conseguirlo."

"Así en las anónimas: los expertos en ciertas materias, es-
tudian un negocio, una plaza comercial, las costumbres de las
gentes y sus recursos pecuniarios, y deducen de todo ello la
cnveníencía de implantar "una industria, de establecer un ban-
:0, de montar una fábrica de cerveza, de fundar una compañía
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de realizar la obra. Del acuerdo unánime de los que entienden
ese negocio y se interesan en él, nace la suscripción del capi-
tal como medio y luego la formalización del pacto para proce-
der conforme a él a fundar la empresa de seguros, la bancaria
o la cervecería, como procedo yo, después de razonar sobre
mis posibilidades y medios, a comprar el ya citado coche."

"y no se diga que el objeto de las compañías anónimas es
la reunión del fondo común. Tal fondo es,simplemente, un me.
dio, obligado si se quiere, para llenar un fin, como en la com-
praventa del coche lo fue mi dinero para satisfacer un deseo
o una necesidad."

"En las sociedades anónimas el objeto de cada una de e-
llas es el mismo que se denomina OBJETO DEL CONTRATO"

No obstante la firmeza y la claridad con que el doctor
Ramírez expone sus ideas en las líneas incorporadas, conti-
nuamos creyendo que el objeto social y el objeto del contrato
de' sociedad son cosas esencialmente distintas.

El Código Civil francés, en su artículo 1.833,dice que toda
sociedad debe tener un objeto lícito y ser pactada 'en interés
común de las partes.

Comentando este mandato, dicen C. Houpin y H. Bos-
vienx (Traité Général des Sociétés, página 92, numeré 59,
edición de 1925):

«La palabra objeto debe tomarse aquí en ~l sentido de
oausa »

m
/
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MONOGRAFIA

Acciones posesorias de las minas
JORGE RESTREP'O HOYOS

A la penetraci6n profunda del problema,
a la exposici6n brillante, al afán intenso de
llevar a la mente del discípulo, no s6lo el
conocimiento sine' la educaci6n de su crite-
rio jurídico, a todas esas preciosas cualida-
des que son patrimonio del distinguido pro-
fesor Dr. Fernando Isaza, dedico mi traba-
jo, que si bien. carece de valor científico,
exterioriza el esfuerzo de quien apenas se
inicia, y .hab la espontáneamente de su sin-
cero reconocimiento.• J.R.H.
MedelHn, Julio 8 de 1924.

Snperior a nuestras capacidades, bien exiguas por cierto,
se nos hace el estudio que nos hemos impuesto, sobre el tema
que para dar cumplimiento al deber reglamentario elegimos.
Materia es ésta, cuyo desarrollo con visos al menos de media-
na comprensión jurídica, no se compadece con los alcances del
estudiante, que falto de práctica y colocado en un vértice su-
perficial, apenas si llegará a darse entera cuenta de tan arduo
problema, que no ha tenido para menos de dar malos ratos a
viejos juristas; sin embargo, a nuestras fuerzas pediremos lo
que ellas nos den, para ponerlas al servicio de la finalidad que.•. .
perseguimos.

"Ac'ciones Posesorias", - Veamos de encontrar en primer
lugar la significación que en sí encierra el concepto jurídico de
"acción": qué es acción?: es el medio consagrado por la ley pa-
ra hacer efectivo un derecho; es una consecuencia lógica del
mismo vocablo "derecho", cuyo significado nos dice, que es la
fadiltad moral de hacer unas cosas y exigir otras; mal anda-
ría esa facultad que la ley reconoce, si la misma ley no propu-
siera y consagrara la manera práctica de ponerla a salvo con-
tra agresiones injustas; sin ella, sería el derecho una palabra
hueca que ningún valor representaría, ya que a cada momen-
to se vería violado inpunemente; es la acción un corolario o-
bligado del derecho, y tan obligante es la relación que éntre sí
guardan, que talvez no sea aventurado conceptuar lo incon-
cebible -que sería la existencia del uno sin la otra y a la inver-
sa. La ley, pues; acrada relación o estado jurídico de los bie ,
nes respecto de l~ personas. tiene consagrada su respectiva
acción, las cuales~n distintas a la par que el estado a cuya
protección están destinadas: así, el derecho de propiedad
cuando se vea conculcado, tiene en su abono el recurso de la
acción reivindicatoria; la posesión se hace valedera por medio
de la acción cuyo estudio nos proponemos, y las acciones ad-

• •• • • .• .• r •. :_ .••: ..:J
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Cada una de ellas tiene su distintivo propio tanto para sus
trámites como por el objeto que se busca. Aquí sólo nos preo-
cuparemos de la segunda acción de las enumeradas. Tomando
a cuenta el ligero concepto que en sentido abstracto hemos
sentado al rededor de este ente jurídico, veamos de darle a-
plicación en el caso concreto de la posesión, para averiguar
el objeto que con la acción posesoria se persigue, delineando
algunos principios que más adelante, en lugar adecuado, am-
pliaremos en mejor forma: Si la acción, en tesis general, es el
medio de defensa que vela por la integridad de los distin-
tos estados en que los bienes pueden hallarse con relación, a
las personas, a salvar esa integridad precisamente tiende la ac-
ción posesoria, a conservar incólume el estado de posesión;
este estado puede sufrir distintos ataques que según su natura-
leza llevan a muy varias consecuencias; con unos se sufre la
pérdida total de la posesión, al paso que otros sólo implican su
perturbación; de ahí que para recuperarla cuando se ha pero
dido y para repeler los actos hostiles conservando suetrarrqui-
lo goce, se haga necesario un medio que rechace la injusticia
de violadores extraños, y este medio que la ley ha estableci-
do con tal fin, es la acción posesoria; tienen, pues, por objeto
las acciones posesorias recuperar o conservar la posesión bien
que se haya perdido totalmente o que su goce pacífico haya
recibido turbaciones arbitrarias.

Con esto, nos reservamos la ampliación de los conceptos
enunciados para su lugar adecuado como ya lo dijimos, y, en
vía de buscar orden más lógico, haremos en primer lugar un
estudio somero pero necesario del estado jurídico llamado po-
sesión; este conocimiento nos es preciso para lograr amoldar-
nos de la mejor manera a la inteligencia de sus resultantes, uno
de los cuales es el derecho de ejercitar la acción que nos ocu
pa- Ensayaremos el estudio comparativo tomando a grandes
rasgos los principios de la legislación romana; los concernien-
tes a nuestro derecho civil, y por último la legislación especial
que regula el derecho minero.

La posesión es un estado de hecho que en sus manifesta-
ciones externas tiene una analogía íntima con las propias del
derecho de propiedad; tan sólo los actos jurídicos que para el
reconocimiento expreso y para hacerse merecedor a la garan.
tía de la ley son requeridos al último, marcan una diferencia
sustancial entre el dominio y la posesión, considerándolos, pa:
ra poderlos precisar, aisladamente; ambos, en tesis general, y
bajo el aspecto de la apariencia y de los actos materiales, lle-
gan a confundirse, ya que esos mismos actos y esa misma
apariencia traducidos en el uso, goce y transformación, y to-
mados en su materialidad, son el distintivo, del hecho de po-
sesión que a la vez consagran la manifestac-án más espont-í .
nea que exterioriza el derecho de .l:'ropi~d~ii}'así como la vida
del hombre se manifiesta en sus movimientos fisiológicos, el
derecho de propiedad vive en las manifestaciones externas de
la posesión. Tan vital es la importancia de este hecho repre-
sentativo del dominio, por las consecuencias y resultados

~'4 . = oue de.él se desDrende.n....ane en sentir: de aldJ1no~scan
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tos romanos, la propiedad tiene su comienzo en la posesión.
La posesión es un hecho; esta designación ha dado mar-

gen a serias dificultades y reñidas controversias, pues en con-
cepto de algunos juristas ella envuelve el distintivo de un ver-
dadero derecho. Este disentimiento de pareceres se presta a
más serias reflexiones si nos remontamos a épocas antiguas,
en las cuales encontramos la ocupación como medio primitivo
y único generador del' derecho de propiedad; en estas circuns-
tancias es bien difícil deslindar los caracteres distintos de una
y otra, para poder llegar a una apreciación separada, que nos
muestre a las claras el estado de hecho independiente del de-
recho de propiedad; en épocas primitivas había una confusión
tal entre los dos estados, que el poseedor era a todas luces
propietario de la cosa poseída, y el respeto que a ella se guar-
daba tenía su origen en que el ocupante que ejercía actos de
posesión material sobre la cosa; no lo hacía con el solo carác-
ter de poseedor sino que sus actos recibían la aceptación gene-
ral de ejecutados por un verdadero propietario, es decir, la
posesión y la propiedad nacían en un mismo instante, en el
momento de la ocupación: ya la par que su nacimiento era si-'
multáneo, su extinción se efectuaba con una precisa simulta-
neidad; el ocupante que en un momento dado llegaba a perder
la posesión no conservaba por motivo alguno atributos que le
hicieran prevalecer su calidad de propietario; perdida la pose-
sión, perdía también la propiedad. Pero las exigencias del co-
mercio y las múltiples necesidades de la vida, todos los días
más crecientes, no encontraban en épocas posteriores su ple-
na satisfacción en el estrecho radio de la 'ocupación como me-
dio único para la adquisición de la propiedad; fue preciso in-
nevar: el derecho consuetudinario se orientó con espíritu de
mayor amplitud, y la legislación romana consagró definitiva-
mente en sus tablas de granito los sabios principios que, impe-
recederos, prevalecen en su esencia en las legislaciones del
universo; nacieron, pues, otros medios muy distintos del ori-
ginario y único. De esta innovación surgen algunas modificacio-
nes al concepto primitivo de posesión,lacual llega a ser un
elemento del derecho de propiedad. su complemento, que bien
puede estarle unido íntimamente o separada de él. Este ele-
mento que debe estar rodeado de algunos requisitos que más
adelante estudiaremos, es apreciado como un hecho desde el
siglo 10. del Imperio Romano,hecho que bien puede ser la ma-
nifestación vital del dominio, o que, separado -de él capacita al
pose,edo¡; para hacerlo prevalecer contra agresiones ajenas,
por medio de los interdictos posesoríos, poniéndolo a la vez
en camino de la adquisición del derecho de propiedad con el
transcurso de un tiempo determinado por 1::1 ley. Este último
concepto marca mejor la diferencia entre el hecho y el dere-
cho, que si se confundieran llegaría a ser ineficaz la existencia
del primero y vendrían a refundirse en la sola expresión de
propiedad, Situándonos en un terreno práctico y mirando a
nuestra propia legislación, encontramos que casi la totalidad
,de los derechos, bien sean reales o personales, por ella COn-~ !_., .• ,,1, , A"'!7 •..••
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ser objeto de contratos entre vivos o pueden adquir-ir-se por
causa de muerte; y no pasa esto con la posesión, la posesión
aislada no puede enajenarse por contrato alguno ni aislada-
mente puede venirnos del patrimonio del causante; su transmí,
sibilidad en uno y otro caso podrá efectuarse como comple-
mento de la propiedad que transfiere. pero de ninguna manera
en forma aislada e independiente de este derecho, además, no
menos que absurda sería la tarea de ülvestigar si la posesión
tiene alguna característica del derecho personal, éste, sólo di-
ce relación a determinada persona, lo cual no se conforma con
el concepto de posesión que dice referencia a bienes, indepen-
dientemente de personas; la duda puede quedar en cuanto a
los derechos reales. y talvez como tal llegue a eonsiderarsele,
pero basta dar una ojeada a la enumeración que la ley hace de
ellos, basta revisar página tras página de nuestro código sus-
tantivo, y en parte alguna se encuentra la consagración de ella
con los caracteres que al derecho le son propios; y si esa mis-
ma ley concede al poseedor la facultad de ejercitar ciertas ac-
ciones favorecedoras de la integridad de su estado, no es por-
que considere la posesión como un derecho, sino que, el favor
dispensado a ella 10 es directamente a la propiedad ya que el
poseedor es reputado dueño mientras otra persona no justi-
fique serIo; este favor atañe de manera tan directa al derecho
de propiedad que de nada le valdría al poseedor oponer la ac:
ción posesoria contra el verdadero dueño de la cosa que él
posee; sólo prevalecerá contra él en caso de prescripción rodea-
da de los requisitos legales, pero esta prelación no 10 sería
precisamente por el hecho de la sola posesión, sino que a su
patrimonio se ha agregado el dominio de la cosa poseída, en
virtud de uno de los modos de adquirir la propiedad,
y con el indispensable requisito del trascurso de cierto tiempo.

En derecho romano, además de la capacidad exigida para
el caso, era preciso reunir dos condiciones para darse la cali-
dad de poseedor: "corpus et animus": la' primera elelemento
material, y la segunda el intencional.

Cofpus.-Suponía éste una relación directa e inmediata
de la persona sobre la cosa, una aprehensión traducida en ac-
tos materiales de aquellos a que está facultado el propietario;
esta aprehensión var-iaba según que se tratara de bienes mue-
bles o inmuebles; si de los primeros, la aprehensión debíaser
más real, de manera que la cosa quedase bajo la guarda del po-
seedor, quien debía ejecutar sobre ella los actos que comun-
mente ejecutamos sobre las cosas muebles que tenemos en
nuestra guarda y nos pertenecen; pero no era preciso que es'
tos actos se efectuaran con una continuidad no interrumpida,
bastaba que los ejecutados exteriorizaran el estado de guarda
y la relación o subordinación de la cosa a la persona; en cam-
bio, si se trataba de bienes inmuebles, de un fundo, p. e , la
entrada a él, la fijación de linderos y en general los actos con'
formes a la naturaleza del fundo, constituían el corpus reque'
rido para la posesión. Para todos los bienes corporales, mue-
bles o inmuebles, la costumbre había consagrado ciertos actoS
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so Y demás circunstancias de que estuviere rodeado cada bien;
de un bien mueble p. e, cuyo volumen o peso no permitieran
una aprehensión completa que lo pusiera en relación inmedia-
ta respecto a la persona, bastaba una simple guarda que bien
podía estar encomendado a zin tercero; esta guarda, constituía
el Corpus cual si se estuvieran ejecutando verdaderos actos
materiales sobre la cosa que por su vol ume n o por su peso no
los admitía; en cambio, la marca pues ta a un semoviente era el
estigma característico del corpus que sobre él se ejercitaba; y
en todos aquellos bienes que permitían la aprehensión comple-
ta, tal debía hacerse para llenar esta condición exigida para el
reconocimiemto de la posesión. Para los bienes inmuebles, de
la misma manera que para los muebles, se daban actos distin-
tos que conformándose a la extensión o aptitud del inmueble,
dejaban en él sembrada, si se admite el término, la represen-
tación de la persona poseedora. Era, pues, este elemento un
hecho tan real como visible, cuyo cumplimiento efectivo con-
forme a las exigencias del derecho lo ponía bajo el imperio de
los sentidos; aún más, en los primeros tiempos era algo insepa-
rable de la persona poseedora, y que, si en algunos casos
excepcionales no se manifestaba con una completa mater-ialí-
dad, era sólo por la especial naturaleza del objeto y por las
circunstancias de que estaba rodeado según lo hemos anota-
do

Conforme a esta teoría aceptada por los romanos, sólo
los bienes corporales eran susceptibles de posesión, por que
ólo ellos eran apropiados para la aprehensión o para el ejer.

cicio de los actos que daban existencia a Una de las coridicio-
nes requeridas para la posesión. En tal virtud, las cosas incor-
porales, o mejor, los derechos, por su carácter de inaprehensi-
'bles no participaban del beneficio de la posesión, pues en e-
llos no se podía realizar de manera efectiva la reunión de los
elementos que para constituirla eran indispensables. Ante es-

dificultad que relegaba tales derechos a un grado de infe-
r}oridad altamente perjudicial para el comercio, hubo de recu-

irse a la creación de un nuevo fenómeno jurídico que die-
on en llamar cuasi-poss ess io, fenómeno que como el de pose-
ión estaba protegido por interdictos especiales.

Animus.-La existencia del corpus tal como lo hemos ex-
¡res,ado,no bastaba por sí ~ola para dar creación al estado

posesión; él podía reunirse con todas las circunstancias de-
:aIladas, en un arrendatario p.e., sin que éste pudiera por tal
otivo cambiar su calidad de mero detentador por la de po-
edor: era preciso que a ese elemento se le agregara otro. el
al debía estarle unido intimamerrte y de manera inseparable:
animue dominio El aniruus es el elemento intencional como
lo dijm os, es el alma de la posesión. Era necesar-io,

ues, tener la cosa bajo nuestra dependencia y tenerla con la
nvicción de propietario o al menos con la intención en quien

la cosa reconociendo dominio ajeno; el depositario, el
odatario, el arrendatario, etc., ejercían sobre la cosa ac·
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tacione s emanadas de su simple calidad de detentadores; en
todos sus procederes se marcaba la subordinación a un po
der más fuerte, a una creación anterior que debían respetar
porque de ella se originaba la guarda, uso y goce que ejerci-
taban sobre la cosa; debían subordinarse al animus que acom-
pañaba' al poseedor verdadero, ~ugo.rdinación que se estable.
cía con el reconocimiento del dominio ajeno. En cambio, el
poseedor que reuniendo en sí los dos requisitos enunciados,
daba a otro la tenencia de la cosa que poseía, perdía aparente-
mente uno de tales requisitos y por tanto su calidad de posee-
dor; pero no, además del anirnus que conservaba y que en to-
do caso le era inseparable de su persona, continuaba ejercien-
do el corpus por medio del detentador, quien tenía la cosa en
su lugar y a su nombre; la separación que se hada de la tenen-
cia no afectaba en nada el hecho mismo de la posesión, por-
que, ya lo dijimos, el poseedor continuaba en el ejercicio de
su corpus por intervención del tercero detentador.

Tanto el animus como el corpus requeridos para la pose-
sión. tenían en un principio un carácter pers onalís imo, es de-
cir, el primero debía vivir constantemente y desde el primer
momento en la persona del poseedor, y el segundo debía ad-
quirirse. directamente por el mismo. Tan estricta exigencia
que no se conformaba con las necesidades sociales y que pre-
sentaba múltiples inconvenientes en el campo de la práctica
no pudo subsistir en todo su ri¡ior, una mayor amplitud se im-
ponía, y al efecto, fue iniciada. por uno de los emperadores ro
manos y desarrollado poster-iormente por Severo y Caracalla:
"La adquisición de la posesión por extraneam personam". Es-
ta teoría facilitó más y más el movimiento comercial, pues un
impúber p. e., incapaz en un principio de hacerse poseedor, no
lo fue posteriormente cuando su incapacidad-era suplida por la
intervención de su guardador. El alcance general de esta nue-
va teoría modificó solamente el elemento de corpus, puesel ani-
IDUS, salvo casos excepcionales, debía existir desde el pr inci.
pio en el representado. El representante tomaba el corpus
con la .intención de hacerlo en nombre del representado y pa-
n él, a la vez que el representado debía tener desde el primer
momento la expresa intención de adquirirlo por medio del re'
presentante: era necesario, pues, la mutua intención en la ad-
quisición del corpus. la del representante para el representado,
y la del representado por el representante. Entre los casos que
a maue+a de excepción a la regla general libraba de la existen-
tencia del animus, tenía especial importancia el que dice refe-
rencia a las ciudades: una ciudad, absolutamente incapaz en
un principio, porque de ella no podía ernanars e el elemento
animus, pudo más tarde, en virtud de ~sta ficción, adquirir la
poses ión por medio de sus legítimos representantes, que, al
tomar el corpus tenían la intención de hacerlo para la ciudad a
la cual se suponía acompañada del animus, El elemento animus
que debía tener el representado para adquirir el corpus por el
representante, podía ser anterior a la toma de éste o confir-
matoria de él: es decir, el representante tomaba el corpus exis-
tiendo desde el primer ul,omento la intención de ha.c.e.rlo.-.1la:
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ra el representado, quien. a la vez. desde el mismo instante
participaba de la recíproca intención de hacer suyo el corpus
tomado por el representante; en el segundo caso, o sea en el
confi:;-matorio, el agente tomaba el corpus con igual intención
que el caso anterior, pero sin que de ello tuviera el otro cono-
cimiento alguno, quien al saber lo posteriormente, daba su con-
firmación a lo hecho por el agente, y una vez dada, se suponía
que el animus había existido en él desde el primer momento.

Vistos ya los elementos de que debe estar acompañada la
poses ión, pasemos a examinar cuantas clases de posesión se
daban en derecho romano, a la vez que sus distintas calidades.

Aun cuando los varios tratadistas establecen algunas dife-
rencias en la clasificación que en derecho romano se hacía, de
la posesión, parece que la más aceptable es la que consigna la
dualidad de posesión en civil y natural: La posesión civil era
considerada bajo doble aspecto, ya que se mirara como com-
plemento de la propiedad a la cual estaba unida, la posesión
que el dueño tenía de la cosa de que era propietario; o que, sin
estar unida a la propiedad tenía su origen en un justo título y
buena fe; ésta, cuya buena calidad ponía al poseedor en una
situación ventajosa, recibía la designación de posesión civil
por excelencia, pues con ella se llegaba a la adquisición del
dominio en virtud de la prescriptio longi tempor'is. La pose-
sión natural era aquella que adolecía de la falta de alguna de
estas circunstancias, ya fuera del justo título, de la buena fe o
de ambos; con fundamento un tanto equívoco se consideraba
en esta última clase a la tenencia, a la cual tam bién daban el
nombre de posesión natural.

Mirando hacia el origen de la posesión, su calidad podía
ser justa o injusta, de buena o de mala fe: era posesión justa
aquella que desde su comienzo estaba exenta de violencia.
clandestinidad o de precario, e injusta cuando adolecía de al-
2:unode estos vicios. A la vez, el poseedor que al tomar pose-
sión de la cosa lo hacía con la íntima convicción de que con
ello no violaba ningún derecho ajeno, era poseedor de la bue-
na fe, pero si le faltaba este convencimiento su posesíón era
de mala fe. ,

.No nos detendremos en esta parte a explanar nuestro co-
mentario acerca de la distinta naturaleza de la posesión, para
ensayar su ampliación al rededor de nuestras disposiciones
civileS, las cuales han consagrado en su esencia los principios
consignados en la legislación romana.

Nuestro Código Civil en su artículo 762 define la posesión
en esta forma:

"La posesión es la tenencia de una cosa determinada con
ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por
tal tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la ten-
ga en lugar y a nombre de él.

El poseedor' es reputado dueño. mientras otra persona no
justifique ser-lo."

, Como se ve, nuestro derecho civil consagra el estado de
sesión con el mismo carácter y lo rodea de ianales reouisí-
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nencia de una cosa determinada; además de la singularización
de la cosa objeto de la posesión. requiere que sobre ella se
ejercite la tenencia, es decir, que la cosa esté sometida al ele-
mento corpus de los romanos; tenencia que debe estar unida
al ánimo de señor o dueño. lo cual caracteriza la subor dina-
ción de la cosa a la persona pues de lo contrar-io degeneraría
en la mera detentación.

En virtud de cierta transformación que se ha operado en
derecho moderno y que hace menos rigurosa la manifestación
externa de los actos de tenencia cuando de la posesión de un
bien inmueblese trate, puede llegarse a la conclusión que la
posesión de esta clase de bienes se conserva con el solo ele-
mento ánimus: Si Juan p. e., es poseedor de un fundo que apa-
rentemente ha dejado en el más completo abandono, pues no
ejercita sobre él ninguno de los actos que son propios a la na-
turaleza del fundo y se abstiene en general del ejercicio de
todas aquellas manifestaciones externas que caracterizan la re-
lación jurídica sobre los inmuebles, continuará en su calidad
de poseedor, con las prerrogativas que a ella le son dadas, si
a pesar del aparente abandono conserva el ánimo del señor
o dueño.

Varios y muy importantes son los efectos que de la pose-
sión se originan: el primero de ellos y el único que puede con-
siderarse como emanación directa del solo estado de posesión,
es el consignado en el inciso segundo del artículo 762 del C. C.
que dice: "El poseedor es reputado dueño, mientras otra per-
sona no justifique ser lo", Para hacerse acreedor a esta presun-
ción legal sólo se necesita tener la cosa con ánimo de señor o
dueño, sin que se haga necesario el examen o la justificación
de que la tenencia en tal forma tiene su origen de mucho tiem-
po atrás, ya que la presunción enunciada ampara de igual ma-
nera al poseedor de unoo pocos días. Este efecto inmediato
tiene su fundamento lógico en que la ky presume la buena fe
en el posee doro exceptuado sólo los casos por ella determina.
dos en que establece la presunción contraria (Art. 769 C. C.);
de ahf que mientras no se pruebe que el poseedor es de mala
fe, y en tanto que no se justifique que en realidad 110 es due-
ño, habrá de considerársele como tal desde el primer momen-
to en que se haga poseedor. Otro de los efectos muy importan-
tes es la facultad dada al poseedor para conservar o recupe-
rar su posesión por medio de las acciones posesorias, cuando
se vea turbado en el goce de ella o cuando la pierda totalmen-
te. Este efecto ya no es consecuencia única del hecho de la
posesión, pues además de este hecho, la ley exige la concu
rrencia de un nuevo requisito cuya justificación es indispensa-
ble para el goce del favor concedido; para poder instaurar la
acción posesoria es preciso que el poseedor haya estado en
posesión tranquila y no interrumpida un año completo [Art.
974 del C. c.l Garnier al comentar este precepto en el Código
Argentino que también lo establece, dice: "Una posesión actual
es siempre respetable: nadie puede turbarla, ni despojar al
que la tiene. a no ser que él mismo tenga una posesión más
antigua que no. haya sido interrump,ida durante un a~e:', y a1
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efecto trae el siguiente ejemplo: "una heredad está vacante, ~O

tomo posesión de ella, la poseo durante tres meses, he cultiva-
do y sembrado el campo y se me turba en esta posesión. Es
claro que si el autor de la turbación es poseedor anual yo 'no
puedo ser mantenido en la posesión respecto de él épero si él
nunca hubiese poseído la heredad, no tendría yo acción. con-
tra él?"

Esta exigencia establecida en nuestras leyes y en casi to-
das las legislaciones, que la han tomado del derecho francés,
ha sido impugnada con muy serias razones por muchos comen-
tadores; y en realidad no encontramos una razón que sea ple-
namente satisfactoria para justificar la prohibición legal que
trae esa disposición, ya que el propietario 'siempre prevalece
contra todo poseedor 'cualquiera que sea la naturaleza de su
posesión, y el poseedor anual excluye al que no 10 es; pero,
¿por qué el poseedor que no ha llegado al año de posesión no
ha de-tener el favor de las acciones posesorias contra quienes
no tengan mejor derecho, tanto más que la ley le presume due-
ño desde el primer momento de la posesión?

Hemos sostenido la tesis que la ley al conceder al posee-
dcr el recurso de las acciones posesorias, es porque le presu-
me propietario, pues siendo la posesión el hecho visible y la
manifestación determinante del derecho de propiedad, es evi-
dente que la ley quiere que prevalezca ese derecho poniendo
a salvo sus manifestaciones externas. Sin embargo, esta tesis
no es por todos admitida v entre sus impugnadores tenemos a
Savigny grande autoridad jurídica, de quien tomamos textual-
mente estas palabras: "Se ha pretendido que las acciones po-
sesor'ias han nacido de la p¿::esunción de la propiedad en el
poseedor; mas esta presunción no tiene ningún fundamento
jurídico, porque las acciones posesorfas se conceden también
al que manifiestamente no es dueño de la cosa, al que no ten-
ga el derecho de poseer, y contra el que tenga derecho a la
posesión y aun contra el verdadero propietario". Respetable
opinión por cierto, pero, a nuestro modo de ver, deja en pie
la teoría que combate: veamos algunos ejemplos que nos ha-
gan más patente la diferencia sustancial de ambas teorías:
"Juan es propietario de la heredad B.j sobre esa heredad yo
tengo constituído a mi favor el derecho de usufructo; a pesar
de ese mi derecho, aparece manifiestamente que yo no soy
dueño de la heredad B.; Juan en un momento dado quiere
turbarme en el goce tranquilo y pacífico de mi derecho y yo
aun cuando soy un mero tenedor de la heredad puedo invo-
car el recurso de la acción posesoria: se dirá: "esto es una con-
firmación de la teoría expuesta por Savigny, pues tenemos el
caso en que un mero detentador que, ni .siquiera tiene el de-
recho de poseer, invoca la acción posesoria contra el mismo
propietario" j esto es verdad, pero no para llegar a la conclu-
sión a que llega Savigny: yo que soy usufructuario, tengo un
derecho real sobre esa heredad, no sólo soy poseedor sino

mbién propietario de tal derecho, el cual es de todo punto
nherente a la heredad misma, y por ello deben esta~ en una

uexión íntima; si se me turba Q

f.
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•

inevitablemente la turbación o la pérdida repercute directa-
mente contra el derecho del cual soy poseedor y propietario:
y por eso, porque tengo la calidad de tal, me concede la ley el
derecho a instaurar la acción posesoria. Recurriendo a otra
acción, tal vez quede planteado de mejor manera el argumento
de Savigny: la acción de despojo es concedida no sólo a quien
no haya poseído la cosa durante un año, sino también al mero
tenedor; y esta acción puede llegar a entablarse contra el [mis-
mo propietario.

A esto observaremos que tal acción está impropiamente
intercalada en el título de acciones posesorias, pues la ley re-
quiere que quien, se acoje a ellas sea poseedor, y poseedor
anual, y mal podría la acción posesoria hacer prevalecer la
simple tenencia cuando su objeto es conservar o recuperar la
posesión; mal podría también favorecer a quien no haya po-
seído un año completo siendo esto un requisito especialmente
exigido por la ley; en consecuencia, de la acción de d~spojo,
conceptuamos que no tiene fundamento alguno para que pue-
da dársele la apreciación jurídica de acción posesoria; con
ello, la ley sólo quiere evitar que cada uno se haga justicia por
su propia mano, y que si esa justicia arbitraria ejercida por
medio de la violencia lo es por el mismo propietario contra el
poseedor no anual o contra el tenedor, prevalezcan éstos con-
tra el abuso a que no está facuItado el propietario ni persona
alguna, pues la ley les deja suficiente campo para poner a sal-
vo sus derechos por medio de la autoridad competente. •

Otro efecto de la posesión que tiene una significación de
suma trascendencia es la prescripción; éste, como el anterior,
no nace de.l solo estado de la pos.esíón, pues no se hace per-
fecto sino con el transcur.so de un lapso de tiempo determina-
do por la ley, el cual será mayor o menor ~egún el caso y la
naturaleza de la posesión, en la cual no detendremos nuestro
estudio para no separarnos demasiado del tema que nos o-
cupa.

Habiendo delineado ya los efectos más importantes de la
posesión, veremos de considerar las distintas clases de po-
sesión, sus calidades y sus vicios.

La posesión puede ser regular o irregular: la primera es
la que procede de justo título y ha sido adquirida de buena fe,
aunque la buena fe no subsista después de adquirida la pose-
sión (Art. 764C. C.); y la segunda es la que carece de uno o
más de los requisitos que son propios de 'la posesión regular,
bien sea del justo título, de la buena fe o de ambos [Art. 770
C. C.] .

Dos, pues, son las condiciones que debe reunir un posee-
dor para darse el carácter de regular: debe tener un justo tí-
tulo y estar acompañado de buena fe,

Qué es justo título? Si tuvieramos la suficiencia Que capa-
cita para definir, diríamos de él con la mayor buena fe, que es
<un rompe cabezas». La ley civil en su arto 765 dice: «El justo
título es constitutivo y traslaticio de dominio», y enumera en-
tre los c~nstitutivos, la ocupación, la accesión y la prescríp-
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los que por su naturaleza sirven para transferirlo, como la ven-
ta, la permuta, la donación entre vivos, las sentencias de ad-
judicación en los juicios divisor-ios y los actos legales de par-
tición; De aquí que nos parezca altamente científica la de-
finición que trae el Dr. Fernando Vélez en su tratado de De-
recho Civil, asi: «Puede definirsele diciendo que es la causa en
virtud de la cual poseemos alguna cosa de acuerdo con las le-
yes. La causa es el título, y su conformidad con las' leyes, o
sea, que lo reconozcan, es lo que lo hace justo, «Yo compro a
Pedro su caballo, la causa es la obligación de Pedro a entre-
garme el caballo, en virtud de lo cual yo también quedo obli-
gado a pagarle el precio convenido; o sea, nace una relación
entre Pedro y yo que nos obliga mutuamente, y como estas
obligaciones han tenido su origen en el contrato de compra-
venta, puede concluirse que la causa es la compraventa, o me-
jor, que el caballo que antes era de Pedro me pertenece hoy
a mí a titulo de compraventa; y como este contrato es reco-
nocido por las leyes, mi título es por lo tanto justo; pero aún
falta algo: como este título es traslaticio de dominio, para yo
adquirir con él la posesión del caballo es necesario la tradi-
ción, la cual se efectúa por cualquiera de los casos enumera-
dos en el capitulo de la tradición de las cosas corporales mue-
bles, o bien tomando el caballo a ciencia y paciencia de Pedro,
que era obligado a entregármelo, lo cual hace presumir la tra-
dición en sentir del inciso último del artículo 764 C. C.

Veamos otro caso: Si y" me encuentro un tesoro, lo tomo
como mío o con ánimo de apropiármelo en la parte que según
las leyes me corresponde si fue encontrado en terreno de otro
adquiero la posesjón de ese tesoro a título de ocupación, titu-
lo que es justo puesto que es de los constitutivos de dominio
reconocidos por la ley.

En estos casos y en todos los más que pueden enunciarse,
si yo he procedido de buena fe, con la conciencia de haber
adquirido,el dominio de la cosa por medios legítimos exentos
de fraude y de todo otro vicio, mi posesión es regular. Hasta
el punto que si yo al comprar e,l,caballo a Pedro, 10 hago con
la íntima persuación de que el caballo le pertenece. y que' en
el contrato no ha habido fraude o vicio alguno; no pierdo mi
calidad de poseedor regular aun cuando el caballo no perte-
nezca en realidad a Pedro, pues mi titulo es justo y he proce-
dido' de buena fe.

Si no se presentan tantas dificultades cuando de bienes
muebles se trate, no ocurre lo mismo en lo tocante a los bie-
nes inmuebles, respecto de los cuales hay un verdadero caos,
y una honda división en la apreciación de los más salientes
'jurisconsultos. Condensamos las teorías opuestas, en esta for-
ma: Para unos la posesión regular de los bienes raíces no se
adquiere sino en virtud del desprendimiento que de ella haga
,'tI propietario por alguno de los medios traslatícíos de la pro-

iedad; para otros la posesión regular de tales bienes se adquie-
sin que sea necesario la adquisición de manos del verdadero
opíetarto: en otra forma: para unos sólo es justo título el 0-. --
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sostienen que es título justo el adquirido de buena fe aun
cuando el tr.ansferente no sea propietario del inmueble cuya
posesión se adquiere.

Esta grave discrepancia que en el campo de la práctica da
margen a muy serias dificultades, es producto de los mayores
requisitos que la ley exige para que se efectúe la tradición de
los bienes raíces; para adquirir la posesión de esta clase de
bienes es necesario que la tradición se haga mediante la ins-
cripción del título en el regis-tro de instrumentos públicos, y
este es el nudo gordiano que tanto más se aprieta cuando más
esfuerzo se·gasta en desatarlo.

Los sostenedores de la primera de las teorías que hemos
enunciado, circunscriben su :argumentación, muy poderosa por
cierto, al rededor del artículo 789 del C. C. que a la letra dice:
"Para que cese la posesión inscrita, es necesario que la ins-
cripción se cancele, sea por voluntad de las partes o por una
nueva inscripción en que el poseedor inscrito transfiere su de-
recho a otro, o por decreto judicial.

"Mientras subsita la incripción el que se apodere de la
cosa a que se refiere el título inscrito, no'adquiere posesión de
ella, ni pone fin a la posesión existente."

Juan p. e. es propietario de una casa en la plaza de Be-
rrío, Pedro la tiene en calidad de arrendatario y dándole por
dueño de ella se la enajena a Diego: la enajenación se lleva a
efecto llenando todos los requisitos exigidos por la ley para
estos casos, inclusive la correspondiente inscripción del título
en el registro de instrumentos públicos; Diego obra bajo la
más completa persuasión de que la cosa pertenece a Pedro,
y por tanto que la adquiere de su verdadero propietario; en
este caso se pregunta. éel título que adquiere Díego puede
considerarse como justo título, y Diego puede a la vez consi-
derarse como poseedor regular?; contestan los sostenedores
de la teorfa que venimos exponiendo: no, porque la inscrip-
ción del titulo de Juan subsite y mientras no se cancele esa
ínscr-ipcién.rno se pierde por ;parte de Juan ni se adquiere por
parte de Diego la posesión de la cosa,

De un verdadero valor jurídico es esta teoría, la cual 'ha
sido sostenida con argumentaciones altamente científicas: sin
embargo, no podemos plegarnos a ella pues nos falta conven-
cimiento para aceptarla.

Nos dice el Código civil en su artículo 765 que el justo tí-
tulo es constitutivo o traslaticio de dominio; y en relación con
Ios-últimos habla así en el inciso tercero del ya citado artícu-
lo: "Son traslaticios de dominio los que por su naturaleza .sir-
ven para transferirlo, como la venta, la permuta, la donación
entre vivos."

La ley al hacer semejante exigencia no se detiene en la
consideración de que además de que el título sea de la natura-
leza por ella requerida lleve consigo una real transferencia de
la propiedad: basta que con la reuuión de las condiciones que
deben rodear los títulos traslaticio s, el adquirente que obre de
buena fe, llegue a tener un motivo que justifique su creencia
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legal hubiera exigido para estos títulos, en vez de una calidad
de la que por su naturale'za sirve para transferir el dominio,
con prescindencia de la transferencia misma, como 10 hace en
el inciso 3.0 del precitado artículo 765, hubiera exigido, repe-
timos, que el título sea tal. que lleve consigo indefectiblemente
el traspaso de la propiedad, y no, como lo hace, que su natu-
raleza sea adecuada para verificarse el traspaso.

Deteniendo nuestra consideración en el argumento que
más re fuerza la teoría cuya aceptación no nos es dada, o sea
en el artículo 789 del Código Civil. que exige la cancelación de
la inscripción anterior para que cese la posesión) inscrita, en-
contramos nuestro modo de entenderlo en esta forma: la po-
stsió.n, Y esto es innegable, puede mirarse desde dos aspectos:
en el uno, su unión es íntima con, el derecho de propiedad,
del cual es elemento complementario; en el otro, aparece 'en
un perfecto aislamiento del dominio. De ahí, que para lograr
un correcto amoldamiento a la disposición legal últimamente
citada, sea de todo punto necesario tomar a cuenta estos dos
conceptos. Mirando hacia el primero de ellos, está bien que la
ley requiera para adquirir la posesión inscrita, uria nueva ins-
crípcióncon la cual el poseedor inscrito cancele la suya y haga
el traspaso del derecho que ampara su inscripción; esto es e-
idente, porque la posesión que en tal forma se adquiere es

la que depende del derecho de propiedad, y el dominio con to-
dos sus atributos no se adquiere con los títulos traslaticios si-
no cuando ellos emanan del verdadero propietario. Pero, en el
segundo de los 'conceptos enunciados, no pasa cosa igual, en
él, la posesión reviste su más propia característica, su acep-
ción es aislada e independiente de la propiedad, subsite por
sí sola, es el verdadero "hecho de la posesión": y si para cons-
tituírlo fuera necesario plegar-lo al requerimiento estricto de la
precitada disposición legal. podríamos muy bien concluír en la
negación de la posesión aislada del dominio, excepción hecha
de la que se origina por algunos de las medios constitutivos
como la ocupación; pues en otros, como la accesión, implica la
adquisición del dominio que desde el primer momento se
efectúa. Consecuentes con esto, concluimos, que la cancelación
efectiva del título inscrito se hace necesaria para adquirir la
posesión que complementa la propiedad, pero al tratarse de la
posesión aislada, un título inscrito que no dependa del verda-
dero propietario. es justo título que unido a la buena fe, ampa-
ra la ca1idad de poseedor regular.

Haciendo el acogimiento al' orden de posterioridad po-
dremos reforzar nuestra argumentación a la luz del artículo
1."71 del Código Civil, que dice:

«La venta de cosa ajena vale, sin perjuicio de los derechos
del dueño de la cosa vendida, mientras no se extingan por el
lapso de tiempo>.
• Al validar la ley una enajenación de esta naturaleza, apa-

ee a todas luces su reconocimiento de título justo a aquel
e media en la enajenación, para que con él pueda el titular

ntrar amparo en la prescrijx.íón ordinaria si ha procedi-
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del legislador en consignar disposición semejante; pues si
quien adquiere un título tan sólo tiene en su abono la pres .
cripción extraordinaria, lo mismo le daría tener título, que no,
pues con él en nada se mejoraría su calidad; y si esa calidad
no ha de mejorarse con un título como el que hemos expresa-'
do, no se justifica por motivo alguno la presencia del artículo
1.871en el Código Civil. De tal manera que la ley al aceptar u-
na enajenación de esta naturaleza, con mayor veras acepta el
título que en ella se ha empleado, el cual 110 es perfecto sino
en virtud de la inscripción con la qu e se opera la tradición
del bien vendido, y, si esta aceptación no le diera el mérito
de justo título, resultaría al fin inconsecuente pues.serfa recha-
zar lo que antes había aceptado.

Concluyente por demás es la regla que trae el artículo
2.5~6 del Código Civil para dar mayor refuerzo a la tesis que
venimos sosteniendo; oigamos sus voces: Contra un título ins-
crito no tendrá lugar la prescripción adquisitiva de bienes
raíces, o derechos reales constituidos en éstos, sino' en virtud
de otro título inscrito, ni empezará a correr sino desde la ins-
cripción del segundo."

En primer lugar debemos descartar la referencia que es-
te artículo pueda hacer a la prescripción extraordinaria, pues
para ésta, en sentir del ar-tículo 2.531 del Código citado, no es
necesario título alguno; de ahí que regule directa y únicamente
el caso de prescripción or-dinaria. Para adquirir el dominio de
los bienes raíces por medio de la prescripción ordinaria, es ne-
cesario en todo caso la calidad de poseedor regular; esta cali-
dad sólo se consigue con la reunión de un justo título y la
buena fe; ahora bien; el mentado artículo 2.526 prohibe la
prescripción adquis itiva ordinaria contra un título inscrito, pe-
ro la autoriza con la inscripción de otro título posterior a éste;
nuevo título que se inscriba y con el cual se puede precri-
bir, evidente que no vendrá del verdadero propietario, pues
si así fuera nada se prescribiría, porque desde luego se tendría
adquirida la propiedad, haciéndose innecesario y sin objeto
el que para el caso se hablara de prescripción; por tanto al
autorizar la prescripción ordinaria contra un título inscrito
por virtud de la inscripción de un título posterior que no se
emana del verdadero propietario,es porque le reconoce la cali:
dad de poseedor regular, y con ella el que su título sea inde-
fectiblemente justo.' '

Tenemos, pues, que en nuestro concepto 'no es necesario
que el poseedor cancele la ínscripción de su título para ad
quirirse ,por otro la calidad de poseedor regular de un bien raíz.

En abono a lo expuesto, citaremos algunas opiniones que
por su autoridad indiscutible dan realce a nuestra argumenta-
ción:

Pothier, en su tratado de Posesión. página 204, habla así:
"Para que una posesión sea civil (equivalente a la regula¡'

de nuestra legislación),es necesario que proceda de un título
que sea de naturaleza para transferir la propiedad tal como el

, título de venta. de permuta, de donación etc.: ya sea que este
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al poseedor, yaque, por defecto de poder enajenar, le haya da-
do solamente un justo motido para creerse propietario de la
cosa." Más adelante agrega:

"La posesión que procede de un justo título es una pose-
sión civil, aun cuando dicho título no hubiese transferido la
propiedad de la cosa al poseedor como lo hemos observado;
pero en este caso, es necesario que el título sea acompañado
de buena fe, es decir, que el poseedor no haya tenido conoci-
miento de que aquel de quien ha adquirido la cosa no tenia de-
recho de enajenarla."

El Código Civil Argentino que es muy explícito en materia
de posesión, tiene consignado en su artículo 2.357 este princi-
pio: '

"El título putativo equivale a un título realmente existen-
te, cuando el poseedor tiene razones suficientes para creer en
la existencia de un título a su favor o para extender su título a
la cosa poseída."

Vemos, pues, que son muy numerosas las argumentacio-
nes que por comentadores y jurisconsultos de gran valía se
han traído a-este debate en pro y en contra del concepto de
"jU!?¡otítulo" que pueda darse al que es solamente putativo;
,argumentaciones, que seríamos muy prolijos en citar las que
cada momento encontramos en los múltiples comentarios que
sobre esta materia se han desarrollado. Además, la significa-
ción deeste problema debe preocupar seriamente la atención
de quienes nos iniciamos en estudios de esta naturaleza, por
las graves consecuencias que de él se desprenden, pues siendo
la prescripción: uno de los efectos principales de la posesión,
su efectividad será más o menos cumplida según lo sea el al-
cance de la interpretación que de un título como el que hemos
estudiado se haga; así, aceptando la teoría de que el título que
revista esos caracteres es justo, el poseedor tendrá el favor de
la pres cripcíén ordinaria; y, por el contrario, si se le da el
concepto de no justo, sólo la prescripción extraordinaria po
drá constituir un derecho de propiedad a favor de quien en
tal forma posea.

El Dr. Fernando Vélez trae en su obra que hemos citado
una nota del señor Vera que creemos pertinente anotar para
dar fin al estudio de la posesión regular; dice así:

"Las dificultades de la posesión que son gravíslmas, pro-
vienen de la inexactitud del lenguaje. Por eso es preciso dis-
tinguir: 1Q La posesión unida al dominio; 29 La posesión del
que no es dueño acompañada de justo título y buena fe: pose-
sión civil; 3.v Posesión del que no es dueño, no acompañada
de justo título o de buena fe: posesión natur-al."

Deteniendo nuestra vista en el numeral 2.0 de esta nota
nos encontramos aute este interrogante, ¿cómo es posible que
tratándose de bienes raíces pueda darse posesión civil, o sea
regular, en quien no es dueño, cuando esta posesión además de
la buena fe requiere un justo título, y éste no puede existir se-
:ún la tesis por algunos sostenida, sino mediante la cancela-
ón de la inscripción que protege al verdadero dueño?; evi-
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garse la calidad de justo título al que, como el de venta. sirve
por su naturaleza para transferir el dornin io V se ha adquirido
de buena fe, bien sea que en realidad transfiera la propiedad,
e que con él-tenga el adquirente motivos bastante para creer-
se dueño.

La posesién ír-regular.como va le dijimos.es aquella que ca-
rece de un justo título, de la buena fe e de ambos elementos:
Yo le vende mi casa a Diego Martínez, para la perfección del
contrato nos valemos de un ddcumento pr-ivado, con el cual le
damos por' terminado con la mayor buena fe. En este caso
existe une de les elementos para la posesién regular, la buena
fe; también existe un título, el de compraventa, que por su ca-
rácter de consensual le basta la convertción-de .las partes en el
precie V en la cesa; pe.ro este título no puede ser justo, ni le
es ante la ley, porque ella exige para darle su r econocimiento al
título y por' le tanto para reputar perfecto el contrato cuando
de bienes raíces se trate, que se otorgue por medie de escritu-
ra pública. En resumen.Diego Martínez es un poseedor irregu-
lar por' des motivos: 19• porque su título no es reconocido por
la ley V por le tanto no es justo, V 29 porque como consecuen-
cia del primer defecto, ve no le he hecho la tradición de la po-
sesión por la carencia de la inscrtpción que es el medie con-
sagrado por la ley para la tradición de les bienes raíces.

Diego Martínez al comprarme la heredad que yoIe vende,
está íntimamente persuadido que ella no me pertenece V que
por' ese motivo ve no puede enajenarla; no obstante perfec-
cionarnos el contrato valiéndonos de la escritura ·pública con
su cor'res pon dierrte inscripción. Aquí, hay carencia absoluta
de la buena fe, V sin ella, Diego Martínez nc puede ser posee-
dor regular.

Si Diego Martínez me vende una casa que no le pertenece,
de le cual tengo yo perfecto conocimiento, V, además, no cele-
brames el contrato por' medie de la escritura pública que re-
quiere la ley, ve soy un poseedor esencialmente irregular,pues
carezco de [usto título V de buena fe.

VICIOS DE LA POSESION: Se destaca en primer lugar el
llamado por' les romanos "scientía rei aliena," que es la ma-
la fe consignada en nuestra legislación; el posee dor de mala
fe es un poseedor vicioso, Luégo enumera la ley como pese'
sienes viciosas, la violenta V la clandestina. La posesíón vio-
lenta es aquella que se adquiere por medie de la fuerza, que
bien puede ser ejercida por el interesado personalmente. e
por medie de sus agentes que le hagan con su conse ntimie nto,
e que, hacién dolo sin él, reciben su ratificación postenior: ade-
más, esta fuerza puede ser actual e inminente, e sea, el use de
medies materiales arbitraries, e de amenazas que intimiden
al poseedor actual; da le misme que la fuerza se ejercite cen-
tra el dueño verdadero, centra el que sin serlo tiene la calidad
de poseedor, e centra el mere tenedor, e bien que en ausen-
cia del dueño se apodere de la cesa repeliéndele a su regrese.
Toda posesrón adquirida po r alguno de, les medies enumer a-
des. es una posesión viciosa.

La posesíon clandestina es la que se adquiere ocultan de
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la cosa a quien tiene derecho en ella, y que por le tanto puede
Qp.onerse a tal posesíón. No están acordes les tratadistas a-
eerca de la existencia del vicie de. clandestinidad: para unes
se da la posesíon clandestina con tal que haya sido adquirida
en tal forma, aun cuan de poster-iormente el ejercicio de esa
posesión se haga a la luz pública; otr-os dicen que para que
exista este vicie es necesario que la posesión se adquiera y se
ejerza clandestinamente, e sea, que un poseedor que. en un
pl'incipie fue clandesfino, si después. ejerce esa posesión de
.a.nera que haya motivos suficientes para que sus actos lle-
guen al conocimiento del dueño de la cesa, deja de ser posee-
dor clandestine.

Si \lOS ceñimos a la letra de la disposición legal, que en
nuestr.o derecho consigna este vicie de la posesión, talvez pre-
yalezca esta última opinión, y.al efecto, copiamos el artículo
citado, que es el 774, inciso 3.0.: «Poses ió n clandestina es la
que se ejerce ocultandola a les que tienen dereche para opo-
nerse a ella>. Es clandestina, dice la ley, la que se ejerce ocul-
tándela; V no la que se adquiere ocultándola: y de ahí que ha-
ya de concluírse que para que la posesíón se.a clandestina es
precise adquirirla yejercerla ocultamente- Es verdad que hay
muv buenas razones para sestener la opinión contrar-ia, pero
nos parece más lógico que un poseedor que antes fue 'clatrdes-
tino, V que más tarde ejerce públicamente la posesión, cambie
su calidad de clandestine en la de un simple poseedor irregu-
lar, pues en este estado ya el dueño de la cesa está previste
de les medies necesaries para opone rse a tal posesión, V si
n.o se opone, no es por el hecho mismo de la clandestinidad
pues la cesa V les actos sobre ella están V se ejercen baje el
dominio público: no síendo, en fin, consecuente llamar clan-
destine" le que por' sus manifestaciones externas se hace vis i-
l.l1e a quien quiera ver lo.

Posesión de las rnfrras

Define el Código de Minas la posesión en esta forma:
"Art. 289. Posesión es la tenencia de una cesa' determina-

da, con ánimo de señor e dueño, sea que el due.ño e el que se
dé por tal tenga la cosa por sí mismo e por otra persona que
la te-nga en lugar V a nombre de él.

"E.n las minas, para efectede construír V conservarIa po-
S¡e~ión,el pago del impuesto equivale a la tenencia material de
la mina". Para oríenrarnos mejor en esta parte de nues'tro es-
tudie es el case de complementar e,sta disposícíón con el ar-
tíeulo 303 del C. de M. que reza así:

"La posesíén regular se adquiere por la expedición del tí-
tulo V se conserva por el pago del impuesto".

En primer Iugar, tenemos que el ar tículo 289 del Código
de Minas en su inciso prímer o da una idea general de le que
es posesión, V le hace, cons er vando no sólo la sustancia
SiÍaletambién las mismas palabras de que se sirve el C. Civil

ra definirla.
o nenetrando en ia consider.
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mentado artículo, compaginán dolo con el 303 del mismo Códi-
go, llegamos a formarnos una idea, por cierto muy distinta de
la que la primera apreciación nos sugiere. No hay aquí ya la
concurrencia en sentido estricto de aquellos dos elementos que
eón el nombre de corpus y á nimus fueron exigidos desde épo-
cas antiguas para darse la existencia del fenómeno jurídico
llamado posesión; o mejor, la manifestación y el nacimiento,
si se quiere, de esos dos elementos, son producto de algo muv
distinto del concepto que de ellos se tenía en la legislación
romana, y del que actualmente se tiene en nuestra legislación
civil; es algo que por su carácter y por sus consecuencias. bien
puede postularse de sui gene+is.

Hablaremos en pr-imer término de la posesión 1egular,
que es la única que en materia de minas tiene el valor de tal,
por los efectos que le son propios y exclusivos, de los cuales
en nada participan las otras clases, o al menos sin ningún re-
sultado p~ádico,como más adelante lo ve rernos-

Se adquiere la posesión regular por la expedición del tí-
tulo, y nada más que con él; cuál será ese título? El artículo 70
del C. de M. nos lo dice:

"Se entiende por título el documento que se expide por la
autoridad competente al denunciante de una mina, para que
puede [usfificar con él que el Estado le ha cedido la posesión
y propiedad de dicha mina.

"Se da tam bién la denominación de títulos a los documen-
tos y contratos que la tienen, conforme el Código Civil.

Con todo, no se dice que una mina es titulada sino cuando
su goce está asegurado con el título de que habla el inciso 10
de este artículo".

Si para adquirir la posesión regular de una mina sólo es
necesario la expidición del título, que supone las diligencias
anteriores de aviso, denuncio, entrega material, etc., a la vez,
una sola es la calidad de dicho título exigido por la ley, y sólo
éste tiene valor en rigor jurídico para producir los efectos que
en materia de minas se originan de la posesión. La posesión
propiamente tal de las minas sólo se adquiere por la adjudica-
ción que la Nación hace de ellas a los particulares, adjudica-
ción que no es perfecta sino en virtud de la expedición e ins-
cripción del título de que venimos hablando; de aquí que cuan-
do de minas se trate no puede hacerse la cousideración de tí-
tulos constitutivos y traslaticio s de dominio de que nos. habla
el Código Civil, pues sólo existe uno para este caso, el de ad-
judicación por parte del Estado. Es verdad que el inciso 29 del
artículo 70 C. de M. da la denominación de títulos a los contra'
tos y documentos que corno tales se consideran en el Código
Civil, pero a la vez el inciso 3Q del mismo artículo nos habla de
la ineficacia de esos documentos y de esos contratos para con
ellos transferir la posesión regular de las minas, si el tr ansfe-
rente no ha adquirido la posesión que enajena, en virtud del
título originario emanado de la adjudicación que hace el Esta-
do; por esto puede concluirse, repitiendo lo que ya hemos di-
cho, que en materia de minas sólo con el título originario de
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dos de que hemos hecho mención apenas producen los efec-
tos de la subrogación del adquirente en los derechos que el
transferente adquirió por parte del Estado. Como se ve, es
sustancial la diferencia entre la posesión regular que estable-
ce el Código Civil, y la posesión regular consignada en el Có-
digo de Minas; la primera puede tener' su origen en virtud de
varios títulos con tal que sean de los reconocidos por la ley,
y en la adquisición haya habido buena fe; en cambio que la úl-
tima sólo puede originarse del título que venimos estudiando.
Esta diferencia tan marcada entre las dos legislaciones en-
cuentra su explicación en que el Código Civil admite la: exis-
tencia de la posesión regular separada del dominio, lo cual no
pasa en el Código de Minas; en él la posesión regular propia-
mente tal y el dominio son algo inseparable; decirse)poseedor
regular de una mina es igual que decirse propietario; y deci-
mos posesión regular propiamente tal "para salvarnos de una
inconsecuencia en que más adelante podamos incurrir aparen-
temente, pues como veremos al hacer el estudio de las accio-
nes posesorias, puede impropiamente darse el caso de la si-
multaneidad de dos o más poseedores regulares sobre una
misma mina.

Después de haber estudiado el modo de adquirir la pose-
sión regular dé las minas, veamos como se conserva:

En el Capítulo 11 del Código de Minas se consigna el
mandato de que todo propietario de minas pagará al Estado
un impuesto anual en conformidad con las reglas establecidas
en el mismo Capítulo; a este impuesto es al que se refiere la
parte final del artículo 303 cuando dice: "La posesión regular
se adquiere por la expedición del título, y se conserva por el
pago del impuesto".

Los atributos que la Nación concede al adjudicatorio de
una mina. lo garantiza contra toda eventualidad con la sola
condición de que en época oportuna pague el impuesto con
que anual~ente grava dicha mina. Este modo de conservar
la posesión regular es también exclusivo de la legislación mi-
nera, en lo cual se aparta. comq en la adquisición, del modo
consagrado en el Código Civil. Es de suma trascendencia es-
te modo por los alcances de sus efectos, pues el poseedor re-
gular que pague oportunamente el impuesto prevalece en cual-
quier tiempo y en todo caso contra otros poseedores, aun los
que hayan ocupado materialmente la mina desde tiempo inme-
morial. El pago del impuesto equivale a la tenencia material,
y esto, que además está confirmado en otros varios principios,
descarta la prescripción de las minas, pues mientras el po-
seedor pague el impuesto la ley lo considera tenedor material.
yen el momento que deje de pagarlo, vuelve la mina a la Na-
ción, de la cual sólo se puede adquirir nuevamente con la .,ex-
Pe'dición del título que ya bien conocemos. Un ejemplo nos
servirá mejor para concretar nuestras apreciaciones sobre este
tópico: .

Juan Giraldo avisa la mina A.; adelanta las diligencias que
Son necesarias hasta llegar a recibir el título de ad;judica-
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caltGad de poseedor regular: posesión que conserva con ei
cumpiido pago del ímpuesto que la ley le exige. Posteriormen-
te Juan Gíraldo vende la mina a Pedro Díaz, el cual se subro,
ga a Juan en sus' derechos de poseedor; pero esta calí dadno
la adquiere Pedro por la sola eficacia del título aislado de que
se sirvieron para la enajenación, sino por gracia del título pr'i.
raítívo, .qae antes daba esa calidad a Juan y hoy se la da a Pe-
dro en virtud de la subrogación que se efectúa. En cambio Juan
Gíraldo ha-ocupado mater-ialmente la mina) A.' durante cin-
ouenta añoa pero no ha recibido la adjudicación del Estado;
pasado ese tiempo vende la mina a Pedro Díaz con todas las
f(jrmalidades legales; en este caso ya no adquiere Pedro la ca-
lidad de poseedor regular, por defecto 'del título originario
que es 'el tiníco que la confiere, y si un tercero llega a adquir-ir
posteriormente ese título, prevalecerá contra Pedro a pesar
de Ia posesión material de tantos años. A semejanza delCó ,
digo Civil, el de Minas consagra fuera de la posesión regular
que y¡ahemos tenido ocasión de apreciar, otras clases de pose-
sión, cuya 'consideración nos pondrá más a las claras de su
ineficacia desde el punto de vista jurídico, y nos confirmará
más y más en nuestra aseveración 'de que la única: que tiene
valor legal es la posesión regular.

Posesión ordinaria: Varias son las clases de posesión or-
dinaria:' que contempla el, Código de Minas; las enumeramos
en primer término, para luégo entrar en la consideración de
cada una de ellas separadamente:

1<:1~El que avisa' una mina ante el Alcalde Municipal, en los
distintos 'casos que la ley preveé, y ciñéridose a las formali-
dades por la misma ley prescritas, adquiere por ese solo he-
cho la calidad de poseedor ordinario [Art. 3-04 C. de M.]

2<:1. El iiU,dlÍviduClque ocupa materialmente una mina, y pa-
ra la -ocupación no se ha valido de violencia o clandestinidad,
se hace poseedor ordinario. [Art. 305 C. de M.]

.3F.1. El poseedor regular, que además de tener su título ha
venido pagando puntualmente el impuesto, deja en un mo-
mearto dado de pagas-lo, pero continúa ocupan do mater'ialmen-
te la mina, es poseedor ordinario, (Art 310 C. de M.)

4<:1.·$i tlJFlapersona que tiene una mina en lugar y a nombre
•de otro se apodera de eña y la enajena, el adquirente si obra
Ide buena fe, lo cual presume la ley, toma la calidad de posee-
dor or.dinaréo, [Art. 318 C. de M.]

€ua<broson, pues, las clases de posesión ordinaria que se
dalJil'e:nmatevia de minas'; veamos cuales son los efectos de la
primera: Laposesíón ord+naria proveniente del aviso es in-
du:da!blelmen1tela ú'n'Íca'entre las de su clase que dice relación
a 'plosibles derechos, porque el aviso es la simiente, si se 'nos
admi'l;e el térmiae, de los derechos que má:s tarde se confrr-
man y se hacen efectivos can el cumplimíento de las dil'igtm-
das 'que posteri-ormente se deben practicar para llegar a lo'
grarIos. Al poseedor ordinario de esta clase le son dadas tan-
tas prerrogatwas. que a primera vista y aparentemente apa-
rece investido de un verdadero derecho; en efecto, está facul-
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mer momento; puede establecer las servidumbres que, le sean
necesarias para la conveniente explotación; hacer uso de las
aguas que necesite, y en gen~:-al ejecutar todos aquellos actos
y obras que le sean permitidos a los propietarios de minas;
pero esto, que por la amplit ad de sus manifestaciones deja en
el ánimo la idea de la existencia de un derecho concedido en
favor del poseedor, es algo muy distinto, que en nuestro con-
cepto no es para tomarIo tan en serio como algunos lo hacen:
la ley al exigir el aviso CO!TI::> la primera formalidad que de be
llenarse para la adquisición de una mina, quiere que el avisan-
te se cerciore sobre la real existencia del mineral cuya adjudi-
cación pretende, acerca de su calidad y magnitud y, en gene-
ral, sobre todas aquellas circuns tancias que le convenga cono-
cer, antes de darse a la tarea de practicar las diligencias pos-
teriores que le son precisas para llegar a la consecución del
título, para que así, teniendo mejor conocimiento de causa,
pueda medir las ventajas que le reportaría la adquisición de
aquel mineral, o en caso contrario, después de conocer su po
ea significación, abstenerse de los desembolsos que tal preten-
sión le acarrearía, ya que con ello anda en la posibilidad de
no alcanzar ninguna ventaja práctica. Es por esto por lo que
la ley le concede al avisante durante un término perentorio,
el privilegio de prelación sobre cualquiera otra persona que
pretenda hacerse a la propiedad de la mina; privilegio que no
tendría razón de ser si no estuviera asesorado con el permiso
de ejecutar los actos de explotación, servidumbres, uso de
aguas.setc., ya que sin ellos no se llegaría a los fines que la ley
persigue, y que como lo hemos visto, con el que el avisante ad-
quiere un amplio conocimiento de la magnitud y otras circuns-
tancias del mineral que pretende adquirir; pero la concesión
de este privilegio no puede traducírse en el reconocimiento
de un jus in re en favor del avisante por el solo hecho del
aviso, cuando esto únicamente alcanza a daele un jus ad rem
que la ley acompaña de un permiso, de un simple permiso, y
por un tiempo limitado, de ejecutar ,sobre la mina los
actos que son distintivos del derecho de propiedad.

Avanzamos más: no creemos que pueda decirse con pro,
piedad jurídica que el avísante tiene derecho de ejecutar algu-
nos actos y a construír algunas obras sobre la mina que avisa,
esa expresión la reemplazaríamos por la de que el avisante
tiene el permiso de ejecutar tales actos y construír tales obras,
porque, aun cuando es verdad que el aviso es el hecho más im-
portante de todas las diligencias que se efectúan en la adjudi
cación de una mina, y que ese hecho es el generador de todos
los derechos que más tarde se adquieren, su importancia es-
triba en que la ley para reconocer el dominio sobre una mina
exige que se llenen ciertas formalidades, las cuales debe-
:,rán practicarse en un orden riguroso, no pudiendo hacerse en

rlmér término las que por su orden sólo tienen cabida en se-
undo lugar; y así, el aviso que es la primera de las formalida.
s que la ley requiere, naturalmente valoriza las que a ésta
uen, no nud ien do concebirse el valor de las sesundas CllC¡n·
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se produzca un efecto cuando falta la cansa; así como para le.
vantar un edificio es necesario poner antes los cimientos, para
adquirir una mina es necesario avisarla, siendo el aviso, si no
es antijurídico expresar lo, el cimiento del dominio que sobre
la mina se adquiera; y como la construcción del edificio no
puede empezarse por el techo, tampoco el levantamiento del
edificio que se llama dominio sobre la mina puede lograrse sin
antes haber puesto el cimiento del aviso. Tal es el concepto
que sobre la importancia del aviso tenemos, y tales son las
causas que a nuestro parecer dan origen a esa importancia, las
cuales sólo vienen a constituír en realidad, como consecuencia
del solo aviso, un derecho único, el de prelación durante cier-
to tiempo para llegar al jus in re sobre la mina.

La posesión ordinaria proveñíente del aviso, a pesar de
las amplias facultades que a ella reconocen, y no obstante el
derecho de prelación que le es propio, llega a ser ineficaz en
su concepto de posesión que se le ha dado, pues la misma ley
ha restringido esas prerrogativas y ha- limitado la calidad de
poseedor ordinario que al descnbridor de una mina da, por el
corto como improrrogable término de noventa días, pasados
los cuales si el descubridor no pone Ios medios para couver-
tir su calidad actual en la de poseedor regular, se extingue su
posesión, y con ella, todas las facultades 'que le acompañaban;
es, pues, esta posesión, de un carácter meramente temporal,
cuyo radio dé acción tan limitado hace imposible la subsisten
cia por sí solo de un estado del que necesariamente habrá de
salirse para obtener el favor de la ley, so pena. de perder to-
dos los favores antes alcanzados; es este el motivo que nos
lleva a tachar de ineficaz la posesión que nos ocupa, conside
rándola en sí sola. como debe considerársela para no desaten-
der su valor intrínseco propio, a pretexto de buscar mejores
efectos y puntos de partida para la consecución de plenos de-
recnos que es objeto de nuevas diligencias y no de esta sola.

Habiendo estudiado en su parte sustancial. la calidad, efec-
tos e importancia de la primera clase de posesión ordinaria
que reconoce la legislación minera, pongámosle punto final pa-
ra darnos al estudio de la que a ella sigue:

Pedro Díaz ocupa materialmente una mina sin hacer uso
en $U ocupación ni de violencia ni de clandestinidad; esta ocu-
pación debe entenderse, según creemos, en las labores de ex-
plotaoión que Pedro ejecute sobre la mina; a la ocupación no
ha precedido aviso ni nada qu•..indique la intención que el o-
cupante tenga de hacerse propietario de la mina; a esto llama
la ley minera posesión ordinaria.

Nada hay que esté más abiertamente reñido con el con-
cepto de posesión, que éste que la ley da al ocupante pacífico:
ya hemos visto que posesión es la tenencia de una cosa deter-
minada con ánimo de señor o dueño; veamos si eso puede O'
currir en este caso: En cuanto a la tenencia es innegable ya
que está ocupando la mina, pero podrá decirse que Pedro
Díaz tiene ánimo de señor o dueño?, evidentemente que no,
porque ese ánimo no puede existir sino en aquella manifesta-. ~ .. .

f
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tencia del ánimo en la posición de med o :\ psrfFf le i -
conducentes al fin que se persigue; porq :fq~'dr...'P~~t:~strr
ánimo de dueño, ni ánimo de adquirir poi-'medlo....ae-nnrcupa.
ción el dominio de una cosa que es esencialmente irnprescríp-
tible; y si esto es así, no alcanzamos a ver cual sea el objeto
que se haya propuesto el legislador al consignar una posesión
de esta naturaleza; en primer lugar, porque eso no puede lla-
marse posesión s'ino en un sentido de estricta materialidad,
en segundo lugar, porque a pesar de la especial determina-
ción que se le da, no produce efectos de ninguna clase, y en
tercer lugar, porque bien pudiera borrarse del Código esa dis-
posición sin inconveniente alguno, por su ineficacia, por lo in-
necesaria y porque, en fin, no tiene razón de ser; mañana, por
ejemplo. aviso yo esa mina que hoy ocupa Pedro Díaz y de la
cual es por tanto poseedor ordinario; por el solo hecho del
aviso quedo yo en una situación más ventajosa que me hace
primar sobre él, a pesar de que su posesión sea anterior a la
mía y venga desde épocas remotas; entonces, 'cuáles son las
ventajas que a Pedro Díaz se le reconocen al llamarse posee-
dor ordinario?, cuáles son los efectos de semejante posesión?
Ni unas ni otras están al alcance de nuestra vista, porque en
realidad no existe sino la designación de poseedor.

La tercera clase de posesión ordinaria es la del que ha-
biendo sido poseedor regular deja de serlo por el no pago del
impuesto, pero continúa ocupando la mina materialmente.

Esta nueya clase es todavía más necesaria que la anterior,
pues en sustancia, las dos vienen a ser la misma cosa: un in-
dividuo deja de pagar el impuesto de la mina que le pertene-
ce; desde luego la mina cae en abandono y vuelve al poder de
la Nación, y si el individuo sigue ocupándola materialmente,
poco importa para el caso que sea él mismo quien la haya a-
bandonado, pues ese hecho no le mej<¡rasu calidad; quedan-
do en sustancia, que hay una ocupació, material de la mina a
la cual la ley da el nombre de posesión ordinaria, y que esa
Ocupación es igual que la del caso anterior, llegando a identi-
ficarse las dos disposiciones, pues. como ya lo dijimos, impor-
ta poco el que fulano o perano haya sido el último dueño o
poseedor de la mina que se ocupá, o que ésta sea de nuevo
descubrimien to.

Veamos la cuarta clase de posesión ordinaria, que es la
que proviene de la compra que se hace de una mina a quien no
es su verdadero propietario:

Juan, tenedor de la mina que a Lucas pertenece, me la ven-
de a mí, dándose por dueño de ella; elevamos la venta a es-
critura pública y la hacemos registrar debidamente; yo soy en
este caso poseedor ordinario.

Ante todo anotamos la marcada diferencia que existe en
tre la legislación civil y la de minas en cuanto a los efectos que
esta serie de actos producen; acordes con la teoría que acepta-

os cuando estudiamos lo concerniente a títulos -en la pose-
'ón, sería yo en este caso pos eedor regular ante el Código
vil, y sólo lo soy ordinario para el Cód iao de Minas. Esta



S2 ACCIONES POSESORIAS

lar de las minas se .requiere el título y el pago del impuesto,
pero ese concepto de título ante el Código minero ya no. tiene
la latitud que ante el Código Civil, como ya tuvimos ocasión
de observar-lo, 'llegando, como llegamos, a la conclusión de que
el título a que hace referencia el Código de Minas cuando ha-
bla de la posesión regular, es de una sola clase y tiene como
único origen la adjudicación que hace el Estado; por esto, co-
mo no se admite más que ese título y como Juan carecía, por
defecto de él, de la calidad de poseedor regular, yo no puedo
adquirir esa calidad con la sola existencia del título traslaticio,
porque la posesión regular de las minas equivale al' dominio,
al tenor de nuestras conclusiones y no puede adquirirse el do-
minio, o sea, la misma posesión, sino del que realmente es
dueño, justificándose esta circunstancia por la imprescriptibi-
lidad que a las minas caracterrza..

Al decir que la posesión regular de las minas. equivale al
dominio, debe entenderse, como atrás lo dejamos dicho, que
hacemos referencia a la posesión regular propiamente tal, que
es la que tiene el primer descubridor o el restaurador que pre-
visto del título paga puntualmente el impuesto. De aquí que
sea explicable la prescindencia que hace el Código de Minas
de la presunción que en principio establece el Código Civil, re-
putando dueño al poseedor mientras otra persona no justifique
serlo: la ley minera se abstiene de consignar tal presunción
por muy varias razones: en primer lugar, porque esa pr esun
ción respecto de un poseedor ordinario sería inmotivada, yaun
absurda, pues como lo hemos visto en las ligeras consideracio.
nes que de ella hemos hecho, de una posesión de semejante
naturaleza no se desprende consecuencia alguna; sus efectos
en el campo jurídico no están reconcidos ni justificados por la
misma ley que le dio vida, lo que sólo se explica tomando a un
capricho del legislador al darle ese nombre.a un hecho que no
corresponde al fenómeno con que se designa. En segundo lu-
gar, la presunción de dueño respecto del poseedor regular, si
bien no se establece en forma igual que el Código Civil, está
ampliamente consignado, pues si la posesión regular, se ad-
quiere por el título y se conserva por el pago del impues to, lo
que equivale a la tenencia material, todo lo cual forma en con'
junto la posesión regular, es claro que la ley da al ,posiedor de
esta clase no sólo la calidad de poseedor sino la de due ño y
aun la de tenedor.

, Igual que el Código Civil el de Minas prescribe la pose,
sión violenta y clandestina, sobre las cuales no creemos pre-
ciso detener nuestro estudio, pues en esta parte ambas obras
ponen en pie de igualdad su regulación acerca de ellas.

Asímismo bástenos saber de manera general lo's modos
de perder la posesión de las minas:

El artículo 309 dice: "La posesión regular se pierde por el
hecho de dejarse de pagar puntualmente el impuesto respec-
tivo." Esta disposición ya estaba explícitamente consignada
en el principio establecido por el artículo 303, que requiere
para conservar la posesión el pago del impuesto. Además de
ste, que tíeue el carácter de J:!eneral,hay otro modo especial,
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en virtud del cual se pierde la posesión regular de las minas!
si se avisa y denuncia una mina que está titulada y. respecto
de la cual se paga el impuesto, y para dar posesión al nuevo
denunciante se cita personalmente al poseedor regular de' ella;
y éste no se opone, pierde su derecho sobre la mina.

, En cuantoaIas otras clases de posesiones dice' el Art.
31~:,,"Tanto la posesión ordinaria como la violenta y la clan-
destina, se pierden por el hecho de desamparar la mina." El
hecho -de desamparar la mina tiene en este caso un serrtldb
muy diverso al desamparo que se efectúa enla posesión regu-
lar. respecto de la cual se efectúa por el no pago del impuesto',
o 'por no oponerse a la posesión o entrega que a otro denun-
ciante se vaya a hacer; en tanto que el desamparo de la'mina
en la posesión ordinaria, dice relación a un abandono o abs-
tención de las' labores y ocupación que sobre' la mina ejecuta-
ba.el poseedor ordinario. Esta regla tiene una excepción en 'lo
tocante' al poseedor ordinario que lo sea por haber avisado la
mina; éste, el tenor del artículo ,313, sólo pierde la posesión
cuande no adelanta en los términos fijados por la ley las dili-
gencias de denuncio y las otras que enumera el Art. 118 del
Códig0.

Conviene hacer notar el error en que frecuentemente se
incurre al comprender entre el concepto de posesión en su
sentido propio del cual nos ocupamos, las disposiciones y re-
glas consignadas en el Título 50 del Código, que habla de la
manera como deba darse la posesión de las minas. Este Título

, se 'inicia" con una impropiedad, confundiendo el verdadero
concepto-de posesión al darle ese nombre a lo que en realidad.
no es si no la entrega material de la mina, como se ve en sus
distintas disposiciones, que forman el mecanismo de que debe
estar fodeada dicha entrega. Aun autores de gran valía han
confundido este concepto, que se debe v:muy presente
para evitar dificultades.

Nos hemos extendido un tanto en el estudio de .la..pose
sión, ,porque lo hemos creído necesario para apreciar-de la
mejor manera el alcance de las acciones que le son perfisaen-
tes, y por la íntima relación que entre sí guardan, ya que és-
tas tienen por objeto conservar y recuperar la posesión; y sin.
tener una idea aiquíera de aquello que secconserva , o .se recu-
pera por medio de las acciones posesorias, resultaría incom-
p~eto nuestro trabajo. Para tratar de la posesíón nos propusl-
mos hace rlo, tomando su parte sustancia/l. sin entrar/en otros
detalles que si bien, muy interesantes, no era del caso traer-
los esta vez, tanto más que con ello se nos haría muy, exterr-.
so este trabajo, lo cual requiere tiempo, del que no dispone-
mos debido al mucho recargo en nuest.ras tareas. Que en los
conceptos emitidos en esta importante cuanto difícil materia
no.hal1amo~ logrado conformarnos a la calidad del espíritu
legal. no lb sabemos; puede aún que nuestro estudio sea la
exteriorización de una lamentable apreciación jurídica, pero si
así lo es.inos resta la satisfacción de que hemos obrado bajo
a sola influencia del estudio v la reflexión; v además, Que
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nuestras apreciaciones aquí consignadas, representan sola-
mente el esfuerzo de un estudiante.

Veamos ya de orientarnos en el estudio de las acciones
posesorias; pero antes de entrar en la cousideracíón de las
que consagran nuestros Códigos, démosle un rápido vistazo
a la legislación romana en esta materia.

En derecho romano se hizo en un principio una triple
clasificación de las acciones que servían para proteger la pose.
sión, tanto la posesíor, que va unida a la propiedad como la
que estaba separada de ella; en atención al objeto a que cada
acción estaba destinada, recibieron diversos nombres, en es-
ta forma: Interdicta retinendae possessionis; Interdicta recu-
perandae possessionis; Interdicta adipiscendae possessionis.
De los tres interdictos enumerados, sólo los dos primeros te-
nían el verdadero característico de interdictos posesor íos, en
vista de que su objeto era conservar o recuperar la posesión;
el tercero, o sea el adipiscendae possessicnís, era de una natu-
raleza distinta que en nada participaba del concepto de los o-
tros -dos, porque su objeto era adquirir la posesión que nun-
ca se había tenido, lo que se verificaba en determinados casos
previstos por el Pretor. Por eso, aquí sólo nos ocuparemos
de los dos interdictos que en primer lugar enunciamos.

INTERDICT A RETINENDAE POSSESSIONIS: Estos
interdictos tenían por objeto. como su nombre lo indica, rete-
ner o conservar la posesión, invocar el favor del Pretor para
repeler los actos de turbación, que ejecutados por otro, impe-
dían el goce tranquilo de la cosa poseída. A diferencia de
nuestra legislación civil, la romana protegía también la pose-
sión de los bienes muebles con estos interdictos, y de ahí, la
subdivisión que de ellos se hizo en inter dícta uti possidetis,
e interdicta utrubi, de éstos, el primero estaba destinado a
favorecer la posesión de los bienes inmuebles, dando su ga-
rantía a la posesión actual, siempre que ella no estuviera a.
fectada de los vicios de violencia, precario o clandestinidad, en
presencia del adversario que disputaba la posesión. Esta con-
dición daba un doble carácter al interdicto uti possidetis, el
primero y propio era el conservatorio, favoreciendo al posee-
dor que no era vicioso; yel segundo, como consecuencia de
la condición exigida, era recuperatorio pues, el poseedor vio-
lento o afectado de otro vicio, sucumbía en la acción, recupe-
rando la posesión el adversario que la disputaba. Los inter-
dictos utrebi tenían su objeto en garantizar la posesión de los
bienes muebles; para éstos ya no se tenía en cuenta la pose-
sión actual, la condición variaba aquí en el sentido de favore-
cer al poseedor que durante el año anterior' al. interdicto hu-
biera poseído exento de todo vicio por un lapso de tiempo
mayor; para este efecto, al poseedor que quería prevalecer,
llenando esa condición si él directamente no había poseído
lo bastante para hacer valedera su calidad, le era dada la fa'
cultad de agregar a su posesión el tiempo que había poseído
su antecesor. Este interdicto igual que el uti possidetis, y aún
COn mayor r~~ó~, tenía una faz de interdicto recuperatorio,

s va n
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vicioso, sino también cuando el poseedor actual no. había po-
seído la mayor parte del año anterior a Sil instauración.

La distinción que del Interdicta retinendae possesionis,
se hizo en un principio, de uti possidetís y utrubí, dejó de ser
en época del emperador Justiniano; ya los dos se regulaban
por unos mismos principios, teniendo como base la posesión
actual, es decir. que el Pretor daba su garantía al" que exento
de todo vicio poseía la cosa en el momento de la litis contesta-
tio. I

Los efectos del Interdicta retinendae possess'iones, eran
la conservación del poseedor en el pacífico goce de la cosa po-
seída, si según el caso, estaba rodeado de las condiciones que
le eran exigidas y que ya conocemos; y además, la indemniza-
ción a que eran obligados los perturbadores por los daños que
con sus actos de perturbación causaran al poseedor.

Interdicta recuperandae possessionis: Tres eran, las cla-
ses del interdicto recuperatorio, o sea, el que servía para re-
cuperar la posesión perdida, a saber: unde vi, de precario y
de clandestina posseesione. Contemplemos separadamente
cada uno de ellos. .

El interdicto unde vi se daba al poseedor de un inmueble
que había sido expulsado violentamente de la posesión, Con-
siderando la gravedad del caso, según que la expulsión fuera
el fruto de una violencia común, o que hubiera sido ejercita-
da a mano armada, se hizo en la época clásica una división
del interdicto unde vi en relación y para el caso de la distinta
forma de violencia, así, el uno era llamado por los romanos de
vi cotidiano y el otro vi armata. No se tenía en cuenta que, la
violencia fuera ejercitada por el mismo interesado; bastaba
que la ejercitaran sus esclavos, o sus sirvientes haciéndola
por orden suya o con su cons errtimien to. El poseedor que vio-
lentamente se veía despojado de su posesión pfevalecía en to-
do caso, salvo la excepción que se estableció en ,n principio
de que el poseedor fuera vicioso con relación a s adversario;
pero esta excepción fue abolida por Justiniano quedando en
rigor el principío que favoreció siempre a quien violentamen-
te era despojado de su posesión. Para obtener este favor, el
agraviado' debía instaurar la acción en el término de un año
CUandoera el caso de vi cotidiana, pues si se trataba. de vi
armata, por su esencial gravedad, podía el ofendido' introdu-
cir el interdicto en cualquier tiempo. Posteriormente, Justinia-
no abolió también estas distinciones, unificando el interdicto
unde vi, y prescribiendo, para su efectividad. que fuera instau-
rado en el término de un año, aun cuando la violencia se hu-
biera ejecutado a mano armada. El culpable' de violencia de-
bía devolver al agraviado a su estado de posesión pacífica, in-
dernnizándole de todos los perjuicios que le hubiera ocasiona-
do. y además, los frutos percibidos durante su posesión vicio-
a, extendiéndose su responsabilidad hasta los daños prove-
,ientes de casos fortuitos; para la consideración de los daños,
rjuicios y frutos se tenía como punto de partida el mamen-
en que el poseedor había sido despojado violentamente.,li-L----.1IO-I- •• •
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no obstante haber reclamado al precarista la entrega de .Ia .co,
sa cuyo uso le había dado gratuitamente, no había logrado la
restitución; el precarista que no entregaba la cosa al primer
requerimiento se convertía en poseedor vicioso, haciéndose
responsable de los perjuicios que le sobrevinieran al ,e,;lue,ño
de la cosa; este interdicto no tenía término alguno durante el
cual debiera instaurarse.

'Por último, el interdicto de clandestina possessione, fue
apreciado bajo dos conceptos distintos en tiempo del.Impe·
rro, y en épocas anteriores; en éstas, bastaba para ,Gonced-erl0
que se 'hubiera tomado sin consentimiento del poseedor, la
cosa poseída; pero ya en el Imperio se exigía que además
de ésto, el poseedor hubiera intentado adquirir nuevamente
la 'posesión sin 'lograr éxito alguno,

Al iniciar el pr'eserrte estudio dimos nuestro concepto a-
cerca de lo que entendemos por acción, como también, senta-
mos algunos ras{bs generales sobre el objeto de las acciones
posesorias; en este lugar ampliaremos aquellos rasgos y aque-
Ilos conceptos, para entrar de lleno en el estudio detenido de
cada una de ellas y apreciar su finalidad, conforme a las re-
glaspara el caso prescritas en el Código Civil; y por último, al
rededor de las disposiciones especiales del Código de Minas.
Oigamos las voces del a'rtículo 972 del Código Civil: "Las ac-
ciones posesorias tienen por objeto conservar o recuperar la
posesión de los bienes raíces, o de derechos reales constituí'
dos en ellos".

Prescindiendo 'Por el momento de la subdiviaión que la
ley hace de las acciones posesorias, para dar les aplicación a
los distintos casos especiales, podemos considerarlas en te-
s1'5general y tomando en cuenta su objeto, divididas en dos
grandes ramas: la -una destinada 'a la conservación de la pose-
sión, lo cual supone actos hostiles de perturbación con que se
quiere embarazar el goce de la cosa cuya posesión se pretende
conservar. Estos actos, que bien pueden ser ejecutadosdirec-
tamen1e 'Sobre la cosa de que se está en posesión, ocasionan
la perturbación y los daños consiguientes, de una manera in-
mediata sobre la cosa misma; o bien, puede venir de actos o
de-obras que, ejecutados en el predio de otro y sin que ten-
gan una dirección inmediata contra el nuéstro, nos perturban
indirectamente en el tranquilo goce de. la posesión de nues-
tra cosa; de ahí que esté plenamente fundamentada la clasifi-
cación que hizo el legislador de acciones posesorias generales
y acciones posesorias especiales, bien que la pertúrbación
fuera inmediata o indirecta; la otra rama está encauzada a re-
cuperar la posesión que ya se ha perdido. Dé estas dos gran-
des ramas que dan la explicación de las palabras del citado
artículo, al decir que las acciones posesorias tienen por obje

, to conservar o recuperar la posesión, se desprenden, algunas
aplícaciones especiales a casos concretos que más adelante
contemplaremos.

Estas acciones hacen prevalecer la posesión de los bienes
raíces o de derechos reales constituídos en ellos. Desde luego
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sición entre nuestro derecho civil y los principios consagrados
en la legislación romana; nuestras leyes niegan la acción de
esta naturaleza en favor de los bienes muebles, en tanto que
los romanos protegían la posesión de ellos por medio de in-
terdictos utrubi- Parece que encontrara [ustificación el princi-
pio, tal como está consignado en nuestro Código, por la confu.
sión que existe entre la posesión y la propiedad de los bienes
muebles, llegando a hacerse casi imposible deslindar los dos
conceptos respecto de un mismo bien. para apreciar-los sepa
radamente. Estos bienes por s1.1misma naturaleza hacen que
se vea en el poseedor de ellos al verdadero dueño, y por lo
tanto si éste llega a perder la posesión, el medio indicado pa
ra recuperarla es la acción de dominio; el poseedor de UD

bien mueble que recibe la p~otección de las leyes, es protegí
do, puede decirse, en su calidad de propietario.

Otro concepto hay en esta disposición que comentamos.
que se distancia del que en caso igual se tenía en derecho ro-
mano: el precitado artículo hace extensivo el beneficio de las
acciones posesorias a los derechos reales constituídos sobre in-
muebles; por el contrario, la ley romana no concedía tal acción
a esta clase de derechos. Esta discrepancia tiene su origen en
la distinta apreciación so bre el ejercicio de semejantes dere-
chos; los romanos decían: los derechos en sí, tal como los rea-
les o como los personales, son algo imaginario, algo que no es
suceptible de posesión, y por eso, lo que no puede ser capaz
de poseerse, mal podría estar protegido por una acción pose-
soria, que desde luego está destinada a la defensa de la po-
sesión; este argumento era el fruto de la concepción del de-
recho teal en sentido muy abstracto, sin' parar mientes en que
su ejercicio supone una relación muy inmediata con el bien
raíz sobre que está constituído,y que supone también la tenen-
cia de dicho bien por el titular del derecho, para' hacer así
efectivos los beneficios a que es acreedor. Justifícase, pues, el
que la ley conceda el recurso de las accione' posesorias a los
derechos reales constituidos sobre bienes ¡laíces, por la rela-
ción inmediata que hay entre la tenencia del bien y la efectivi-
dad del derecho, cuyo ejercicio no sería cumplido si nos vié-
ramos privados de la tenencia del bien sobre el cual está cons-
tituido.

La regla general que consigna los bienes y los derechos'
que gozan del beneficio de las acciones posesorias, sufre una
excepción contenida en el artículo 973 de la misma obra; dice
así "Sobre las cosas que no pueden ganarse por prescripción,
Comolas servidumbres inaparentes o discontinuas, no puede
haber acción poses or ia,"

Las servidumbres, bien sean discontinuas como las de
tránsito, o bien inaparentes como las de acueducto cubierto o
tapado, pueden ser objeto para la constitución de un derecho
real; sin-embargo, la ley, que protege con las acciones que nos
ocupan los derechos de esta clase, niega su favor en este caso
,a los que; como éstos, ella ha declarado absolutamente impres-

iptíbles, La razón es clara: ya hemos visto que uno de los
os.más ímnorta~de la nosesión es la-1ld.anisició'n.•d..J
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dominio por el transcurso de un tiempo determinado; ahora
bien. sobre aquellos bienes o derechos en que no tiene cabida
la prescripción por tiempo alguno, no puede haber posesión
regular. porque precisamente en este caso, aun cuando hay la
concurrencia de un título que por su naturaleza sirva para
transferir el dominio, y la buena fe. la ley niega el efecto de
constituír con ella una posesión regular. ya que el dominio es-
ta vez sólo llegará a adquir irse por virtud de un título emana-
do del dueño del bien sobre el cual Si': constituya el derecho,
o de la ley; y si la posesión regular no llega a tener cabida en
casos como este, con mayor razón no la tendrá la irregular,
pues sobre esas cosas ni aun el tiempo inmemorial constituye
un derecho. Hay, pues, por prohibición expresa de la ley, una
carencia completa de los efectos que de la posesión se origi·
nan, tanto en lo tocante a prescripción, en lo que se refiere a
las acciones posesortas, como también en que no se reputa
dueño al que se pretenda poseedor, porque ni esto puede ser-
lo: puede, pues, traerse con mayor propiedad para esta vez el
principio de los romanos, de que sobre las cosas que no son
susceptibles de posesión no puede darse la acción posesoria,
porque carece de objeto. Aquí la poses ión no puede concebir-
se separada del dominio. El doctor Fernando Vélez. en su ci-
tada obra, trae algunos concepto; de comentadores chilenos.
en que niegan la posesión civil a las C03asque como estas ser-
vidumbres no pueden prescribirse, entendiendo para el caso,
la posesión que está separada del dominio.

Salvo un caso excepcional impropiamente comprendido
en el primero de los Títulos que regulan las acciones poseso-
rias arto 984, puede decirse que para ins taurar las es preciso la
concurrencia de algunos requisitos: el primero de ellos es la
calidad de poseedor; en segundo lugar' que se haya estado en
posesión tranquila durante un año completo, y. por último,
que haya sido privado o se vea turbado en el goce de su po-
sesión. El primero y tercer requisito son indiscutibles; en
cuanto al fundamento jurídico del segundo ya dimos antes
nuestra opinión, no bien conforme con le exigencia que la
ley hace, aceptando con Garnier, el respeto que se merece un
poseedor actual aun cuando no haya poseído un año completo.
El Dr. Fernándo Vélez dice acerca de esto que como las ac·
ciones pos esor ías son tan sumarias y no resuelven nada con
relación al dominio, la ley para tener más probabilidades de
acedar al presumir dueño al poseedor, le exige que haya po.
se.ído un año completo. Pero si la ley presume siempre la bue-
na fe, salvo en los casos en que ella excepcionalmente ha es·
tablecido la presunción contraria, y si la mala fe debe ser
probada como nos lo manda el artículo 769 del citado Código
Civil, y si, además, esa misma ley presume dueño al poseedor
desde el prímer momento, en tanto que otra persona no justi-
fique ser lo, sería más lógica la consecuencia de concederle el
recurso de estas acciones al poseedor actual, bien que tuviera
o no un año de ttanquil~ posesión, pues ya le quedaría el
campo a quien se creyera legítimo poseedor para probar la
mala fe en el otro, o para justificar su mejor calidad, sin que
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hubiera para ello nece-sidad de allanar la prueba de dominio,
una vez que no es este el objeto de las acciones posesor ias.

La primera de las acciones generales la hallamos co nsig-
nada en el artículo 977. cuyas voces son estas:

«El poseedor tiene derecho para pedir que no se le turbe
o embarace su posesión o se le despoje de ella, que se le .in-
demnice del perjuicio que ha recibido y que se le dé seguridad
contra el que fundadamente teme.>

Desde esta primera acción principiamos a ver confirma-
dos los principios que hemos sostenido, entre ellos el de que,
siendo la posesión el hecho externo que hace visible el dere-
cho de propiedad, es consecuente la presunción que la ley
establece de dueño en el poseedor, y que, al partir de esa ba-
se le concede la acción posesoria al poseedor. precisamente
porque lo presume propietario, una vez que si no amparara
de manera sumaría esos hechos que manifiestan el dominio,
quedaría éste en una situación desventajosa, expuesto a que se
Iesíouase su integridad, muchas veces en forma irreparable.

Cuatro son los derechos concedidos al poseedor en la dis-
posición que comentamos: en primer lugar, que no se le turbe
o embarace su posesión; esto, porque todo derecho es respe-
table, y su ejercicio debe ser respetado y protegido en tanto
que no sea contrario a la ley, al orden público y a las buenas
costumbres; y si el poseedor es dueño, por eso debe dejársele
¡!ozar libremente de los amplios atributos de su derecho, sin
que perturbaciones ajenas se lo impidan; y si sólo es posee-
dor y no propietarío, como dueño habrá de considerársele,
porque la ley lo presume tal, y en tanto que no se le haya
probado lo contrario, no debe perturbársele en el goce de su
posesión; en segundo lugar, el poseedor puede pedir
que no se le despoje de su posesión; creemos que la ley
sea impropia en este caso, puesto que en el mismo
Título en que está insertada esta d"posición, hay
otra que en seguida veremos, y que <te manera es-
pecialísima prevee el caso de despojo. el cual regula con su
sanción correspondiente; y de ahí, que el poseedor en vez de
llegarse a la autoridad a pedir que no se le despoje de su po-
sesión, buscando amparo en el artículo 977, le sea sin duda
más pertinente hacer prevalecer su estado con la acción de
despojo, que tiene una eficacia más inmediata, y que, sobre
todo, es la que regula de manera especial casos de esta natu-
raleza. Los dos derechos anteriores 19S hace valederos el po-
seedor en el mismo juicio pose sorio; no ocurre lo mismo con
el tercero, o sea, el que tiene para que se le indemnice del
,perjUicioque ha recibido; este derecho que es como accesorio
~.los dos anteriores, no tiene cabida para ventilarse en el jui-
~o posesorio, porque el radio de éste está limitado a la con-
Ilecución del objeto de la acción a que corresponde, que tiende

.hacer cesar los actos de perturbación; por tanto, la inde m-
~zación de perjuicios debe buscarse por medio de un juicio

tinto que sea el propio para el caso. Por último, el po-
dor tieue derecho para pedir Quese le dé seaur i
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el que fun dadamente teme", y decimos vago, porque ya no se
refiere a perturbaciones actuales, sino, en nuestro concepto,
a la posibilidad o inminencia de futuras perturbaciones, en cu-
yo caso debe quedar plenamente establecido el fundamento
que el poseedor tenga para temerlas; o también puede' decir
relación al caso de que, una vez que se hagan cesar los actos
de perturbación, se dé seguridad contra el perturbador de que
no los repetirá, exigiéridole las cauciones que se necesiten pa-
ra obligarto a que se abstenga de futuros ataques,

Esta acción, para que se haga efectivo el objeto que con
ella se pretende,debe instaurarse en el término de un año que
principiará a contarse desde que se ocasionan los actos de
molestia o embarazo; si el poseedor no lo hace así y deja
transcurrir este término perentorio, tendrá que recurrir, pa-
ra hacer prevalecer su estado, a la vía ordinaria.

El artículo 982 nos trae la segunda de las acciones, ge-
nerales: "El que injustamente ha sido privado de la poses ión.,
tendrá derecho para pedir que se le restituya con indemni- ,
zación de perjuicios."

Debe justificarse para este caso la calidad de legítimo po-
seedor, y con esto, que la posesión tiene su origen en cqnfor-
midad con la exigencia legal; como también, el hecho injusto
que ha causado la privación de la posesión.

Esta acción, dice el artículo 983, puede dirigirse no sola-
mente contra el usurpador, sino contra toda persona cuya po-
sesión se derive de la del usurpador por cualquier título.

Es este, pues, un caso en que el poseedor se ha visto pri-
vado de su posesión, pero que, a pesar de 'que la privación ha-
ya sido injusta, ha habido prescindencia de medios violentos,
al menos, tal es nuestro concepto; y llegamos a confirmarnos
más en él, porque la circunstancia de la violencia es precisa'
mente la que marca mejor el distintivo que separa esta acción
de la que contempla el artículo 984, en que también se da la
privación de la posesión. Ampliaremos mejor nuestro con-
cepto por medio de un ejemplo que nos diga, de cómo puede
haber privación sin violencia, y la manera de ejercitar la ac-
ción bien contra el usurpador o contra quien derive su pose-
s ión de él:

Soy poseedor de una heredad; por mi propia voluntad
transfiero la tenencia de ella a .Pedro Díaz; él entra como. tal
a ejercitar los actos a que su calidad le da derecho; así conti-
núa hasta que, en un momento dado, quiere usurpármela y
dándose por dueño de ella se la enajena a Juan; llenando en
la enajenación los requisitos que la ley exige inclusive la co-
rrespondiente inscripción del título en la oficina competente;
Juan adquiere la calidad de poseedor, ha procedido de buena
fe y por su título que es de los que por su naturaleza sirven
para transferir el dominio, tiene al menos UIt justo motivo pa-
ra creerse dueño, porque cree haber adquirido el dominio del
bien de quien era legítimo propietario; yo, en virtud de la u-
surpación de Pedro, me veo en este caso privado de la pose-
sión de la heredad.
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aplicación real del caso que la ley contempla en el artículo
982; ha habido una privación injusta proveniente de una usur-
pación que es la que le da ese carácter, y sin. embargo, ningún
medio violento ha favorecido la usurpación. Juan, que no, pue-
de considerarse como tenedor porque no reconoce dominio
ajeno, porque tiene un justo título y ha tenido .o tuvo en <,un
principio buena fe, y porque, en fin, tiene' ánimo de aeñor o
dueño, me pone en el caso de acogerme al medio que -la ley.
me da para recuperar la posesión que yo he per-dido, y, cuál
es ese medio? Por el mome nto, el que consagra la dísposícién
que comentamos. Esta acción puede dirigirla contra Juan, por-
que el objeto de ella es recuperar la posesión perdida, y sea él
o no el responsable de esta privación, al fin su pcsesíon.. ac-
tual es la que me priva de mi justa calidad que la ley quiene
en todo caso poner a salvo; ya tendrá él los medios para. bus"
car .iusticia contra el engaño de que ha sido víctima, pero su
falta de previsión no justifica el .que yo no pueda dirigirme
contra él para disputarle una calidad que a mí me pertenece.
Pero puedo también dirigirme contra Pedro, y con tanta ma-
yor razón, porque su mala fe debe hacerle responsable de las
consecuencias dañosas que por mi acción le sobrevengan.

Perdida la posesión, tengo derecho, no sólo a recuperarla
sino también a que se me indemnice de los perjuicios que- se
me hayan ocasionado; de éstos, sólo habrá de responderme
Pedro, porque no se justifica que Juan s e haga responsable de
los actos dolosos de que otro se haya hecho reo, los cuales no
le complicarán sino en el caso de que tenga complicidad en la
mala fe del primitivo tenedor 'y enaie nante: talloprescribe,in-
cisoúltimo del artículo 9R3 cuando dice: "Pero no serán obliga-
dos a la indemnización de perjuicios, sino el usurpad or-mismo,
o el tercero de mala fe, y habiendo varias personas obligadas
todas' lo serán in solidum."
, Esta acción, igual queIa anterior, expira al cabo de un año
ccmpleto, contado desde que el poseedor anterior hay", per-
dido la.posesión. Debemos precisar, pues, en qué montento
perdió éste la posesión: én primer lugar; atendiendo el man-
dato del artículo 791, el usurpador por el solo hecho de la u-
Surpación no adquiere la calidad de poseedor, aun cuando se
dé por dueño del bien, y .como tal pretende seguir ejerciendo
la tenencia; pero, si enajena la cosa, y, tratándose como -se tra- ..
ta de un bien raíz se hace la inscripción del título, des der ese
preciso momento toma el adquirente el carácter de poseedor
y ese instante es el punto de partida que de be servirnos para
contar el año dentro del cual se puede ejercitar la acción re-
cuperatoria.

El artículo 9'78 faculta al usufructuario, al usuario y al 'que
tiene derecho de habitación para ejercer por sí las acciones y
exepciones posesorias dirigidas a conservar o recuperar el
gOCede sus respectivos dere chos, aún contra el mismo pro,
ietario, el cual, una vez requerido, es obligado a auxiliarlos
ontra turbaciones o usurpaciones extrañas. A la vez, las sen-

das dadas contra ellos obligan al propietario, menos si(se
1'{ .•..•A ...•.1 ...l~ __ •__ • .• ,.,. ...._
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anexos a él, que no le afectarán sino cuando haya intervenido
en el juicio.

Ya vimos antes cual es el fundamento o razón para que la
ley conceda este recurso posesorio al usufructuario, usuario y
habitador, np obstante su simple calidad de tenedores del
bien sobre el cual están constituídos sus respectivos dere '
chos, y como creemos inmotivada la repetición de aquellos
conceptos, nos limitaremos a ampliar otros detalles, 'que allá
no lo hicimos por no ser ese el lugar adecuado. Está bien que
la ley conceda esta acción aun contra el mismo propietario,
pues éste, para el caso, debe considerarse como un tercero; ya
que su estado de nudo propietario no lo pone en mejores
condiciones para turbar o privar el goce de derechos que, aun
cuando es verdad están en íntima relación con el bien cuyo
dominio le pertenece, son, en su calidad de derechos reales,
algo independiente del derecho mismo de propiedad. Antes
bien, como el cumplido goce de ellos depende en mucho de
la mejor calidad del derecho de dominio, el propietario está
en la obligación de auxiliarlos cuando para ello sea requeri-
do; este auxilio debemos entenderlo no el. un sentido general
de incumbencia directa Vde gravámenes pecuniarios para el
sostenimiento del juicio; su papel se limitará al suministro
de documentos, datos, informes y en general de todas aque-
llas piezas que p'uedan servir para facilitar el éxito que haga
prevalecer a los titulares de los derechos con que su bien es-
tá gravado.

Es lógico que las sentencias obtenidas contra el usufruc-
tuario, usuario y habitador obliguen al propietario, pues la ley
presume que aquéllos deben tener especial interés en la con-
servación de sus derechos, y que si no logran hacerlos prevale-
cer sea imputable a la falta o dolo del propietario en la cons-
titución de ellos, debiendo por lo tanto hacerse responsable
de las malas consecuencias que .aquéllos sufran. Pero no es
posible que le afecten estas sentencias cuando de la posesión
del dominio se trate, porque para desconocerle esa calidad
debe intentarse la acción directamente contra él, va que sería
el más palpable absurdo, que el fallo dado contra un tercero
que manifiestamente no es sino un simple tenedor, vaya a afec-
tar a quien siendo poseedor no haya intervenido directamente
en el juicio.

Por último, para que el usufructuario y el usuario puedan
invocar Iaacción posesoria, su derecho debe estar constituído
sobre un bien raíz y no sobre un bien mueble, 'Y además, de'
ben haber estado en el goce pacifico de su posesión durante
un año completo.

Para el éxito de las acciones posesorias que hemos estu-
diado debe probarse la posesión. La manera de establecer esa
prue ba ha dado margen a serios conflictos debido a la diversi-
dad de pareceres, y aún a las distintas y muy variadas doctri-
nas que en diferentes épocas han imperado en los más altos
Tribunales de Justicia. La posesión regular de los bienes raí-
ces y de los del echos reales sobre ellos constituídos, que son
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sino en virtud de la tradicionjel modo' de hacerse esa tradi-
ción es el eje al rededor del cual han girado las distintas teo-
rías, que podemos concretar en esta forma: unos sostienen
que la tradición de estos bienes se efectúa con solo llenar el
requisito de la inscripción del título: para otros, la tradición
no será perfecta sino cuando además de la insc, ipción se ha
hecho la entrega material.

Estos últimos sustentan su opinión arguyendo que ade-
más de exigirse en el artículo 980 del Código, la inscripción
del título como prueba de posesión, es preciso cumplirse lo
estatuído en el 981 que manda 'probar la posesión del suelo
por hechos positivos de aquellos a que sólo da derecho el do-
minio.

Tenemos para nuestro concepto que estos dos artículos
en vez de complementarse, contemplan casos perfectamente
distintos j y refiriéndonos al último de ellos, nos parece muy
bien que la ley exija que se pruebe la posesión del suelo por
hechos positivos, pero esto, para cuando se carezca de título
y se tenga por tanto la calidad de poseedor irregular, pero no
para cuando concurran los requisitos de justo título y buena fe.
Yo, que soy dueño de mi heredad, tengo amplios derechos de
ejecutar sobre ella actos de aquellos que me dan el distintivo
de propietario, pero esos derechos que me acompañan, com-
prenden también el de abstenerrne de ejecutar' aquellos actos,
y la ley sin proceder de manera arbitraria no podría obligar-
Olea que los ejecutara cuando yo no quiero, ya que todo dere-
cho es renunciable, en tanto que la renuncia no sea contraria a
las leyes, a la moralidad y al orden público, y ni la moralidad,
ni el orden público ni la ley alguna quedan afectados con esta
mi renuncia: y esa misma ley no se respaldaría en ningún fun-
damento jurídico desconociéndome mi posesión, si no obstan-
te tener un justo título inscrito no he llegado ha ejecutar so-
bre mi bien los actos a que tengo derecho: eso seria imponer-
me una obligación que en nada se justifica. ,Adem<\,>,son ter-
minantes las disposiciones confirmator.ias de que la inscripción
es el único requisito necesario para hacer la tradición de los
bienes raíces: entre las muchas que pudieran citarse basta
enumerar las siguientes que son concluyentes: el artículo 756
del Código Civil dice: '

"Se efectuará la tradición del dominio de los bines raíces
por la inscripción del titulo en la oficina de registro de instru-
mentos püblicos."

"De la misma manera se efectuará la tradición de los dere- ,
'echos de usufructo o de uso constituidos en bienes raíces y de
os de habitación ohipoteca.' ,

Nada hay aquí que nos hable de hechos positivos sobre el
nelo, ni es del espíritu de esta disposición que la ley deseo-
ozca la tradición de estos bienes cuando no está comple-
entada por tales hechos,

El artículo 785 reza así:
"Si la cosa es de aquellas cuya tradición deba hacerse por

cripción en el registro de instrumentos públicos, nadie po-
adguirir_la..~s~e ella.sino...no.~~ " -
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'-y con' mucha posteriuridad nos dice el artículo 2526:
i "Contra un título inscrito no tendrá lugar la prescripción

adquisitiva de bienes raíces, o de derechos reales constituídos
en éstos, sino en virtud de otro título inscrito, ni empezara
a correr sino desde la inscripción del segundo."

La prescripción es uno de los efectos de; la posesión, no
puede prescribirse sino cuando se ha poseído; ahora bien, si
al tenor de esta disposición la prescripción empieza a correr
desde la nueva inscripción, es porque desde ese momento se en-
tiende hecha la tradición y con ella adquirida, la posesión sin
necesidad de que concurran hechos posrtivos, como la entien.
den los sostenedores de la teoría que impugnamos.

Concluímos, pues. en que para efectos de las acciones po-
sesorias, la posesión regular se prueba con solo justificar la'
inscripción del título en la oficina de registro de instrumen-
tos públicos; en cuanto a la posesión irregular, ya lo veremos
un poco más adelante.

, Entre las acciones posesorias generales que contempla el
título XIII del Código Civil. hay una que entre las de su clase
es especialísima, por la extensión que abarca y por su natura-
leza que, no bien conforme con el objeto que con estas accio-
nes se persigue, la hacen verdaderamente extraña a esta par-
te de la ley civil. Esta acción la encontramos en el artículo 984
y su letra es ésta:"

"Todo el que violentamente ha sido despojado, sea de la
posesión, sea de la mera tenencia, y que por poseer a nom-
bre de otro, o por no haber poseído bastante tiempo, o por o-
tra causa cualquiera no pridiere instaurar acción posesoria,
tendrá sin embargo, derecho para se que restablezcan las GO-

sas en el estado en que antes se hallaban, sin que para esto
necesite probar más que el despojo violento, ni se le, pueda
objetar clandestinidad o despojo anterior. Este derecho pres-
cribe en' seis meses.

¡ "Restablecidas las cosas y asegurado el resarcimiento de
daños, podrán intentarse por una y otra parte las acciones po-
sesorías que correspondan". '

" El objeto de las acciones posesorias es conservar y recu-
perar la posesión; para los otros estados en relación con los
distintos objetos, la ley prescribe otras varias acciones que
bien pueden ser de dominio o administrativas; cada una de e-
Has-es 'especial para el caso. no ptrdre'ndo reivindicrse ejer-
citando una acción posesoría: Esta regularidad la destruye la
ley en el caso cuyo estudio iniciamos. Se faculta aquí para e-
jercitar:una'acción posesoria, comúnmente llamada de, de.spo-
jo, a quien solamente tiene el carácter de tenedor, lo cual' está
abiertamente reñido con el objeto de las acciones posesorias;
si se le considera como una excepción a la regla general, no
vemos como pueda justificarse esa excepción, porque ellas son
dadas cuando el caso previsto, que contraviene la regla gene-
ral, no puede salvarse de otra manera sino con la excepción
pero esta vez, no sólo puede salvarse por otro medio, sinO
que él es' el adecuado; por eso. consideramos esa acción eX'
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Respecto de la posesión y aun de la que es anual está muy
bien que se aparte del principio establecido, pues toda pose-
sión actual, ya lo hemos dicho, es respetable y tanto más con-
tra medios violentos.

Otra circunstancia que caracteriza más la especialidad de
esta acción, es que para' las otras se hace indispensable la
prueba de posesión, y que para ésta, siendo acción posesoria,
no es preciso probar aquel estado, pues basta con justificar el
despojo violento; y por último, el término de seis meses para
su extinción, marca otro distintivo que le es característico y
en' lo cual se aparta de las otras,

No tiene, pues, por objeto esta acción sino volver las
cosas al estado en que estaban antes de cometerse el acto
violento de despojo, sin entrar en consideración de que el
despojante sea el verdadero poseedor, ni si el despojado ha-
bía adquirido su estado por medios violentos o claudestinos.
La ley sólo ha querido con ello sancionar los actos arbitrarios,
e indicar que la justicia fue instituida para conseguir estos
fines, sin que nadie se crea facultado a hacer valer sus der e-
c~os por su propia mano. (

Restituídas las cosas al estado en que antes se hallaban,
queda facuItado quien a ello se crea con derecho, para eierci-
tar la acción posesoria que sea del caso.

Tócanos ahora averiguar en. favor de,quiénes son concedi-
das las acciones posesorias, o mejor, quienes pueden ejercitar-
las: El Código Civil en parte alguna trae una regla o disposi-
ción expresa al respecto, pero de las distintas disposiciones
que regulan esta, materia podemos llegar a las conclusiones
siguientes: Es indiscutible que el poseedor regular puede e-
jercer todas las acciones posesorias. y para, ello deberá pro-
bar su posesión conformándose a lo dispuesto en el artículo
980; o sea justificando la inscripción del título; esta disposi-
ción en consideración con lo que prescribe el artículo 785, el
cual señala la inscripción del título como\único medio de ad-
quirir la posesión de los bienes cuya tradilión deba hacerse en
aquella forma; estas dispos icíoues S'repetimos, solamente regu-
lan el caso de posesión regular, una vez que para la posesión
irregular no puede exigirse este requisito, ya que muy bien
puede existir sin que se tenga título y por eso, sin que haya
la inscripción a que se refieren las citadas disposiciones.

También el poseedor irregular 'puede ejercer las acciones
posesorfas. La prueba de posesión puede hacerla, segun el ca-
so, en forma distinta: si el poseedor irregular lo es por 'la ea-
rencia de título, como ya le falta el elemeuto de la inscripción,
la ley le señala otro camino en el artículo 981, estableciendo
la prueba por la ejecución sobre el suelo de hechos positivos,
de aquellos a que sólo da derecho el dominio, como el corte
de maderas, construcción de edíficíós etc. Esta prueba, si bien
no satisface plenamente dada la naturaleza de los bienes raí-
'cesoal menos se conforma con la calidad de posesión que con
ella se pretende justificar, y cuyo nombre mismo expresa el
concepto de la irregularidad que le es característica. Si el po-
seedor ,irreg1.l1artiene tíulo inscrito, como 01.1' J.lpuede te-
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nerlo, la inscripción le basta para probar su carácter de po-
seedor.

En cuanto al poseedor violento es bien difícil dar un con-
cepto, al menos probable, de si puede o no ejercerlas acciones
posesor ias. Prescindiendo de la acción de despojo que puede
ejercerla aun el mero tenedor, daremos nuestro propio pare-
cer de lo que pueJe ocurrir en los otros casos: La acción de
despojo concede al agraviado un plazo de seis meses, para que,
de manera muy sumaria, sea restituído al estado anterior; du-
rante esos seis meses la ley considera como en completo vigor
los actos de violencia, y de ahí que al despojado le basta pro-
bar en cualquier momento la naturaleza de los actos que cau
saron el despojo, para ser restituído a su estado primitivo; pe-
ro si pasados los seis meses el ofendido no hace uso de este
acción la ley se la niega, no quedándole en los recursos pose-
sorios, otro camino que la acción recuperatoria; parece, pues,
que vencido este término, la ley considere saneando el vicio
de violencia, si no es impropia la expresión, y que a partir de
ese vencimiento, el poseedor que antes era violento tome la
calidad de poseedor irregular, Ahora bien, como la ley exige
para ejercer las acciones posesorías, que se haya poseído tr~n-
quilamente un año completo, en el caso de poseedor violento,
después de saneado su vicio en la forma expresada, si continúa
en posesión tranquila durante un año a partir del momento en
que se considera saneada la violencia, puede, en nuestro con-
cepto, ejercer las acciones posesorias. Recordamos en abono
de nuestra tesis, que en derecho romano le eran dadas estas
acciones al poseedor violento, con tal que su vicio de violen'
da no fuera en presencia del adversario. N0 estamos acordes
en este punto con el concepto dado por el Dr. Fernando Vélez
en su tratado de derecho civil; según él, no puede darse en
ningún caso la acción posesor'ia al poseedor violento, porque
su estado es contrario al hecho mismo de la posesión. '

En práctica es, si no imposible, al menos bien difícil de
darse el caso de posesión clandestina respecto de los bienes
raíces y los derechos reales cons tituídos en, ellos; pero admi-
tiéndolo en teoría, no creemos se puedan conceder las accio-
nes posesorias en favor del poseedor clandestino, porque, con-
cretándonos, en tanto que dure la ,clandestinidad, no puede de'
cirse con alguna propiedad que existe la posesión. .

Resumiendo: La acción para conservar la posesión impli-
ca el derecho, de pe di'r que se haga cesar la turbación, de ped>liI:
segur-idad para que no se repitan los actos de embarazo y por
último que se indemnce de los daños recibidos.

La acción para recuperar faculta para pedir que se resti-
tuya la poseaión perdida y que se indemnicen los perjuicios.

y la acción de despojo, que se restituyan las cosas al esta-
do auterior a la violencia, indemnizando los perjuicios recibi·
dos.

Ep todos, la índemnización de peeiuicíós, com.o ya lo d~ii-
mes, no puede hacerse en el juicio posesorio, sino por la vía
ordinaria.

Dejamos hasta aquí estudiadas las acciones que con la cla-
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sificati6fi dé generales contempla e1 Código Civil, en el Título
13, Libro 20 estudiaremos en seguida las especiales que en el
TítulCl siguiente reglamenta el Código.

El concepto que guía las acciones anter-iores, es el de las
turbaciones recibidas directamente contra el bien que poseemos,
un ataque inmediato contra el tranquilo goce de nuestra pose-
sió1l'; en cambie, las que a continuación veremos se inspiran
en la defensa del poseedor cuya perturbación le viene de o-
bras 1:) actos <';.ueejecutados en una heredad distinta, puedan
ocasioiiarle algún perjuicio.

(Ccihn'(j Sé ve, es esta una restricción que la ley pone al de.
recho de .demínío, cuyo mejor fundamento lo encontramos en
áqtiél pr ineipío filosdñco que dice: "Mi derecho termina en
donde principia el derecho del vecino", así, si yo construyo
en mi predio una obra, y es a construcción le viene en perjui-
cid al ¡5!í-édievecino; el poseedor de él puede oponerse al ejer-
cíeie de I1lÍo derecho en forma tal.

Só<lenos detendremos en este Título en la apreciación
de aquellos casos que nos conciernen al estudio comparativo
que can el derecho minero pretendemos hacer, haciendo la
enumeración lijera de los otros; tanto más, que la cortedad
del tiempo no nos permite ser demasiado explícitos.

Se inicia el Titulo en su artículo 986 consignando el prin-
cipio siguiente: ,

"El pesee.dor tiene derecho para pedir que se prohiba
toda obra nueva que se trate de construir sobre el suelo
de que está en posesión.

"Pero no tendrá el .derecho de denunciar con este fin las
E1'bi'as necesarias para precaver la ruina de un edificio, acue-
ducto, canal, puente, acequia. etc., con tal que en lo que puedan
íncomcdaele se reduzcan a lo estrictamente necesario, y que,
terminades, se restituyan las cosas al estado anterior a costa
del dueño de las obras.

"Tampoco tendrán derecho para embarazar los trabajos
condueentes a marrtene's la debida limpieza en los caminos, ea-
ñérías¡ acequias etc."

Yen é'l ártículo' 987 dice:
"SOl1obras nuevas deriunciables las que, construidas en el

I1redie\ sirvierlte¡ embarazan el goce de una servidumbre cons-
tituida en él.

"Son igualmente denuncia-bles las construcciones que se
trata de sustentar en edificio ajeno que 110 está sujeto a tal
se:tvidum bre.

"Se declara especialmente enurieiable toda obra voladiza
qbe atraviesa el plano vertical de la línea divisoria de los pre-
dios, aunque no se apoye sobre el predio ajeno. ni dé vista,
bi vierta aguas lluvias sobre él." '
. El inciso primero del ar-tículo 986 en el laconismo de sus
-dos tenglones, envuelve el eterno problema cuya orientación

finitiva será bien difícil alcanzar; tiene él dos aspectos tan
steníbles, cuanto que están apoyados en poderosos argu-
ates: Tomando como base la droctrina aue esbozan los dos
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se a mucha duda la intención del legislador, que al clasificar
las acciones en generales y especiales, lo haya hecho teniendo
en cuenta que para las primeras, los actos hostiles fueran eje-
cutados contra el predio mismo, y las segundas tuvieran cabi-
da cuaudo ellos vienen de obras consumadas en otros predios;
dándole a éstas, el concepto de obras nuevas denunciables; si
así es, evidentemente que tal inciso no corresponde al Título
en el cual está incer tado, sino al anterior que es el que regula
las perturbaciones directas contra la posesión; y como se ve,
en este caso se contempla una perturbación de tal naturaleza;
pero, amoldándonos a la letra del artículo puede fundadamen-
te concluirse que las obras que se trate de construír por otro
en el predio que poseemos son denunciables con el concep-
to de' obra nueva.

Graves pueden ser las consecuencias que de esta noble ,a-
precíación pueden provenir; pues si el ánimo del actor está
guiado por el concepto que lo lleva a interponer el recurso de
denuncio de obra nueva, y el juzgador, por el contrario, apre-
cia en ello un acto de perturbación, probablemente vendrá el
fallo rechazando la efectividad de la acción por su improce-
dencia.

Citaremos para ilustrar mejor la cuestión, el concepto de
dos eminentes jurisconsultos, cuyos pareceres, por estar en
desacuerdo, nos vienen muy al caso:

Dice el Dr. Fernando Vélez en su obra sobre derecho ci-
vil, estas textuales palabras: "Podemos denunciar, para que las
haga suspender, todas las obras que construidas en predio a-
jeno, dañarían el nuéstro o nos perjudicarían en el ejercicio de
un derecho aunque no estén enumeradas en el presente Título
(que es el 14 del libro 20.)": y más adelante, refiriéndose a las
obras de que primeramente trata el artículo 986, afirma que esa
disposición está dislocada en su colocación, debiendo es-
tar incertada en el Título 13 al cual corresponde por su natu:
raleza.

El competente Magistrado del Tribunal Superior de An-
tioquia, Dr. Lisandro Restrepo, no bien conforme con la teo-
ría expuesta por el Dr. Vélez, trata de impugnarla, y al efecto,
tomamos una parte de la sentencia que él dictó en un juicio
posesorio de esta naturaleza, a fecha siete de Marzo de mil
novecientos veintitrés:

"En primer término, habrá de convenirse en que la afir-
mación, consistente en que la acción o derecho que reconoce el
precitado artículo 986, corresponde según su naturaleza a los
casos previstos en el Título XIII, que trata de las acciones po-
sesorias en general, es infundada; y dícese así, porque en nin-
guna parte de nuestras disposiciones positivas civiles se defi-
ne de una manera formal lo que debe entenderse por obra
nueva, y mucho menos se halla en ellas alguna que disponga
de una manera clara y terminante que tales 'obras se hayan de
construír únicamente en terreno ajeno. A tal respecto sólo se
observa que en el precitado Título XIII nuestros legisladores
se concretan a ir exponiendo los varios casos qne dan nací-

, siendo ello así y r'ompierrdo el precitado 986 por declarar
:queesa acción es viable cuando la obra se ejecuta sobre el pre-
dio del dueño que sufre el daño, es evidente a todas luces que
esa disposición es contundente y obligatoria, y que no se pue-
de pasar sobre ella así no más, sobr z todo si se tiene presen-
'te el precepto contenido en el articulo 27 del Código Civil, se-
gún el cual "cuando el sentido de la leyes, claro, no se desa- •
tenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu".

Respetando la autoridad del Dr. Restrepo, no encontra-
mos su argumentación bien aceptable; es verdad que confor-
me al artículo 27 del Código no debemos apartarnos del tenor
literal de la ley cuando su sentido sea claro, pero, parece un
poco forzada la aplicación del precepto legal a este caso con-
creto; pues la duda no, surge acerca del alcance de las pala-
bras, sino en lo tocante a la colocación del artículo, en lo cual
no es tan claro el sentido literal como lo aconseja el ilustrado
Magistrado. una vez que ha llevado la duda y aun la conviccióu
contraria, a la mente de tantos juristas de reconocida escuela:
tampoco será muy clara su expresión cuando debido a la dis-
locación que sostenemos, se vuelve contra el espíritu sí bien
,'Claramente definido, y que con un fin distinto contemplan los
dos Títulos que regulan esta materia; bastaría si no, hacer el
traspaso de la disposición al Título que le precede, y amoldán-
donos a sus mismas palabras, tomando estrictamente su mis-
mo tenor literal sin remontarnos a investigar su espíritu, evi-
dentemente que haríamos otra inteligencia de él sin variarle
una sola coma. Por otro aspecto, estamos acordes que la ley
no define de manera formal el concepto de obra nueva, pero
esto nada nuevo trae para reforzar la tesis que impugnamos
pues si la ley no lo dice claramente, sí se adivina del sentido,
,que llega a ser muy claro, de las varias reglas que prescriben
10concerniente a este tópico; y se adivina mejor aún en la
clasificación hecha por el legislador, que de no estar fundada
en esta concepción de obra nueva, no tendría mayor objeto y
hubiera bastado un solo Título para la materia general.

Además, si la primera de las acciones generales me auto-
riza para que.no se me turbe ni embarace en mi posesión, y
siendo una obra que se trate de construír en mi suelo un ver-
dadero acto de perturbación y embarazo, no podría acogerme
COnmayor propiedad a la claridad indiscutible del tenor lite-
ral de la disposición, que me da el recurso contra los actos de
erturbación? Creemos que sería lo más aceptable, y no tras'
ontarnos a la elección de otras acciones que no alcanzamos
encontrar bien pertinentes,

Conforme a lo expuesto, diremos con el Dr. Fernando
Vélez:que es obra nueva denunciable toda la que constr uída
,n el predio vecino nos cause daño, no obstante que uo sean,

las'que enumera el artículo 987, puesto que él no es taxa.
'vo, y el mismo Código cita otras como son las de los artícu-

998 y 999, Y además los casos especiales que contiene en la
ulación de ~guas en el mismo Título.
Tiene por objeto esta acción gue se impida la obra que se
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esté empezada, yen ciertos casos; si la parte de obra construí-
da ocasiona algún perjuicio, que se destruya. para evitarlo, y
además, que se indmenicen los ,perjuicios recibidos>

Pueden ejercerla los poseedores regulares, los irre'gula-
res y aun el poseedor que fue violento, en los térmih(¡s
que lo expresamos al tratar de las acciones generales. Tam.
bien, si la obra viene en perjuicio de un bien público, como
un camino, una plaza, etc. se da el caso de la acción pepu-
lar o municipal de que trata el artículo 1,005 y sigüietHe, en
virtud de la cual está facultado para ejercer la cualquiera per-
sona del pueblo, sin perjuicio de las que a los dueños de he-
redades o edificios competen.

La acción de obra nueva puede dirigirse como regla gene-
ral contra el dueño de la obra, pero si éstos son muchos
es potestativo dirigirla contra todos o contra cualquiera de
ellos, afectando a los demás la sentencia obtenida contra el
que sólo haya sido demandado. Como en esas obras pertene-
cientes a muchos todos tienen un derecho conjunto en ella, se
justifica el que la acción pueda intentarse contra cualquiera;
tanto más, que si fuera necesario querellarlos a todos, los trá-
mites muy demorados, las dificultades que eN}, el mayor nu-
mero de demandados se presentan entrabarían la acción, ha-
ciendo, si se quiere, nugatorio el fin que se persigue, ya que
los perjuicios continuarían en vigor. Igual derecho se ccncede
a los perjudicados con la obra cuando son varios. Los perjui-
cios no pueden exigirse en el primer caso a uno solo, sino a
todos por partes iguales, porque no sería justo que uno soló
cargara con la indemnización de un perjuicio que por obra
de muchos se causó, y se exige por por partes iguales én
virtud de que la ley presume esa división en los derechos so-
bre la obra, 1", cual no obsta para que los gravad~s 'C'C!th la in-
demnización los dividan en la forma que mejor les parezca.
Cuando son muchos los perjudicados, cada uno no puede.pedir
sino la parte que corresponda al daño que ha sufrido.

:ttl artículo 988 de la citada obra contiene la etra aeccíéñ
posesoria especial cuyo estudio nos importa.

"El que tema que la ruina de un edificio vecino le 13are
perjuicio .tiene derecho a querellarse al Juez para que se man-
de al duefio de tal edificio derribarlo, si estuviere tan deterio-
rado que no admita reparación; o para que si la admite, se le
ordene hacerla inmediatamente; y si el querellado no pr'océ-
diere a cumplir el fallo judicial, se derribará el edificio o se
hará la reparación a su costa.

"Si el daño que se teme del edficio no fuere grave, ba:stárá
que: el querellado rinda caución de resarcir todo perjuicio que
por el mal estado del edificio sobrevenga-" •

Parece por el momeuto que esta acción -no tenga
efectividad sino cuando el estado r-uinoso de un edificio
haga temer algún peligro inminente, pero la ley, en una dis-
posición posterior, que es el artículo 992, la generaliza, ha-
ciéndola extensiva a cualesquiera construcciones o árbolés.
mal arraigados que por su deter-ioro manifiesto estén expues-
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Son varios los derechos concedidos en este interdicto,
dando margen a que el juicio pueda tener distinta er-ienta-
Q.ón según sea el fin que se pretende conseguir, lo cual está
,)-egulé\do,si se quiere, por la naturaleza de la obra, y por su
~YQ.r o menor deterioro, que presente un peligro inmediato

. plernente probable.
En primer lugar puede entablarse denuncio de obra vie-

.,p. para que se ordene al dueño la demolición, si su estado
fuere tal que se haga imposible toda enmienda o reparación;
~n segundo lugar, que se repare si su estado admite la re-
. ;~~a; y, por último, si el estado ruinoso no fuere tan
:q?Jls¡derable no obstante ofrecer algún probable peligro,
~ se intime al dueño .de la obra a rendir caución para ga-

rantizar el pago de perjuicios que puedan sufrirse por su
estado,

Difípil puede ser "n algunos casos una apreciación acerta-
da para fundainentar el fallo judicial en el sentido de repara-
ión Q, demolición: ciertas obras por su naturaleza pueden no
:ei,ara manifiesto la mayor o menor gravedad de su deterioro,
por eso, la intervención pericia! por personas que según el

~so tengan amplios conocimie ntos en la materia, es el medio
"~dicado para llevar a la mente del juzgador un criterio que
'~hag:¡lmás certero en. su decisión.

Empero, si el requerimiento judicial no basta para la con-
ecución del fin que se pretende, el Juez, a petición de parte
~eresada, ordenará que se haga por otro la demolición o la

eparación, en su caso, haciendo imputables los gastos que se
,riginen, al dueño de la obra.

El encargado, de cumplir tal decisión, que bien puede ser
l mismo denunciante, tendrá especial cuidado en caso de re-

'~ción de no alterar la forma y dimensiones de la antigua
~~rucciQn, si ello no fuere indispensableepara precaver el

ligro, estárrdose a la voluntad del duefio cuando se haga pre.
alguna variación, en tanto que esa voluntad se conforme

:~ el objeto que motivó la denuncia.
Una vez derribada o "reparada la obra, quien la hay a he-

.()plj1e~eretener la posesión de la obra reparada o del suelo
ta tanto que el dueño de ella le haya satisfecho las inver-
nes ocasionadas en la consecución de tal fin.

En los otros interdictos el damnificado no tiene mayores
r.icciones para la exigencia de los perjuicios por los daños
!d,o~,aun cuando l~ lesiones sean anteriores a la instaura-
<lelª querelía; no pasa ig·ualcosa .en éste: si la obra, viene

m,.~n9~.pOJ:" detecto de su mal estado, antes de notificar a su
.eñe;> la querella, no habrá lugar a indemnización alguna;

P9Co.la hay. si un caso fortuito trae a tíerra.Ia obra, siern-
que ~,inél no se hubiera derribado por sísola; .pero, si
ué~.de. la notificación la obra cae ocasionando per-juicios
¿n,uJ~cia,nte,esta el dueño en la obligación de Indemnizar-

plenamente.
~~ta acción se intenta contra el duefio de la obra; si son

,tiene aplicación lo dispuesto en el artículo 1005 para
. 'la centra cual .
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pone para Ias indemnizaciones, y que ya estudiamos al tratar
de obra n,ueva. '

A la vez, puede instaurarla todo el qU,e tenga motivo
para temer que el estado ruinoso de cualesquiera construccís.
nes, o árboles mal arraigados pueda venirle en perjuicio; y si
ese peligro amenaza una obra pública, es el caso de la acción
popular que contempla el artículo 1005.

Como el objeto de esta acción es precaver un daño proba_
ble, no prescribe en tiempo alguno, apartándose en esto, de
las reglas que rigen las demás acciones, que, como hemos vis-
to, prescriben en un tiempo mayor o menor, pero expresa,
mente determinado por la ley; lo cual está muy bien, porque
no se justificaría que en tanto haya motivo para temer un peli-
gro, la ley pusiera restricciones a quien debe evitarlo.

La indemnización tanto en la una como en la otra debe
perseguirse en el curso de un año después de sufridos los
perjuicios, pasado el cual prescribe la acción. ,

Otras acciones quedan en este Título que regulan especial-
mente lo tocante a aguas, depósitos, árboles, hortalizas.etc, pe-
ro que, como ya lo advertimos, no presentan importancia para
nuestro estudio, dando. por ello, fin""enesta parte a nuestras
consideraciones y comentarios sobre-las disposiciones civiles,
en las cuales nos hemos detenido tal vez más de lo oportuno,
pero nuestro objeto ha sido poner bases y amplios detalles
que, en seguida nos servirán para la mejor inteligencia
de las disposiciones' mineras por medio del estudio compara-
tivo.

Acciones Posesórias de Minas

Primeramente anotaremos la impropiedad en que incurre
el Código de Minas al encerrar en un solo Capítulo el tratado
y la regulación de todas las acciones posesorias; se aparta en
esto del principio que anima al Código Civil, el cual con mu-
cha propiedad y exactitud, atendiendo a la distinta naturale-
za de algunas acciones y a la.procedencia de la causa en que
ellas se fundan, hizo la clasificación en dos Títulos distintos,
de acciones posesor'ias generales y acciones posesorias espe:,
ciales. En efecto, al par que la ley civil, la minera contiene;
recursos posesorios contra daños y: privaciones que sobre la
cosa misma se efectúan, y tiene otros para oponer aIas per-
turbaciones que resultan de actos ejecutados en propiedades
distintas a la que recibe el perjuicio; teniendo en cuenta est
distintivo, hubiera sido más consecuente la clasificación d
las acciones en el Codígo de Minas; no obstante, y a pesar ~
que todas formen un ,grupo común, conservan en sustanc1

los caracteres que marcan la diferencia entre' unas y otr
Igual que en la ley civil, las acciones posesorias de min

tienden a la consecución de un mismo objeto, y así, se inicia:
con el artículo 320.,
, "Las acciones posesorias tienen por objeto hacer efecti
o conservar la posesión de las minas y de los derechos, reall

___ r _ _ __ "
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Prevaleciendo la sustancia, solo elcambio de ciertas pala-
bras marca alguna diferencia entre esta disposición y la con-
cordante del Código Civil; y de ese cambio resulta alguna va-
guedad al dar entre los objetos de estos interdictos el de hacer
efectiva la posesión, hacer efectivo es algo que no corresponde
exactamente al vocablo recuperar, con que se le quiso reem-
plazar, y que en todo caso hubiera sido más cuerdo y más
propio haber conservado en esta disposición. Tenemos, pues,
que en ambas obras se recupera la posesión que se ha perdido
y se prevalece en el tranquilo goce de ella, por medio de los
interdictos posesorios, y que en ésta, por ser una ley especial
dada para una rama del derecho civil, sólo seprotege la pose-
sión de las minas y de los derechos reales constituídos en su
favor.

Nuestro Código minero, que tiene el invaluable mérito de
ser una obra indígena, concebida en la mente de los legislado-
res Antioqueños, se adapta en muchos casos no sólo al sentido
sino ala identidad de palabras Que usa el Código Civil en dis-
posiciones análogas, y bien porque aquél comprende un radio
más amplio, o por la precisa colocación de las disposiciones
que no corresponde 11 la que se da.e n el Código de Minas a la
misma dísposrción, resulta que el adaptamiento trae frecuen-
tes confusiones; veamos si nó el artículo 321 que dice:

"Sólo el que ha conservado la posesión desde que la ad-
quirió, o que por lo menos tenga título y justifique el pago del
impuesto el año anterior, podrá establecer una acción poseso-
ria." ,

Esta disposición, que al exigir el pago del impuesto por
el año anterior trata de traer el principio que consigna el artí-
culo 974 del C. C.,en virtud del cual sólo después de un año
de tranquila posesión se puede instaurar una acción pose sor-ia,
resulta si no redundante, al menos un poco confusa, pues lleva
al ánimo en la primera apreciación, la idea de que )"Na de
probarse en todo caso el pago del impuesto por el ttrQ..\nte-
rior para poder ilJ~taurar la .acción poses~ria,lo cua[nO:co,hes-
ponde a la reahdaa, pues quien por lo reciente de Slltft.u-l'ono
se ha visto en el caso de pagar el impuesto por años· anter-io-
res, por estar dentro del año que tiene de término para pagar
el primero, evidente que no justificará esta condición, y sin
embargo puede ejercer la acción posesoría en su carácter de
poseedor regular, pagando el impuesto por el año en curso.

Por otro aspecto presenta una grave dificultad que ya ha
sido bien discutida; por sus términos limitativos sugiere la ne-
gación de toda acción posesoria\a quien no tenga título y haya
pagado el impuesto, o mejor, a quien no sea poseedor regular
es hábil para ejercer las acciones posesor ías, no dándose nin-
guna de ellas a quien no 10 sea de esta clase; per o esa limita-
ción queda destruida con sólo revisar la regulación de las dis-
tintas acciones, en las cuales, como ya lo veremos, el poseedor
ordinario que solamente es descubridor v.carece de título, tic-
he'los recursos de denuncio de obra nueva y de obra vieja, ex-
;}>resamenteconcedidas por la ley, y el poseedor violento y
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pojo, impropiamente llamada posesor ia. Parece, pues, que
limitación se haya extensiva solamente a las acciones genera-
les y muy especialmente a la primera de ellas-

Invirtiendo el orden adoptado en el Código Civil, el de Mi'
nas trae como primera acción general la para hacer efectiva la
posesión que en aquella obra ocupa segundo lugar en su artícu-
lo 982. Las reglas para esta acción las encontramos disgrega_,
das en el Código minero en los artículos 323 a 326 incfusive:

Dice la ley que esta acción sólo puede intentarla el posee-
dor regular contra el que haya adquirido sobre su mina pose-
sión ordinaria, violenta y clandestina; y que el derecho de l po-
seedor regular es siempre preferible al-de todo otro poseedor.

Se resumen aquí los dos detalles de quién puede intentar
la acción de restitución y contra quién puede intentarse.

Solamente el poseedor regular tiene el pleno derecho so-
bre la mina, a la vez que su derecho de propiedad vive siem-
pre confundido con el hecho de la pose sión que en materia de
minas puede llamarse propiamente tal, porque, además de que
el pago del impuesto, equivale a la tenencia material, ese pago
es lo único que hace conservar la posesión; por tanto, sola-
mente esta posesión está plenamente definida por linderos pre-
cisos y determinados; y si nada más que ésta llena los requi-
sitos que le hacen fácilmente determinable, a ella sola debe
ser dada la acción de restitución, porque en los otros casos se
haría imposible restituír la posesión de algo que no tiene exis-
cía real, una vez que no sabe en dónde principia, en dónde
termina, ni qué comprende; el poseedor ordinario de aviso, p.
e: que entre todos los otros es el único que goza de algunos
atributos por su descubrimiento' o restauración, no tendría ob-,
jeto al entablar un enterdicto para recuperar una posesién
que él mismo no sabe en donde existe. porque no se logrará
Iocalizar la a defecto de la mensura que no se le 'ha hecho, y
tanto más que él solamente está en vía de hacerse verdadero
'po~~\I,')r, Por esto es muy consecuente la limitación establecí-
da/en eslte caso. en no dar la acción para hacer efectiva la po-
sesión .sino a los poseedores regulares.

, ~n éste pnnto difieren las dos obras que venimos compa-
rando, pues en derecho civil pueden intentar esta acción los
poseedores regulares, los irregulares y aun los violentos, te,
níerido en cuenta respecto de estos últimos la explicación, que
en lugar adecuado dimos.

La ley minera por una ficción impropia admite la simulta-
neidad de dos o más poseedores regulares en una misma mina;
basta sólo que sean varios quienes la titulan y quienes a la vez
pagan el impuesto para considerarlos regulares; pero esto no
pasa de ser una ficción sin fundamento, pues ya sabemos que
la posesión regular es la posesión por excelencia y la única
que en esta materia tiene importancia de tal, y no sólo eso, si-
no que la ley al conferir la calidad de poseedor regular no
presume a éste dueño sino que le acompaña todos los, atribu-
tos de propietario, haciendo una fusión íntima entre la pose,
sión regular y el derecho-de propiedad; ahora bien, quieneS
hayan titulado posteriormente la mina, no.obstante su

el cumplido pago del impuesto, no adquieren en realidad ni
,s atributos de simple poseedor ordinario, y de ahí que es in-

lust'ificable dar a un estado tan ficticio como este el nombre de
osesión regular, que encierra en sí tantos derechos. Pero si
ley así los llama, asf habremos de llamar-los ,nosotros, y vea-
os de buscar-le aplicación a esa múltiple designación.

Parece que, a la letra del artículo 323, solamente pudiera
:tentarse la acción que' nos ocupa contra los poseedores ordi-
arios, violentos y clandestinos, pero el artículo 235 al decir-
os que entre dos o más poseedores regulares habrá preferen-
ia por razón de antigüedad, nOStrae el convencimiento de
De'no solamente puede intentarse esta acción contra los an-
S enumerados, sino también contra un poseedor regular, es
ecír, que se da a un poseedor regular contra otro de su mis-
.acalidad; esto queda ampliamente confirmado y de manera
ay explícita en el Capítulo de los juicios posesorios, artfcu-

:os 418 y 419.
'Esta acción, tal como está concebida en el Código de Mi-

as, no 'tiene la explícitud que caracte riza la que consigna el
digo Civil en lo tocante a indemnización de perjuicios; ésta,

espués de establecer el derecho, objeto principal de la que.re-
.a,faculta expresamente para la exigencia de perjuicios, e in-
lea las personas a:quienes se puede obligar-; en cambio, aqué-

guarda silencio sobre este detalle. No obstante que la dis-
osicién minera nada expresa a este respecto, creemos deba
ntenderse la misma facultad que el Código Civil consagra,
es de la naturaleza de la acción es la indemnización de per-
mos. Además, si en el interdicto de perturbación se concede
te derecho, con tanto mayor razón debe entenderse conce-
''',0 cuando totalmente se ha per-dido la posesión a virtud de

do injusto por otro ejecutado.
EJ demandante debe, pues, acompañar la prueba de pose-

",<Snen la forma .que la 'ley exige en el artículo 321, ya la vez
acción le da derecho a pedir que se le restituya a su estado

e tenedor material a que su calidad 10hace acreedor, y que le
demníce los perju'icios que haya recibido.

Discrepan también las dos legislaciones en cuanto al tér-
íne para instaurar la acción. En la civil prescribe si no inten-
en el año después de perdida la posesión; en la minera no

¡rescribe en ;tiempo alguno, Encontramos como razón para° que 'la calidad d~ poseedor regular con la sola condición
,el pago del impuesto, subsiste contra toda eventualidad y
•. tra cualesquiera posesiones que se le opongan, y que no
endo éstas sino simp les ocupaciones materiales sin prerro-
¡va alguna de posesión, no habría para que limitarleal ver-

,adero pos eedorIa facultad de hacer efectivo su derecho de
a manera sumaria, tanto más que los otros jamás llegarían
'n su posesión, por larga que fuese. a adquirir el dominio por
'escripciónj pues si la acción no prescribe en tiempo alguno,
cho menos prescribe el derecho sobre la mina.
Al tenor del artículo 328 del C. de 1\'1." El poseedor tiene
cho para pedir que no se turbe o embarace en su pose-
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ha recibido, y que se le dé seguridad contra el que fundada-
mente teme."

Es esta la acción de perturbación que el Código de Minas
contempla como la segunda entre' las generales, conservando
las mismas palabras que el Código Civil, a excepción que el
uno habla de daños y el otro de perjuicios.

En cuanto al objeto y efectos de este interdicto, andan en
idénticas proporciones tanto en una legislación como en la
otra

Puede pedir el poseedor, en primer lugar, que no se le
turbe o embarace en su posesión; y aquí cabe mayormente la
razón que para ello dimos al tratar de la acción civil, o sea, lo
respetable que es todo derecho; y decimos mayormente, por
que como ya lo hemos enunciado varias veces, aquí no hay ya
presunción de dueño en el poseedor, sino que la posesión re'
gular y el dominio Ilegan a ser algo inseparable. Comprende
este derecho el de hacer cesar los actos que ocasionan la per-
turbación o embarazo. Puede, además, pedir el poseedor que
no se le despoje de su posesión. Esta acción es idéntica a la
que trae el artículo 977 del Código Civil, pudiendo, por tanto,
traer y dar aplicación a ello sin variar una coma los mismos
comentarios y detalles que en el estudio de la otra hicimos.
Puede, dicen, pedir que no se le despoje de la posesión; tanto
la una como la otra usan.inadecuadamente el término despojo,
que es adaptable, no a este caso sino a la acci6n que especial-
mente consagran ambas obras para cuando de despojo se tra.
te; no parece, pues, que en la acción de perturbación haya pro-
piedad jurídica en el uso de vocablos que por su significación
pertenecen a otro interdicto, bien distinto por cierto. La facul-
tad de exigir perjuicios tanto en derecho minero como en civil
es propio de otro juicio que el mismo posesorio, porque el ob1

jeto de éste sólo dice relación inmediata a lo que a la posesión
concierne, siendo aquello una facultad accesoria de los dere-
chos que del recurso posesor io se desprenden. Por último, pue-
de el poseedor pedir que se le exija al perturbador o a aquel
de quien fundadamente teme,la rendición de las cauciones ne-
cesarias para precaver los actos de perturbación o embarazo.

Un tanto confuso es este artículo, hasta el punto de llevar
a la mente la duda acerca de cuales sean los poseedores que
pueden ejercer la acción posesoria de perturbación. Tomando
a cuenta el principio contenido en el artículo 321 habrá de
concluirse que sólo el poseedor regular es hábil para ejer-
cerla, pero mirando hacia fundamentos más lógicos, no se ve
la razón para que la ley niegue este recurso al poseedor ordi'
nario de aviso, a quien ella concede algún derecho y tantas
facultades, y que sin él, no podría ponerse a salvo en el curn-
plido ejercicio de ellos; parece, pues, que sea más cense
cuente admitir tal recurso en favor del poseedor regular, Y
también del poseedor ordinario, que 10 sea por descubrimiento
o restauraci6n.

Este interdicto, a diferencia del anterior, prescribe al ca-
bo de un año completo contado desde el último acto de mo-

a.carecer
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de esa limitación ya que las mismas razones que acompañan
a aquél para no tener-la, también son propias de éste.

El artículo 329 consigna a la letra la siguiente regla:
"El usufructuario es hábil para ejercer por sí las acciones

y excepciones posesorias, dirigidas a conservar el goce de sus
respectivos derechos, aun contra el propietario mismo. El pro-
pietario es obligado a auxiliarlos contra todo turbador o usur-
pador extraño, siendo requerido ai efecto."

y én el artículo 330compromete al propietario en las sen-
tencias obtenidas contra el usufructuario, salvo cuando se tra-
te del dominio de la finca o de derechos anexos a 'él, en cuyo
caso, no le afectará la sentencia sino cuando haya intervenido
directamente en el juicio.

Entre los bienes raíces, que por ser tales están ampara-
dos por el recurso de las acciones posesor ias, hay unos que
son susceptibles de la constitución de un usufructo; a esos mis-
mos, a otros que son capaces de soportar un gravamen más

• limitado que el anterior, si bien que guarda con él una gran
semejanza, al cual la ley llama derecho de uso, y.a otros bie-
nes, por su naturaleza adecuada, se les puede limitar constitu-
yendo en ellos el derecho de habitación. Trayendo para el ca-
so, el principio de derecho en virtud del cual lo accesorio si-
gue a lo principal, nos damos al conocimiento de la razón que
movió al legislador al dar el usufructuario, usuario y habita-

. dor, para la defensa de la posesión de sus derechos acceso-
rios la misma acción que ha establecido para amparar la pose'
sión del derecho principal, que es el de propiedad. Es verdad
que los titulares de estos derechos no pasan de ser sim-
ples tenedores del bien que usufructuan, usan o habitan, pero
también lo es que en virtud de este gravamen el bien aparece
como fra,Fcionado en dos derechos: el del mismo propietario,
que a pesar de su limitación conserva la posesión del derecho
principal, y el de el usufructuario, usuario o habitador que no
obstante su simple calidad de tenedor está en plena posesión
del derecho accesorio; por ésto, aun cuando ambos derechos
están circunscritos en un mismo bien, en su calidad de dere-
chos son independientes el uno del otro, y de ahí, que se jus-
tifique la medida legal al ampararlos indistintamente con los
interdictos posesorios, y que cuando se trate de la posesión
del dominio sea al posedor correspondiente a quien le con-
cierne defenderla, no obligándole sino las sentencias obteni-
das contra él mismo, y cuando se relacione con la posesión de
los otros derechos, pueden sus respectivos titulares amparar-
la, buscando apoyo si quieren en el posedor principal o nudo
propietario. En tal forma está consignada esta regla en el ar-
tículo 978 del Código Givil. La legislación de minas, que sola-
mente l'f,;gulalo que al derecho minero concierne, tiene en
muchos casos que ser limitada en la extención de los princi-
pios que consagra, restringiendo así el principio igual, conte-
nido en la legislación civil. En el artículo 329 de la obra mine-
ra encontramos una limitación de esta clase: Solamente se dá
n ella a quien tenga derecho de usufructo sobre una mina

habilidad para ejercer las acciones y excepciones poseso-
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rias, a diferencia de Ia otra obra, que también Ia da al usua-
rio y al habi'f:ador; pero es que los bienes que son materia de
regulación .en el derecho civil son capaces de soportar los gra-
vámenes de uso y habitación, al paso que las minas, por su
naturaleza, no admiten estos gravámenes, siendo apenas sus-
ceptibles de cargar con el derecho de usufructo; pudiera .por
el mamen-to creerse que el derecho de uso sea también .adapta-
ble a una mina, pero la-limitación que ,le es propia hace .im-
practicable su efecti~idad. -

-Esta díspoaicién -no'solamente por su situación sino por la
carencia de un vocablo, hace un tanto oscuro su alcance; en
efeoto, además de estar colocada en seguida de la acción gene-
ral de perturbación, dice que el usufructuario .es hábil para
ejercer las acciones y excepciones dirigidas a conservar sus
respectivos derechos, catlandose el vocablo conque se designa
el o'h-ode los objetos de estos interdictos; no dice, pues, sí el
usufructuario es hábil para ejercer las acciones apropiadas pa-
ra -recuperar la posesi6n de sus derechos, el principio funda-
mental consignado en eí Código Civil que expresamente 'habla
de ccaservar y recuperar, y enano el objeto de 'las acciones
posesorras y -tantas circunstancias más, llevan a la conclusíón
de que el usufructuar-io de que habla el artículo 329 que co-
mentamos. no solamente es hábil para ejercer las acciones de
per-turbación sino también las que tienen por objeto recupe-
rar la ·posesión. .

Las aguas 'para Ias minas son un derecho anexo al domi-
níe de ellas. participando la misma suerte que éste corre, por
eso la posesión de las aguas también puede defenderse con
las 'acciones 'poses orias ; pero como ese derecho por ser anexo
al dominio de la mina concierne Jinicamen'te al rmdo propieta-
rio, no pueden afectarle a él las sentencias que respecto de
ellas se den contra el usufructuario, como no le afectan las
que -al dominio se refieren. Como ésté, 10s otros derechos
anexos al dominio de la mina, prevalecen si en el juicio no ha
ínterveaído su verdadero poseedor.

El usufructario puede intentar la acción contra el mismo
propietario, porque éste tiene que respetar la posesión de un
derecho que a otro pertenece, y que. antes bier., debe favore-
cer S·U tranquilo goceen la forma que vimos al comerrtar esta
disposición al tenor de la 'legíslación civil.

Continuando en la aplicación del principio de <;lue10 acce-
sorio sigue a lo principal, aun cuando la ley no 'lo dice, 'hemos
de sostener que las acciones -dadas al usufructuario prescriben
ó son de duración ilimitada, en forma igual que lo son Ias da-
das 'a 10s poseedores principales.

Dice el artículo 331 del Código de Minas:
"'Todo el que violentamente ha sido despojado, sea de la

poseaión.aea de la mera tenencia, tendrá derecho para que se
restablezcan las cosas al estado en que antes se hallaban, sin
que para esto se necesite probar más que el despejo violento,
y sin que se pueda objetar clandestinidad o despojo anterior.

Este derecho prescribe en seis meses"
Con un pequeño cambio de val
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serva el mismo principio contenido en el artículo 984 del Có-
digO'Civil. Cuando nos dimos al estudio de la diposición últi-

. mamente citada, pudimos apreciar su gran impropiedad y 10
extraño que es al tratado de las acciones posesorias: porque,
como aflá 10dijimos. contraría el objeto de las acciones, que es
conservar Ó recuperar la posesión, y no la tenencia, que pue-
de' prevalecer por medio de sus acciones correspondientes.
Por ser iguales los principios es idéntica la impropiedad en
que incurren tanto el Código Civil como el de Minas. Tanto
err el uno como en el otro se aparta esta acción de ras reglas
gtm'erafes que regulan las otras, ya que en ésta es indispensa-
ble establecer la prueba de posesión, en tanto que aquélla tie-
ne cumplido efecto con sólo probar el despojo violento. Su
término de prescripción marca otro distintivo que la hace di-
ferenfe alas demás; y, por ülfimo, su objeto, que sin tener en
cuenta posesión, ni nada, sólo es el de volver las cosas al es-
tado en que antes de la violencia se hallaban.

Puede ejercer esta acción cualquiera que sie,ndO'poseedor
o no, se ve privado violentamente de la posesión o de la .te-
nencia: y se puede ejercer contra quien quiera que seas el que
ejecute la violencia, aun cuando tenga la ca-lidad de poseedor
regular, y no obstante que antes haya sido privado violenta-
mente de su posesión: por-que la ley no puede autorlzar que el
damnificado repare los daños que baya sufrido, recurniendo a
la ejecución de otros daños, teniendo, COlDO tiene, el favor de
las autoridades. que lo protegen, cuando, a ellas reclame auxilio;
y porque, en :fin,nadie puede hacerse justicia por su; ¡;>ropia
mano.

A.un-€uando la disposición minera no lo dice explícitamen-
te como la hace el Código Civil, después de restablecidas" las
cosas' al estado en que antes de los actos violentos se halla,
ban, queda, a quienes se crean con derecho, la facultad de ejer-
cer las otras acciones posesorias que al caso correspondan.

Dejamos así hecho el estudio de los interdictos que en la
l~islación minera tienen el carácter de generales; fácilmente
se puede apreciar cuán de cerca anda esta obra en sus dispo-
siciones con las reglas que para casos análogos trae el Código
Civil; semejanza que busca los límites de la identidad en las
accíorres de perturbación y de despojo. Contemplaremos aho-
ra los írrter'dictos especiales, que ya en esta parte de nuestro
estudio se limitan al denunciode obra nueva y de obra vieja,
pues. la l'ev'minera prescinde de los casos concretos sobre
aguas, y' otros que especialmente regula el Código Civil.

Obra Nueva
Seguramente resultará muy simplificada y concisa la con-

ideracfdn que hagamos alrededor de este interdicto, pues los
ceptos enunciados, las opiniones traídas y los detalles da-
al tratar de la misma acción ante el derecho civil, tienen

fecta aplicación para este caso, pudiendo, por tanto, omitir
a" .. " .. .
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recordar en parte los que allá hicimos y amplir en otras los
que puedan servir para complementar nuestro estudio.

Dice el artículo 333 del C. de Minas:
"El poseedor regular de una mina, y el descubridor o res-

taurador que no hubieren perdido sus derechos, pueden pedir
que se prohiba toda obra nueva que se trate de construír, y
que pueda impedir o dificultar el laboreo de ella.

Pero no tendrán derecho de denunciar con este fin las
obras necesarias para precaver la ruina de un edificio, acue-
ducto, canal, puente, etc. con tal que en lo que puedan íncomo.
darles se reduzcan a lo estrictamente necesario, y que termi-
nados, se restituyan las cosas al estado anterior, a costa del
dueño de las obras.

"Tampoco tendrán derecho. para embara~ar los trabajos
conducentes a mantener la debida limpieza de los caminos,
acequias, cañerías, etc."

Consecuentes con la teoría que hemos venido sosteniendo,
sentamos como base para la inteligencia de esta rlisposisión,
que obra nueva denunciable es toda aquella que construída
en otro predio puede causar daños al nuéstro. Además, el
Código de Minas se hace más propio en el concepto que su-
gierede obra nueva, al omitir la designación del predio sobre
el cual deba ejecutarse la obra para que tenga la calidad de
tal; y es más propio, decimos, porque al dar facultad para el
denuncio de obra nueva no indica la localización que ella de-
ba tener, aceptando consecuentemente la doctrina que ha ins-
piradola clasificación de las acciones en generales y especia-
les, y que, si bien en esta obra no está expresa, la conserva en
sustancia ·con sus mismos caracteres; por otra parte, se hace
más explícito el Código en el concepto de obra nueva, al indi-
car algunas de ellas que son denunciables, expresándose en
esta forma:

"Artículo 334. Son obras nuevas denunciables, las que
construidas en el predio sirviente, embaracen el goce de una
serviduinbre constituída en el favor de una mina cualq4iera·'.

Aparece del espíritu y casi de la letra de esta disposición,
que es necesaria 1a existencia de otro predio distinto Que la
mina, en la cual se ejecute la obra, para que ésta tenga el ca-
rácter de denunciable conforme el artículo 333. Son denuncia-
bles según el citado artículo; las obras que construidas en el
predio sirviente embaracen el goce de una servidumbre co ns-
tituída en él a favor de una mina cualquiera; pero esto no debe
entenderse como taxativo, ya que la disposición solamente.
trae ejemplo de alguna de ellas, y que fuera de éstas hay otras
que construidas en predios distintos, sin embarazar servidum-
bre alguna, ocasionan perjuicios a la mina, haciéndose por ello
denunciables.

Para que en derecho civil sea una obra denunciable es ne-
cesario que ella embarace o perjudique la posesión de otro
predio; el Código de Minas va más allá, ampliando este con'
cepto hasta el campo de las probabilidades; en efecto, para
denunciar una obra nueva al tenor del artículo 333, basta que
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cir, que haya la posibilidad o probabilidad de impedirse o al
menos dificultarse el laboreo de la mina. Esta apreciación tan
ilimitada. que no concuerda con la que anima al Código Civil,
tiene su fundamento en la especial protección que el legisla-
dor antioqueño daba a la industria minera, por ser ella la de
mayores proporciones, la más prometedora y casi la única de
consideración que existía en la época en que fue expedido el
C6digo.

Es muy explicable la prohibición establecida en los dos
últimos incisos .del precitado artículo 333, en virtud de la cual
no pueden denunciarse las obras necesarias para precaver la
ruina de un edificio, canal yotras semejantes, y los trabajos
conducentes a mantener la debida limpieza de los caminos,
acequias etc., en primer lugar porque esas obras yesos traba-
jos son de una duración transitoria, y en segundo lugar porque
ahí entran en juego el de rcclro v la couveniencía püblicos. ya
que la sociedad está interesada en que los edificios, acueductos,
puentes y en general cualesquiera construcciones de esta: na-
tt(ralezá, se conserven en un estado de seguridad que no pue-
dan venírle en peligro a los as ociados: y también que los ca·
minos, acequias, cañerías, etc., presten su conveniente servicio
sin presentar obstáculos para el tránsito o algún peligro para
la salubridad. Concretando el fundamento de los dos incisos
enunciados, podemos expresarlo en el principio de. derecho
que hace prevalecer el interés general sobre el particular. Pe-
ro, si se limita el derecho del minero en esta forma, es lógico
también poner valla a los abusos, obligando al constructor de
la obra o trabajo, que se limite a causar las incomodidades que
apenas sean necesarias para logra!' el fin que se pretende, y
que nua vez lo haya logrado, restituya a su costa las cosas al
estado en que antes estaban.

Este artículo tiene la especialidad de establecer una excep-
ci6n al principio general contenido en el artículo 321; pues 'ya
no es solamente el poseedor regular quien puede intentar este
interdicto, sino que le es dado tam bién al poseedor ordinario
cuya posesión le venga por descubrimiento o restauración;
muy lógica parece esta excepción, una vez que si así no fuera,
el descubridor o restaurador se vería, en un caso dado, impe-
dido para hacer uso de las facultades que la ley le consagra,
por carecer de un medio apropiado para hacerlas valederas.

Se ha sostenido la teoría de que una obra no puede ser
denunciable sino en tanto que esté en construcción, pero que
una vez construída, ya pierde ese carácter;. los sostenedores
de ella concretan su argumentación en el antiguo Código pro-o
Cedimental, en la parte que desarrolla esta materia, artículo
1337 y siguientes, de los cuales el citado dice así:

"El que se! crea perjudicado con la obra o construcción
Rue otro hace, puede demandar la suspensión de dicha obra

todo o en parte, ante el Juez. del lugar en que ella se está
iendo» (Subrayo yo).
Dicen, Que al referirse la disposición a la obra o construc-

e.se.hace. es. por
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adaptamiento a la letra de la ley, haciendo caso omiso de su in-
tenci6n; no tiene, '-por otra parte, un fundamerrtcdurfdico apre-
ciable; tantas obras hay que en el transcurso de pocos dfas;y
aun de horas se pueden construír, con las cuales se reciben
perjuicios de grandes proporciones, V que, por la rapidez ,d'e
Iaccnstruccíón no le haya sido posible darse cuentade-ella-an-
tes de su terminación a quien resulte perjudicado, no pudien-
do por tanto hacer valederos sus derechos; y no se ve una
raz6n bien convincente para que por esta sola circuntanciase
le haya de negar un recurso cuyo objeto principal no debe-
mos limitar en tal forma, so pena de hacer nugatorios los 'fi-
nes que la ley persigue.

La acción de denuncio de obra nueva prescribe 'al cabo
de un año; nada más dice la ley; de su laconismo han surgido
serios conflictos, emanados de las distintas apreciaciones-que
se han marcado acerca del momento preciso en que deba rpr'in-
cipiar a contarse el año al cabo 'del cual prescribe -la acción
Tres son las teorías que con mejores o peores argumentos se
han dado a la discusión y han sido sostenidas con calor:

Para unos, el año principia a contarse desde .el -momento
en que se da comienzo a la obra; sostienen otros que no em-
pieza a correr sino desde que la obra ocasione-algún perjuicio;
y, por último, argumentar otros que el año corra desde 'que
la obra se ha terminado.

Contemplando la primera de esas teorías,' encorrtrames
que son muchas las obras que en su construcción tardan 'no
sólo un año sino varios; y que por esa tardanza -puede pasar-
.se un año y aun más desde que se principió sin que la-parte
construida presente un aspecto delque pueda esperars e-algün
peligro futuro; que por esto 'el dueño de la,mina, no se oponga
a ella antes del año contado en esa forma, porque careoe de
fundamento para esperar que pueda impedir o -siquier'a- difi-
cultar las labores de su mina, y que, siendo así, no llega a jus-
tificarse que para lograr éxito tenga que denunciar la obra
dentro de un término en el cual no llega siquiera a prever que
pueda ocasíonarle algún peligro. Por otro aspecto, el-cons-
tructor, que sabe que con su obra va a ocasionar perjuicio a
otro. puede muy bien darle principio y luégo suspenderla.por
algún tiempo, al. cabo del cual la continúa, de manera que cua-p-
do el damnificado se entere de ello ya se le haya transcurrido
el año; en el primer caso se pondría al presu-nto agraviado en
la difícil circunstancia de denunciar una obra que en su ~!fta-
do inicial no dé, fundamento alguno al dietamen per'ieial, .para-
apreciar Ios posibles peligros que puedan motivar su concepto
de suspensi6n o demolición, haciéndose tan nula su·' acción
como si careciera de ella: o en cambio, para evitar este pro-
bable fracaso, abstenerse de denunciarla .en tanto que teng,a
mejores fundamentos para .~otivar la acción, en la espera' de
los cuales le sorprendería líf' prescripción, sometíéadolos pa-
ra salvar sus intereses a las complicadas· e intermínables tra-
mitaciones de la vía ordinaria. En el segundo caso llegaría la
ley, si tal dispusiera, a hacer el fli)Dl,entode una palpable in'
moralidad. ,.\~
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La segunda de las teorías, o sea, que el año se cuente
desde que principien los perjuicios. aun cuando se plantea con
funda,Dlentos .más razonables, no llega a hacerse plenamente
s~isfact0ria, ya que es bien difícil precisar el- momento desde
el cual la obra pueda considerarse como perjudicial, para efec-
to de, tener una base cierta que sirva de partida' para contar
el,apo de, prescripción.

Por las razones expuestas hemos llegado a la convicci6n
de que sea más adaptable a los dictados de la equidad y se 10-
gr~n .los, fines que la ley, persigue, contando el año de pres-
cripción desde el momento en que la obra se haya terminado.

Esta.acción adolecía de la mayor ineficacia por la deficien-
cia de la parte adjetiva en la vigencia del antiguo Código [udí-
c,ial; conforme a la ley procedimental- de entonces la única
sanción que tenía el constructor de la obra si no la suspendía
o derribaba, según el caso, en el término fijado por el Juez,
era elhacer se,responsable de los perjuicios que con su cons-
trucción ocasionara; pero el interesado para conseguir la sa-
tisfacción de esos perjuicios, tenía que demandarlos en juicio
ordinario, cuya duración se hacía muchas veces interminable,
anulando hasta.cierto punto la sanción impuesta por la ~ey.
Afortunadamente el Código judicial que actualmente está en
vigor salvó este inconveniente, facultando al Juez para hacer-
se obedecer en sus fallos, a que imponga multas sucesivas de
cincuenta.hasta mil pesos.

Denuncio de obra vieja
Las disposiciones que reglamentan este interdicto en el

C6digo de Minas son exactamente iguales a las que para el ea-
so contiene el Código Civil, tan sólo el cambio de algunos vo-
-eablos, que es necesario a virtud, de los distintos bienes a que
se refieren" establece alguna diferencia entre las dos obras,
pero que sin embargo, no afecta en nada su precisa identidad.

Este interdicto que es de ordinaria aplicación en materias
civiles, no es tan frecuente en asuntos mineros, y ello, porque
~on bien; pocos .los casos en que una obra ruinosa presente al-
afún peligro a las labores de las minas, o la de, lcaedificíos y
copstnu.cciones,que de ellos dependan.

De bemos anotar que aun cuando el artículo 335, del C6di-
lo minero. sólo hace mención de edificios que amenazan ruina
e;s~ recurso se extiende a cualesquiera construcciones que por
~u mal estado puedan ocasionar algún peligro; así lo dispone
dartículo 338.

Igual que en el Código Civil, puede el minero pedir que se
:re~are el edificio si fuere posible; que se derribe si su estado
fuere tal que no admita reparación, y, por último, si no es tan
-Crave el daño, que se le exija caución al dueño' para garantizar
el ¡>agode perjuicios que puedan sobrevenir. La actuación del
Juez que será rápida y secundada por e) dictamen de peritos

'spondr~ sumariamente y según la mayor o menor gravedad
. 1caso la reparación o demolición de la construción, o exí-
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un término prudencial para la ejecución de su fallo; pero si el
querellado no se aIlanare a cumplirlo, dará posesión de la obra
al querellante para que le dé cumplimiento dentro de un mis.
mo término por el Juez fijado, y con la facultad de retener la
obra o materiales hasta que el querelIado le satisfaga los gas·
tos de reparación o demolición.

En esta legislacíon, como en la civil, rige el principio que
no da lugar a indemnización de perjuicio alguno, si la construc-
ción cae antes de notificar la querella, o por un caso fortuito,
sin el cual la obra no hubiera caído.

Conforme al principio general planteado en el artículo
321 parece que esta acción sólo pudiera intentarla el poseedor
regular, pero los términos claros del artículo 337 nos dicen lo
contrario; oigámoslo:

"Si notificada la querella, cayere el edificio por defecto de
su mala condición, se indemnizará de todo perjuicio al dueño,
descubridor o restaurador de la mina, etc."

Es decir, que si no solamente se debe indemnizar al due-
ño, sino también, en su caso, al descubridor o restaurador, es
porque éstos en su calidad de poseedores ordinarios también
pueden intentar la acción.

En los dos interdictos, cuando se haya de prohibir, des-
truír o enmendar una obra perteneciente a muchos, es facul-
tativo del querellante dirigir la acción contra todos o contra
uno de ellos; pero, por las razones que ya conocemos, no pue-
de exigir el pago de perjuicios sino por partes iguales; a la vez
que si el daño que se espera afecta a varios, cualquiera de
ellos puede entablar la demanda, pero cada uno no podrá exi-
gir el pago de perjuicios sino por los daños que él mismo ha
sufrido, teniendo en cuenta, por supuesto, que no haya legiti-
mado personería relativamente a los otros.

Estas indemn izacioues tanto en la acción de obra nueva
como en la de obra vieja, deberán exigirse en el término de
un año so pena de prescribir la acción, pero no hay. prescríp-
ción alguna para el recurso que tienda a precaver un daño,
porque, como ya lo dijimos, mientras haya justo motivo de te-
nerlo no puede haber justo motivo que fundamente la prrva-
ción a quien lo espere, de una acción rápida mediante la cual
pueda evitarlo.

Quien no haya intentado la acción de obra nueva en el
término de un año que le da la ley, y en la forma que ya cono'
cemos, sólo podrá recurrir a la vía ordinaria, pero también es-
ta acción le es negada, sí, según las reglas dadas en el Código
Civil por las servidumbres.vha prescrito el derecho, Tiene es-
to su razón de ser, en que ya se ha establecido una limitación
al dominio de la mina a virtud de un derecho constituído a fa-
vor de otro por el transcurso del tiempo necesario que llega a
la prescripción.

En esta forma damos por terminado nuestro estudio, Y
con él, queda cumplida la exigencia reglamentaria.

MedelHn, Julio 8 de 1924.
JORGERESTREPOHoyos.

E:studiante de 20. año
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LETRAS PERJUDICADAS.
Para el' Dr. Agustín Villegas

Hace algunos meses publiqué un escrito sobre el tema
que enuncia el epígrafe de éste, en el cual sostuve que no de-
bía enmendarse el artículo 154 de la ley 46 de 1923, que
se decía que había sido erróneamente traducido del texto de

ley americana. Indiqué entonces que la corrección aÍ>eteci.
as por algunos plantearía graves problemas jurídicos relati-
vos a la responsabilidad de las partes en las letras perjudica-
das, y sugería la idea de que la reforma debía concretarse a
cambiar el artículo 154 en el sentido de declarar simplemen-
te que si la letra noes protestada en tiempo oportuno por
-falta de aceptación o de pago, caducan los derechos del tene-
~or.

El artículo 154 citado decía que en el evento de falta de
oportunos protestes, "El girado y endosantes quedan libres".
A propósito de este artículo dije en la ocasión aludida: "Si la
hueva legislación consagrada en la ley 46, citada, se hubiera
reducido a decir que si la letra no es protestada por falta de
pago se tuvieran por caducados los derechos del tenedor, to·
das las reglas del antiguo Código expresadas antes, se aplica-
rían para resolver el asunto, mas no fue así: Se estableció
que por falta del protesto quedaran libres al girado y los en-
dosantes; "

Hoy se puede hacer la misma observación. El Congreso
pasado se dejó llevar de la advertencia sobre error en la tra-
'¡ducción,e hizo la corr-ección que se indicaba, sin estatuir nada
sobre las consecuencias. (1)

De modo que la oración discutida del artículo 154 de la ley
46 de 1923, quedó cambiada según lo dispuesto en el artículo
10. de la ley 8<1 de 1925, así:

"Cuando una letra es rechazada por no aceptación, debe
,er debidamente protestada por tal motivo; y la que no ha si-
do rechazada por no aceptación, sino por falta de pago, debe
·ser protestada por este motivo. Si no es protestada, el girador

:.:r endosantes quedan libres."
Para quienes vemos las cosas desde lejos, parece un hecho

Olllpletamente inexplicable el de que el legislador colombia-
J;l0 de 1925, no se hubiera penetrado de la dificultad que vie-
,ea plantear esta disposición seca y absoluta sobre libertad
el girador, ante la variedad de situaciones jurídicas que se
'resenta según que haya o no provisión de fondos, sea que
'Curra o no la quiebra de alguna de las partes que intervienen
n la letra y dadas las eventualidades sobre compensación de
eudas entre las partes. Es el caso de repetir que. dados los
,ntecedentes legislativos, la oración final del artículo citado

[1] El distinguido abogado Dr. Láz aro Tob6n, sostuvo la tesis de
I~el error anotado en la traducción del.texto americano debía corre-
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ha debido ser ésta: "Si no protestada, la letra queda perjudi.
cada;. y se observarán entonces las reglas del Código de Co.
me rcio Terrestre sobre letras 'perjudicadas." Tales anteceden.
tes legislativos son muy claros. '

Efectivamente, el Código español de 1829, en su artículo
489"decía simplemente:

"Las letras que no se presenten para cobrar-las en día de
8,11, venciiniento, y en defecto de pago se protesten en el si.
guiente, se tienen por perjudicadas", y luégo agregaba el artt,
culo 490:

"Quedando la letra perjudicada, caduca el derecho del por.
tador contra los endosantes, y cesa la responsabilidad de és-
tos a las resultas de su cobranza".

"En cuanto al derecho que pueda conservar el portador de
una letra perjudicada, contra el librador, se observará lo dis-
puesto en los artículos 453 y 454". Los artículos que aquí se ci.
tan y el 541 traían excepciones relativas a la caducidad de la
letra, contra el librador y en dosantes,

El Código de Comercio chileno, declara que en las
perjudicadas caducan los derechos contra el librador yendo.
santes, pero no de una manera absoluta, sino con restricciones
relativas a la quiebra del librado, al caso en que el librador se
halle saldado en sus cuentas con el librado y al en que el Ii-
brador no haya hecho oportuna provisión de fondos (artícu
los 651. 700 y 702 del C. Chileno). '

El Código de Comercio de Panamá, en vez de decir como el
chileno que el Iibrador y endosantes quedan libres, dijo de es-
ta manera, más aceptable en nuestro concepto, siguiendo sin
duda las huellas del derecho español:

HArt. 827.Las letras no cobradas el día de su vencímien-
to, ni protestadas en la oportunidad legal se tendrán por pero
judicadas; y en tal evento, caducarán los derechos del porta'
tador, salvo los siguientes casos", el 19 de los cuales es el del
librador que no hizo provisión de fondos. Este artículo fue el
que rigió en Colombia antes de las reformas de la Comisión
Fmanciera americana.

Al haberse consagrado de una manera definitiva en nues-
tra legislación, el principio de que cuando el tenedor de una
letra se descuida en hacer oportunamente el protesto por falo
ta de aceptación o de pago, el girador y los endosantes quedan
libres, sin salvedad alguna, según está establecido en el artícu-
lo lO, de la ley 8<;lde 1925, copiado atrás, queda planteado este
problema: '

¿Queda libre el girador que no ha hecho provisión de fon-
dos?

¿Queda libre el girador aunque antes de vencerse la letra
hava quebrado el girado?

¿Quedan libres los endosantes, aunque en poder de algu·
no de ellos esté la provisión de fondos, por compensación de
cuentas o por cualquiera otra circunstancia?

El problema que se plantea en estas interrogaciones.,.~.. .. ... ..... .
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cambio jurídico y moral operado en nuestra legislación so-
instrumentos negociables, es bastante radical.
Lo es el primero, porque nuestra legislación anterior, in-
ada en la francesa, miraba el contrato de cambio como 'u-

,a especie de cesión de crédito que suponía provisíéu-de fon-
, informada siempre por un contrato de cambio real y
dadero, cosa que no sucede con la actual legislación, adop-

recientemente.
En ésta, la letra de cambio es una orden incondicional por

cual se exige a una persona, a quien va dirigida, el pago de
ta cantidad de dinero a la orden o al portador, (Art. 128,

y 46 de 1923). La letra por sí misma no implica.provisiób de
dos (Art. 1'29id.), lo que significa, en mi concepto, que la e-

isión de la letra no equivale a un transpaso de deuda.
Como consecuencia de estos dos principios, la nueva ley

ptó la emisión de Ietras que no están destinadas a.realízar
~ operación reál de cambio, especialmenteJas letras de a-
,modamiento, que son la misma cosa que la ley francesa Ila-

efectos de complacencia, y que en el sistema francés se
ulan constantemente por falta de causa en la obligación
e indican.'

El hecho de que la letra y el cheque no indiquen de por sí
visión de fondos, ni equivalgan, por lo mismo, a una ce-

"Sn,así como el de que las partes en estoss instrumentos pue-
,n válidamente ser partes por acomodamiento o complacen-
" de acuerdo con el artículo 31 de la Ley sobre Instrumen-
Negociables, significan, entre otras cosas, que la letra yel

,~que se puedan girar en descubierto sin incurrir en sanción
inal, Respecto del cheque implícitamente admiteIa citada

",8<;len su artículo 3<;'(también así el 79 de la Ley.75 de 1916),
se puede girar sin previa provisión de fondos con tal de

e haya auforizacíon y que aun, sin estas dos cosas, .cuando
,o'tenga los caracteres de una verdadera estafa, no hay lugar
pena, si el interesado desiste del procedimiento criminal.
bo advertir, entre paréntesis, que el cheque sin provisión
autoriz~ción ~~presa y por un mero acto de confianza del
dor, esmuy común sin que constituya delito, una vez que

'girado lo pague, pues es claro que el delito no puede existir
or"el solo hecho de girar el cheque en descubierto, si el gira-

lo paga, o si el girador reintegra el dinero (2).

12J El Dr. Víctor Cock, en un estudio muy interesantes erudito so-
Ta tra'ducción del .a rt ículo re latjvo a cheques, atribuye mucha tras-
'ctencia a la impropia traducción Je la palahra inglesa 'assignuient'.
a palabra que en nuestro idioma, observa el Dr.Cock, es "~esi6n"

'traspaso", fue sustrtuída por una frase distinta, así: el texto i.nglés
e: I'A check of itself does not operate as a n assignment of any part
tbe,funds ..... " La traducci6n se hizo así: "El cheque por sí mismo
.equivale a una provisión de fondos '" l'

l!:1 doctor Cock critica esta traducción y gradúa por ella de inclasi-
ble el cheque colom1:.iano.De los pán:afos finales de su articulo des.
'estas patabras:
'Se sigue de lo expuesto y transcrito que en caso de que la prime-

te del artículo 190 de la Ley sobre Instrumentos Negociables, sigo
halguna cosa, f al(o tiepiiliiiiiiilííllz" .' . ••
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El cambio moral de que antes hablé se desprende de que
las disposiciones legales analizadas, les quitan a ciertos aten.
tados contra la propiedad su carácter de ofensa al público, pa-
ra no considerar en ellos sino la lesión individual.

Así, también, el artículo 25 de la mencionada ley, autoriza
la ratificación por el interesado de su firma falsificada en un
instrumento negociable, cosa que en otro tiempo habría sido
un adefesio.

El cambio jurídico mencionado, produce en el cheque e-
fectos parecidos a los de la letra, los cuales quedan también
sin elucidarse con la debida claridad.

Sentado que el cheque 110 equivale de por sí a una provi-
sión de fondos, y no es, por lo mismo, una cesión de crédito,
cabe preguntar: ¿Subsiste o no la disposición del artículo 60
dé"la ley 75 de 1916, según la cual el cheque no presentado
dentro de ciertos términos, caduca respecto del girador y en-
dosantes, si la provisión de Iondos pereció por culpa del gira-
do, y deja viva la responsabilidad de ambos con derecho a re.
petir contra el girado, si el perecimiento acaece antes de cum-
plidos aquellos términos?

Todo esto ha venido a crear dificultades y embrollos.
Cambiado el sistema en asuntos de letras y de cheques, han
debido indicarse las consecuencias del cambio. o 'declararse
expresamente si a pesar del cambio de sistema, quedaban las
responsabilidades como antes.

En la legislación francesa, como consecuencia del princi-
pio de que la letra de cambio equivale a una cesión de crédito,
se estableció expresamente por la Ley de 8 de febrero de 1922
que "la propiedad de la provisión se transmite de derecho a
los tenedores sucesivos de la letra de cambio" (Lyon Caen &
Renault) .

Reducida entre nosotros a la condición de mero mandato
incondicional de pago, lo lógico sería que los efectos d~ una
letra insoluta reHuyeran sobre el primitivomandante. que es
el girador, y esto con mayor razón si se considera que la acep-
tación puede lícitamente ser un acomodo sin causa, un acto de
mera complacencia del girado, para que el girador pueda obte-
ner dinero mediante un descuento. (3). Aunque el tenedor de
buena fe incurra en un descuido, no debería perder su acción
contra el librador como responsable originario del mandato
no realizado; y esto sería lógico y justo, aun en el caso de que
el giro se hubiera hecho sobre fondos efectivos, puesto que las
relacione's jurídicas entre el mandante y el mandatario no se

CO bien conocida, ello s610podría ser que nuestro cheque puede .ser co-
rriente y correctamente girado en descubierto, 10cual está en pugna
con la práctica de todos los países, en cuyas legislaciones, por otra par.
te, mal puede hallarse positivamente :::onsignado semejante dislate ju-
rídicos. [F.;studiosde Derecho Nros. 111a 114.--Medellín.J

[31--"Estos giros no se pagan ordinariamente y producen una
perturbaci6n en el comercio. La obligación de pagar estos giros carece
de causa de parte del acepta nte, y es, por lo tanto nula, pero la nulidad
no puede ser opuesta a un tercero portador de buena fe que ignora el
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alterarían por caudicación del mandato. Los fondos que no He'
¡!aron a servir-para cumplir- el mandato, quedan siempre de
propiedad del maudante-

Ahora bien: Si la jurisprudencia resolviere posteriormente
que el girador de una letra perjudicada es responsable de su
valor cuando el librado quebró antes de vencerse la letra, o
cuando el girador no hizo provisión de fondos. o cuando di-
cho girador o alguno de los endosantes tiene el valor de la le-
tra, quiere decir que se cometió un disparate al enmendar la
traducción Yal declarar incondicionalmente libres al girador
ya los endosantes, y que el artículo 19 de la ley 8'" de 1925
merece una nueva corrección

LIBARDO LÓPEZ.

. ..•....
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'CUESTION CERRUTI
Entre los asuntos internacionales agitados en nuestra Can·

cillería, quizá ninguno ha asumido las gigantescas proporcio-
nes de la cuestión Cerruti, que tuvo tensos por varios años el
honor y soberanía nacionales y marcó un rumbo cierto al De-
recho Internacional, en cuanto a arbitraje se refiere.

En nuestro estudio poco o nada hay propio, ya que la
Historia, si se admite crítica y análisis, es enteramente refrac-
taria a la hip6tesis y a la invención. Nuestro esfuerzo sólo se
ha reducido a allegar datos y a ordenarlos de modo que pue-
dan dar una idea de lo que fue aquella magna cuestión.

Ernesto Cerruti, italiano, se estableció en el Cauca en el
año de 1869, donde desarrollé sus dotes de industrialista y
hombre empresario. En la Revoluci6n de 1885, Ernesto Ce-
rruti, según consta en documentaciones auténticas, torné par'

. te, al menos de una manera indirecta, en favor de uno de los
partidos. Las autoridades locales, en vista de que E. Cerruti,
por su participaci6n en la contienda, había perdido su calidad
de neutral, confiscan, no sólo sus bienes propios, sino tam-
bién los que dicho señor tenía en la Sociedad colombiana de
E. Cerruti y Cía. Indiscutiblemente en su derecho estaban: las
autoridades del Cauca para confiscar los bienes propios)del se-
ñor Cerruti, ya que las leyes colombianas y el Derecho de
Gentes así 10 autorizaban.

Lo que no parece de todo punto exequible es el proceder
contra los bienes de la Sociedad E. Cerruti y Cía., ya que el
socio es una persona del todo diferente de la Sociedad en sí
misma,

El Gobierno italiano tornó inger encia en el asunto y en
nota del 15 de Abril de 1885 pidió reparaciones. Colombia, por
su parte, no esquivó el problema, y antes por el contrario,
desde el pr-imer momento se mostré pronta a entrar en vías
de arreglo.

El 6 de Julio del mismo año se. presentó ante el puerto de
Buenaventura el crucero de la marina italiana, <Flavio Gioía>,
cuyo comandante Cobianchi solicitó de las autoridades locales
el permiso de conferenciar a bordo con Ernesto Cerruti, que
a la sazón estaba preso. El Comandante, después de haber
prometido solemnemente que devolvería a Cerruti para que
quedase sometido a las autoridades colombianas, consíguié lo
que insistentemente solicitaba. Mas sucedió lo que [ustamen-
te se temía: cuando se lleg6 la hora de reclamar a Cerruti, el
Comandante, con una verdadera lides púnica, negóse rotun-
damente a devolver al acusado, y a vista de las impotentes
autoridades zarpó con rumbo a Italia.

La desleal conducta del <Flavío.Gioia> acabó por poner
más tirantes las relaciones entre los dos países, relaciones que
quedaron definitivamente retas el 16 de Diciembre de 1885.

España con sus buenos oficios logró que las partes enta-
blaran de nuevo relaciones y dieran pasos hacia un arreglo
definitivo y amigable. El 24 de Mayo de 1886 se firmó en Pa:
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rls entre los representantes de Colombia e Italia las siguien-
tes convenciones: una por la cual se sometía la conducta del
Almirante Cobianchi al fuero competente; y otra por la cual
se nombraba árbitro a S. M. el Rey de España, y se estipula-
ba que en caso de que se declarara responsable a Colombia,
la indemnización debería fijarse por una Comisión mixta que
debía reunirse en Bogotá.

El árbitro condenó a Colombia a pagar una indemniza-
ci6n al señor Cer-rutí, y a devolver los bienes muebles que le
pertenecían. En el Laudo sólo se hab16 de bienes muebles,
porque en el Protocolo de París se había convenido que tan
pronto como éste se firmara, quedaba Colombia obligada a de-
'Volver a Cerruti los bienes inmueb1es que le habían sido arre-
batados en el 85, lo cual equivalía a declararse Colombia cul-
pable antes de la decisión arbitral.

Según lo pactado, se reunió en Bogotá la Comisión mixta,
compuesta del Representante de Italia ante el Gobierno de
Colombia, un Delegado por ésta y el Representante de S. M.
el Rey de España. Por desgracia, el señor Cerruti no presen-
t6 su demanda en el tiempo fijado por la -Comisíón, y ésta se
disolvió, dejando pendiente el asunto que cada día creaba nue-
vas diferencias entre los Gobiernos interesados.

Para que se vean las buenas intenciones de -nuestros diri-
gentes, basta recordar la Ley 23 de 1892, que dio a la Corte
Suprema de Justicia amplias facultades para atender las recla-
maciones de Cerruti y regular la indemnización. Tampoco es-
ta medida salvadora produjo buen resultado, pues pasaron los
dos años de vigencia de la ley, y el interesado no se presentó.

Este estado de cosas duró hasta el 18 de Agosto de 1894,
fecha en que se suscribió el Protocolo de CastelIamare por Jo-
sé Marcelino Hurtado y el Barón Blanc,

Copiamos una parte de dicho Protocolo, pues en él se a-
poy6 el árbitro al negarse a motivar su decisión: «Por tanto,
el árbitro. procederá a examinar y decidir, fundado en docu-
mentos y pruebas que se produzcan por los dos Gobiernos in-
teresados, o por el reclamante como parte interesada en el
juicio, y en 10s principios del Derecho Públicó, en primer lu-
far. cuáles, si hubiere algunas, entre las dichas reclamaciones
del Sr. Cerruti contra el Gobierno de Colombia constituyen
una reclamación o reclamaci0fes de competencia de juicio in-
ternacional; y en segundo lugar. cuáles, si las hubiere, de ta-
les reclamaciones del Sr. E. Cerruti contra el Gobierno de Co-
lombia constituyen una reclamación o reclamaciones de com-

i(petencia de los Tribunales territoriales de Colombia.
Yen lo que respecta a la reclamación o reclamaciones, si
hubiere, que a juicio del árbitro tengan el carácter y for-

Dlen parte del primer orden de reclamaciones antes definidas,
el árbitro declarará cuales son, y no tomará ulterior ingeren-
cia en lo que se refiere a talo tales reclamaciones"

En el Protocolo también se insertó esta cláusula, que dio
e al árbitro para fallar a su amaño: "Se dan plenos poderes,
,toridad y jurisdicción para hacer y ejecutar sin limitaci6n
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rio o conducente al fin que el arbitramento tiene por objeto
asegurar."

En el Protocolo se designó como árbitro al Presidente de
la República Norteamericana. Este que lo era Mr. Cleveland
pronunció su Laudo arbitral e12 de Marzo de 1897,faltándole,
un día para separarse del poder. Consta la sentencia de, cinco
capítulos. En el primero falla que son de decisión internacio-
nal las reclamaciones del Sr. E. Cerruti, por pérdidas en sus
bienes y por pérdidas en la Casa E. Cerruti y Cía. En el segun-
do niega a Cer ruti la indemnización por 'prisión, separación
de su familia, etc. /

En el tercero niega al demandante acción por gastos en la
demanda.

Por el cuarto condena a Colombia a poner a disposición
del Sr. E. Cerruti por pérdidas en sus bienes propios y en la
Casa de E Cer'ruti y Cía, la suma de 60.000 libras esterlinas, pa-
gaderas así: "10.000 libras esterlinas, en el término de sesenta
días y el resto dentro de nueve meses, con el interés del (6%)
anual.

El capítulo quinto que dio margen a una dentífica y acalo-
rada discusión que al fin vino a ser acallada por la presencia
de acorazados decía a la letra: "Hallan'do que con sus procedi-
mientos el Gobierno de la República de Colombia destruyó al
Sr. E. Cerruti los medios de liquidar las deudas de la Sociedad
de E. Cerruti y Cía, por las cuales puede h~cérsele personal-
mente responsable, siendo yo de concepto que el Sr. Cerruti
tiene derecho a gozar de la suma liquida que por la pre-
sente se le reconoce y a ser protegido en el goce de ella, visto
el Protocolo que me atribuye plenos poderes, facultades y ju-
risdicción para hacer y ejecutar sin limitación alguna, cuanto
a mi juicio fuere necesario o conducente al logro de una ma-
nera justa y equitativa, adjudico al Gobierno de la República
de Colombia todos los derechos legales y equitativos del pro-
nombrado Sr. Ernesto Cerruti en todos los bienes raíces mue-
bles y mixtos en el Departamento del Cauca y que se "han con-
testado en este litigio ... Decido, además, que el Gobierno de la
República de Colombia garantice y protega al Sr. E. Cerruti
contra cualquier responsabilidad procedente de las deudas de
aquella compañía y reembolse al mismo individuo en la exten-
sión que él pueda ser, obligado a pagar las deudas bona fide
de la misma Sociedad debidamente comprobadas, a pesar de
la respectiva .defensa que pudiera o hubiera debido hacerse.
Tal garantía y reembolso incluirán todos los gastos que fue'
ren-necesar-ios para la debida contestación en juicio de tales
deudas de la Compañía".

En el tiempo fijado,se pagó la indemnización por pérdidas
en los bienes propios de E. Cerruti; quedaba sin embargo el
pago de las deudas de la Casa de E. Cerruti y Cía.

Al Encargado de Negocios de Italia manifestó nuestro Go-
bierno que estaba pronto a cumplir el fallo arbitral en todas
sus partes, pero que era preciso que antes se diera una auto-
rización por el Congreso. '

,
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tivo y envió cinco barcos de guerra a las costas del Atlántico

y del Pacífico.
El Almirante Candianí se dirigió en nota del 22 de Julio

:de 1898 al Gobierno colombiano exigiéndole terminantemen.
que en el plazo de tres meses se cumpliera literalmente el

fallo del árbitro, y que dentro de diez meses Colombia depo
.itara en el Banco Hambro de Londres la suma de 20.000 li-
bras. El Congreso dio facultad al Ejecutivo para proceder al
CUmplimientodel Laudo, aunque no dejó de hacer una reser-
va sobre el pago de las deudas de la Compañía. De nuevo el
A.lmirante Candiani amenazó con la guerra, y al fin, Colombia,
débil e impotente, tnvo que renunciar a su honor, depositan-
do en el Hambro la snma exigida. "

Veamos ahora si la sentencia de Mr. Grover Cléveland
fue el broche de oro con que cerrara la etapa de su gobierno,
'()si por el contrario cubrió de ignominia su nombre y concul-
cé los principios de la Justicia y el Derecho.

jEl Laudo arbitral "carece de motivos! Cosa rara que un
fallo que va a decidir una querella que tiene comprometidos el
honor y soberanía de dos potencias, pudiera pronunciarse sin
exponer, siquiera fnera sucintamente, las razones que induje-

::-ronal árbitro a decidir en talo cual se.ntido.! Quizá Mr. Clé-
veland se acordaría al pronnnciar sn fallo, de aquella cláusula
del Protocolo de Castellamare que le confiere plenos poderes,
sin limitación de ninguna especie, para hacer y ejecutar
cuanto a sn juicio pueda ser necesario o conducente al fin del
arbitramento." Pero el árbitro olvidó o hizo que olvidaba que
esos poderes y facultades se daban dentro de los términos del
mismo Protocolo y dentro de los principios del Derecho PÚ-
blico, y ni aquél ni éste lo eximían de la obligación de moti-
var su sentencia. Sabia disposición la del Art. 52 de la Con-
vención elaborada en La Haya en 1899, que dispone que la
sentencia arbitral debe ser motivada, asegurando así los de-
rechos de las naciones dé biles que podrían fácilmente ser sa-
crificados a un mayor interés. •

Según el Protocolo, el árbitro debía limitarse a decir cuá-
les de aquellas rec1~maciones eran materia de un [uicioIn-
ternacional, y ésto únicamente respecto de las deudas de E.
Cerruti, por pérdidas en sus bienes e indemnizaciones por
separación de su familia, ete.

Por esto se falló ultra petita cuando se dispuso qne Co-
lombia respondiese de las deudas de la Sociedad de E. Cerzu-
ti y Cía., cosa que evidentemente estaba fuera de las atr'ibu-
;dones conferidas en el Protocolo, pues Colombia no hubiera
enunciado a su honor de un modo tan categór-ico y explícito.

10iástodavía; Mr. Cléve land debía limitarse a fijar la respon-
Sabilidad" sin tomar posterior ingerencia en otros asuntos,
cont'o10 hizo cuando adjudicó a .Colombia los bienes de E. Ce-
ruti y Cía, Sociedad que se hallaba en quiebra con un notorio
éfícit. Se decidió-más de lo pedido, cuando se condenó a Co-
mbia a pagar 60.000 libras esterlinas, suma superior a la re-

ación del intrresado.
tas razones. v nor otras Que rurra tarrso enumer
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Co1otlibia hubiera podido negarse a cumplir el fa:llo,lo que Se-
gurameI?-te no hizo, por hallarse inerme y desvalida, pues
SI es ~'iertó que el derecho 1'10 es una fuerza material, sí
Id eli que para hacerlo valer hay necesidad en ciertos casos,
de la Iue rza bruta. . '

Nuestro Encargado de Negocios en Washington, al tener
notícía del inj.usto fallo que condenaba a Colombia a pagar las
deudas de la Sociedad E. Cerrutí y Cía, protestó enérgicamen-
te, pero s11nota fue rechazada por la del Secretario de Rela-
ciones Exteriores de los Estados Unídosvel S de Abril de 1897.

En Suma; el Laudo arbitral del Presidente Cléveland debe
ftra:tdarsé con sumo cuidado en las paginas de la historia di-
plomática como una de las piezas rtrás injustas que se hayan
dí~adó en conflictos internacionales.

J. R. MUNERA

.-.,-- .~ --..
r"""_"">< ~
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JUSTICIA AMERICANA
La costumbre de arreglar las diferencias de los Estados

por medio de la fuerza es cosa que rechazan Ias tendencias
lnodernas, y hoy se aspira a colocar el derecho por encima deJa violencia, aboliendo ésta como fue abolido el juicio que Ila-
,Úl,abande Dios en los tiempos primitivos.

El medio apropiado para llegar a la culminación de este
anhelo es el arbitraje y que bien ha sido definido por el artí-
calo 15 de la Ceuvención de arbitraje celebrada en La Haya
:ll 1899 y ratificada por el 37 del año de 1907 celebrada en la

,1IIismaciudad, y que al efecto dice: "Esta reglamentación de
os litigios entre los Estados por jueces de su elección y CC).1) el
undamento del respeto al derecho.'

El arbitraje fue empleado desde los tiempos de Grecia y
,4e Roma, pero en reducida esfera, ya que sólo en .asuntos aís-
)ados se hacía uso de tal medida y no se tomaba como re'
~a de derecho que debía incluírse en la legislacién "de.eaos

íempos. I

Para el desarrollo 'de la idea que nos proponemos, cree-
os del caso hacer una relación sucinta de 'las tendencias que
vorecen la formación de un Tribunal de Justicia Americano.

1

La idea de que el ar bitraje formara parte de la futura Le-
gislación Internacional Americana, la encontramos desde 1821
'en la mente del .Lihertador nuéstro al convocar el primer Con-
freso Americano que se reunió en Panamá el 22 de Junio de

,,26_ En Washington. en la primera Conferencia Panamerica-
a, reunida e12 de Octubre de 1889, de los proyectos que fue-
on estudiados está el de Arbitraje Obligatorio y sin excep-

ción alguna, pues se extendía a la solución de toda clase de
nflictos, no sólo para las Américas, sino para e,l caso en que

,Qcurriera entre una nación Americana y otra Europea. El de-
cho de conquista quedó eliminado, la cesión de territorio
io amenaza de guerra. aunque se renuncie ocurrir al .arbitr a-

e••carecerá de valor .mientras subsista el tratado. Sólo. en la
nferencia de La Haya, celebrada diez años más tarde, se

ente, aunque en reducida esfera, aquel pr incipio justo de .Siue
ocupó la Conferencia Washington.
En la segunda Conferencia Panamer icana reunida en¡'.M.é-

'Co-en 1901, en virtud del explícito artículo 3° .del Tratado de
'bítraje, se sometieron los Estados signatario a lo estípu-

do a este respecto en las tres convenciones firmadaselZvde
ulio de 1889 en La Haya y quisieron que forma.ra:rparte~~Qel
'~recho InternacionalAmer-ícano, .

En la tercera Conferencia Panamer ícana reunidajel 23 de
ip d~ J906 enRío .de Janeiro.ise ratificó el tratado de .l'Y1éji-
~e.spec.toal arbitraje, y se aprobó el de que se le diera ~.m-
os poderes aIos representantes que las Américas enviarían

Conferencia de La Haya,que se debía reunir en 1907,yex-
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tendiera el radio dentro del cual debían girar las controver_
sias del mundo.

La cuarta Conferencia Panamericana reunida en Buenog
Aires en 1910, quiso acudir a la Corte Permanente de Arbitra_
je de La Haya y al efecto dice el inciso primero del artículo
40. del tratado firmado: "Este tratado entrará en vigor inme_
diatamente después del 31 de Diciembre que expira la Conven.
ción sobre reclamaciones pecuniarias firmado en Méjico el 31
de Enero de 1902 y prorrogado por la Convención de Río de
Janeiro el 31 de Agosto de 1906".

En Santiago de Chile se reunió el 25 de Marzo de 1923 la
quinta Conferencia Panamericana y en lo relativo a Arbitraje
lo extendió hasta los asuntos comerciales, dando así una am-
plitud a este asunto de capital importancia. América ha confir-
mado en la práctica lo que expone en teoría, y así vemos que
desde 1794 hasta nuestros días viene dando pruebas con sus
tratados y sometiendo sus controversias a árbitros. El primer
tratado de arbitraje le tocó firmarlo a los Estados Unidos en
1794 cosa con Inglaterra, que ,no había ocurrido en Europa, la
que pretende que el Derecho Internacional que se aplica en
América, es Europeo.

Tenemos a Colombia que cuando sus límites se extendían
hasta Costa Rica, fueron sometidos al Presidente de Francia.
en calidad de árbitro, y delimitados el 11 de Spbre , de 1900, V
con Venezuela en 1891 por Doña María Cristina de España.
También hay otros problemas de Suramerica que están en vía
de resolverse por la medida racional del arbitramento.

II. CODIFICACION DEL D. I. AMERICANO

El deseo de tener una legislación propia indujo al Congre-
so de 1826 la idea de la Codificación del Derecho Inte rnacic-
nal Americano, la cual ha sido sostenida en el curso de la vi-
da independiente de las Américas¡ si vemos que en 1901, en la
Conferencia de Méjico, se convino en nombrar una Comisión
compuesta de 7 jurisconsultos, 5 americanos y 2 europeos,para
la formación de los Códigos de D, Internacional Público y Pri-
vado para las naciones de América. En la Conferencia de Río
de Janeiro en 1906 se siguió la misma idea, y el 26 de Junio de
1912 se reunió en la ciudad dicha laComisión de Jurisconsultos
para la formación de los códigos de que nos venimos ocupan-
'do. Los representantes de Colombia fueron el Dr. José M. Uri·
coechea, Enviado Extraordinario Y Ministro Plenipotenciario
en el Brasil, y el Dr. Roberto Andzar; pero con el fin de nO
hacer una cosa prematura se formaron 6 comisiones repat-
tidas en las Américas para que formaran los proyectos que
serían estudiados en reunión posterior. Probablemente lareu,
nión que se convocó para más tarde no pudo efectuarse pot'
que la guerra Europea movió con su catástrofe el mundo en
ter o, y América, apesar de la distancia,sentía los movimiento
sísmicos de aquella conflagración y los gases asfíxiantes nos He:
gaban a través de los espacios impidiendo el desarrollo di

• • • r dora v estrictamente americana.
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En la Conferencia de Sant-i-ttgose insinuó a los gcble.r.ros
representados el envío de dos delegados a la reunión que con
este fin se llevará a efecto el presente año en Río de Janeir o,
V se avanzó hasta la formación del Derecho' civil comparado
con sus respectivas ramificaciones.

III. INTERVENCION

Todos sabemos que en Europa se ha sostenido siempre
el principio de la iúter-ve nció n, y que en Ara érica es regla ge-
neralmente admitida la idea contraria preconizada por Bolí-
var desde 1821 y sólo se aspira a la cooperación y auxilios mu-
tuos co n la mirada fija en el progreso de todas las naciones
por los medios legales, ya que están unidos estos países por
tantos títulos.

IV. El principio de la inviolabilidad del territorio o sea
conservar siempre el uti p ossidetie Jurie ha sido sostenido,
con raras excepciones, en las Américas. El equilibr-io que (:011

razón se ha llamado europeo no ha existido en América, que
sólo aspira aIa ayuda, pues sabemos que no debemos destruír-
nos ni aniquilarnos tanto individual como colectivame nte ,

V. A nadie se le oculta que estos países poseen un terr ito
rio extenso, en el cual encontramos fértiles valles desprovis-
tos de todo cultivo, porque sus habitantes al ser tan pocos son
incapaces de hacer fructificar ]0 que la naturaleza nos brinda,
como tam bié n co linas ubérr-imas en donde no ha penetrado 'la
mano del hombre a demoler las encinas milenarias que bajo
su som bra yace la savia fecundante que hace riquísimos a los
habitantes de un planeta ..Tenemos innumerables riquezas en
el subsue lo, porque la incapacidad a falta de capitales se nece-
sitan para horadar las rocas, y es preciso que vengan a nues-
tras tierras a extraer esos dones de la naturaleza para que en-
tren en el comercio, tanto en lo inter-no como en lo externo.

Es, pues" propio de nuestras' Américas la inmigración, en
tanto que en Europa domina el principio de la emigración.

VI Es reconocido tam bién que en Europa ha sido la mo-
narquía la for~a de gobierno, yen las Américas desde que
dieron su grito de in depcn dencia han seguido la forma demo-
crática como el único idea! al cual pue de aspirar todo pueblo
de dura cerviz, cual es el ver la majestad de la República cerner-
se por encima de testas coronadas, y que debe reconocer' todo
gobierno jus to que no viole los preceptos naturales, reconozca
l~ igualdad humana, y por tanto 10 absurdo de cartas privile-
giadas. .

VII La pater-nidad que se predica en Europa son teude n-
das que sólo aspiran a la unión de las naciones fuertes contra
la5débiles, lo cual es un desconocimiento- de la igualdad mo-
,ra\ que cada una lleva consigo, y nadie puede desconocer que
es uua injusticia, ya que la hegemonía por medios ileg rles, es
<>diosa;el antagonismo, debilita y mata; mientras que e a Amé,
'ti .a se busca la ig·,:aidad, la cooperación y la preponder-ancia

1 todas, corno pue de verse en la última conferencia d : San-
en donde el herrnan
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gran preponderancia política porque se le hizo ver la justicia
que acompañaba a los demás americanos.

En vista de los hechos que os he expuesto y en pro de
nuestro Derecho Internacional Americano, os insinúo la idea,
que me ha parecido benéfica, de trabajar por la creación de
un Tribunal de Justicia Americano.

Creo que un Ccntínente'[que tiene problemas para resolver
distintos de los que se presentan' en Europa, debe por tanto
tener jueces apropiados al medio ambitmtey que conozcan más
de cerca nuestra historia y nuestras comunes aspiraciones.

Un Continente que sostiene principios opuestos a los que
se han sostenido en Europa, tiene im per-arrte necesidad de
crear tribunales que sostengan iguales principios y de~ más
probalidades de dejar satisfechos a quienes litigan cualquiera
cuestión de derecho que no hayan podido arreglar por la vía
diplomática.

Un Continente que ciertos problemas los trata con más
amplitud que en Europa y que desde su independencia hasta
el presente lo ha sostenido con ahínco y con tanta justicia
}lue paulatinamente va influyendo en el derecho europeo, le
es preciso no dejarse arrebatar en la prática esa gloria por no
dejar esa timidez que le invade y que le hace perder los más
bellos triunfos.

Un Continente que tiene la gloria de haber sido el primero
en dar la voz de arreglar siempre sus asuntos por la vía de la
justicia. ¿Será posible que en América se legisle y en Europa'
tengamos quien nos juzgue? ' '

Si sabemos que desde 1826 en Panamá se quiso formar dy
estas naciones: Liga y Confederación perpetua. ¿Por qué no sé-
guimos esta idea?

También sabemos que el Uruguay presentó a la Conferen-
cia de Santiago un proyecto de la cons titucion de una Liga ,A·
mericana, siguiendo las voces de Bolívar que en 1824 escribió:
"Que era pr eciao eternizar la duración de los gobiernos de Ias
Colonias Americanas". Lo mismo que Wilsoh: "Estemos' de
acuerdo en que si üno de nosotros viola la independencia polí
tica o la integridad terrritorial de cualesquiera de nosotros, to-
dos los demás lo impedirán". Si ahora se quiere a hacer efecti-
vos los ideales del Libertador formando una Liga Americana,
después de ciertos despojos que nos avergüenzan, ¿por qué no
trabajar para que tengamos un Tribunal Americano que conoz-
ca de nuestras rencillas? .

Creo propia la llora de que trabaieis, si os parece, una idea
libertadora, pues pronto se reunirá en Río de Jan eir o una Co-
ntisión de jurisconsultos que ha de 'trabajar por la codifica-
ción del Derecho Internacional Público y Privado de América
y mucho puede hacer en este sentido que debe, a mi parecer,
incluirse en la codificación, y así tendremos la gloria de decir
a pulmón lleno: tenemos y arrastramos en nuestro Derecho In'
ternacional Americano que va formando parte en el derecho
Europeo por sus aspiraciones siempre democráticas.

Medellín, Abril de 1925.
RN. JARAMILLO S.
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DE LA COSA JUZGADA
y DE SU TRANSITO DEL CAMP<3 PENAL AL .

CIVIL Y DEL CIVIL AL PENAL
Trabajo presentado a la el ase del Dr. 'Miguel ~oreno J.

No es el objeto de este trabajo hacer un detallado estudio
sobre la cosa juzgada, únicamente trataremos ciertos puntos
V para ello veamos cuando una cosa se dice juzgada, los efec-
tos que produce y lo que justifica estos efectos.

<Una sentencia se dice juzgada, cuando la ley no admite
recurso contra ella o cuando ha pasado el tiempo dentro del
cual debía interponerse dicho recurso y,110 se interpuso». En-
tre nosotros esto tiene lugar cuando la Corte ha fallado sobre
el fondo del asunto en los negocios en que hay recurso de ca-
sación: o cuando han fallado tam bié n S0bre el fondo y en for-
ma definitiva, el tribunal, los jueces o funcionarios que cono-
cen del asunto: desde entonces y para siempr'e , dichas senten-
cias fundan la excepción de cosa juzgada y producen los efec-
tos siguientes:

<1°. Son ley y causan estado de derecho en pro Y en con-
tra de las partes: y para terceros en los casos expresamente
previstos por la lev.>

No son terceros, sino continuadores de las partes, los su-
cesores a título universal,

Ser ley V causar estado de denecho significa, hacer jurídi-
mente estable, un estado de derecho que la ley reconoce al
dictar la sentencia, estado que por tener el carácter de ley no
es atacable; cualquiera sentencia que se dictara con posterio-
ridad, entre las mismas partes, por la misma causa, y sobre
la misma cosa, sería nula y de ningún valor.

Por las mismas partes debe entenderse, no solamente las
que de un modo material intervinieron en el litigio, sino tam-
bién cualesquiera otras, que por un título singular o por un tf-
tulo universal las sucedan en sus derechos en la cosa materia
del litigio; extensibilidad esta que se justifica, porque las par-
tes al adquirir la cosa la recibieron con todas las calidades y
vicios que tenía en el tradente, entre los cuales estaba la de
ser juzgada. Además, si no fuera así, los efectos de la excepción
de juzgada serían prácticamente anulados, pues bastaría trans-
1Iíitir la cosa por cualquiera de estos dos medios para hacer lo
nugatorio. ,

El carácter de juzgada, o mejor, los efectos que se des-
¡~renden .de ~ste carácter, están basados sobre dos presuncio.
ies y se ius tifican por razones de orden.püblico o político so-

al. ,
La primera presunción es la de que la sentencia ha sido
ada de acuerdo con la ley, es decir, «en conformidad a la
dad en los hechos y a la ley sustantiva en el derecho», Es
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no tienen aiempré una correspondencia en la realidad y que así
como muchos ignoran la ley, muchas sentencias no corzes pon,
den a la verdad en los hechos o están en oposición con la ley,
pero es una presunción que se justifica a su vez,' porque sin
ella se paraljzarfa la acción de la iusticia.

Por la segunda presunción l~s partes al entablar la Mis
aceptan como verídico el fallo y se someten a él; por eso dice
la ley "que a contar de la notificación de la demanda, las partes
y sus sucesores se obligan come- por un acto y declaración de
su voluntad". Como se ve, es esta una presunción de de-recho
y que' se impone a las partes; es de derecho porque no admite
prueba en rontrario y se impone a las partes porque no pro-
cede de un acto libre de su voluntad sino de una imposición de
la ley. Como la anterior esta presunción se iustíñea por razo-
nes de orden público o política social: sobre ella reposa la co-
sa juzgada. '

De lo dicho se desprende que los efectos y el objeto de
la cosa juzgada son: Los de consagrar un estado de hecho,
una situación jurídica permanente, que con apoyo en la ley,
garantice de una manera definitiva el derecho que reconoce la
sentencia, contra posibles perturbaciones por hecho de las
mismas partes o de' los sucesores que determina la ley. '

Hastaaqnj hemos visto cuándo una sentencia se dice juz-
gada y los principales efectos que de este carácter se despren-
den. Veamos ahora las razones que justifican estos efectos.

. Los efectos de la cosa juzgada se justifican por razones d-e
orden público o 'política social. Desde el momento en que las
relaciones jurídicas han sido turbadas, bien sea en el campo
civil. bien en el terreno criminal, y se perturban por todo litigio
o delito, es necesario que la ley 'que es la encargada de conser-
var el orden social trate de remediar este mal estado de cosas,
lo que únicamente consigue en la materia a que nos refer imos ,
dándole a la sentencia el carácter de juzgada y signándole a
dicho carácter los efectos expuestos, Co nsider'é rnoslo en un
ejemplo y para eso veamos cómo el litigio perturba en un dere-
cho cualquiera, la propiedad inmueble por ejemplo, y corno
únicamente se puede restablecer el equílibrio dándole a la sen
tencia el carácter de que hemos hablado.

El litigio daña las relaciones sociales. Uno de los caracte
res que hacen més apreciable la propiedad inmueble es el de
la seguridad que produce. El valor invertido en acciones es
siempre aleatorio: las acciones suben y bajan, están sujetas a
todos los caprichos de los mercados veleidosos- La propiedad
inmueble no es influida tanto por los mercados, tiene un va-
lor más definido, puede desmejorarse, pero su existencia está
más garantída, Todas estas cualidades contr-ibuyen a q.ue tal
propiedad sea muy apreciada, a que se la desee siempre; tener
una buena propiedad, es como tener dinero en caja; está se-
guro yel día en que quiera se le realiza, y sin embargo, todas
estas prerrogativas' se hacen inocuas desde que esa propiedad
viene a ser materia de un litigio, si, por ejemplo, sobre ella se
establece un juicio de reivindicación. Desde ese momento la

. - - ' •• ,.,-1.. nn" d,."n n",,.t •• ,-1.. <:11valor. no de SU
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:,.tor real que se conserva el mismo. sino de su valor
comercial que es el que más interesa; a su señor cuando la po-
seda libre de litigios le era fácil venderla; ahora difícilme nte
e.contrará comprador, porque pocos se aventura,n ~ invertir
,. dinero en cosas pendientes de un litigio, y más difícil le se-

al demandante, quien sólo tiene una litis más o menos fun-
'dada. La cosa puede decirse esta fuera del comercio, sustraída

las transacciones. Estas sou las perturbaciones que trae COD_

,goel litigio. .
Sólo la s~tencia que produzca la ex{;epción de juzgada

puede restablecer el equilibrio social. Desde el momento en
que las relaciones jurídicas se hallan en iel estado apuntado, se
lJace necesaria una intervención de la ley, pero para que esa
,1ntervención produzca sus efectos, es indispensable que su de-
'cisi6n sea definitiva en el tiempo y defina claramente el dere-
cho o lo que es lo mismo que le dé a la sentencia el carácter
• juzgada. Sí no fuera así, o la sentencia sólo tuviera un valor
kansitorio o estuviera sujeta a condjeiorres , tan pronto como
ese tiempo pasara o se 'cumpliera la corrdición , el litigio. se en-
tablaría de nuevo y subsiguientes a él vendrían todas las per-
turbaciones indicadas. Sin el carácter de juzgada en la cosa
los pleitos serían eternos, los derechos estarían en vilo y la
propiedád sería siempre aleato.ria.

Por razones gemelas se justifica el carácter de juzgada en
si campo pe nal, aunque hay Que hacer cierta diferencia. según
se trate de una sentencia absolutoria o condenatoria.

Cuando la sentencia es favorable al sindicado la excepci6n
ée juzgada es siempre intocable. Es mayor el perjuicio social
resultante de estar llamando a juicio a per'sonas que ya han si'
do j\!1z~pdas,que el que resulta de dejar libre un pequeño nú-
••ero de culpables que en el juicio resultaron inocentes, aunque
después resulte que no lo eran. Además aquí como en el cam-
pe civil hay que partir de la base de que las sentencias' son
v'lrídicas y que los jueces al decidir no se equivocaron. Debe
4:onsiderarse también, cual sería el peligro de ser condenado
~ individuo, que aun siendo inocente, se tuviera que estar pre-
sentando a juicio.por no tener la sentencia el carácter de juz-
gada, y cual sería Ia organización de una administraci6n de
juSticia donde cada delito fuera eterno.

Por regla general la sentencia que condena debe también
Ptoducir el carácter de juzgada en la cosa; sin embargo. hay
ciertos casos en que es atacable, como ocurre cuando hay fal-
sedad en el juez, en las pruebas, en los hechos, o cuando las
sentenc1as son contradictorias.

Puede preguntarse ahora: ¿si una cosa que tiene el carác-
ter de juzgada en lo civil 10 tiene también en 10 penal y vice-
versa?, si una sentencia que produce el carácter de juzgada en
lo penal lo produce también en lo civil? Los casos se presen-
tan cuando un mismo hechJ da lugar a acciones en los dos
ampos, como ocurre con la quiebra calificada de fraudulenta

'r el juez civil y cuando un juez del ramo penal condena por
delito que lleva consigo indemnización de perjuicios.
Entre nosotros, al decir la ley que la sentencia ejecutoria-
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da en lo penal que produce la excepción de juzgada en la cosa
y que es condenatoria de perjuicios, presta mérito ejecutivo,
se ha resuelto la cuestión en el sentido de que la cosa que tie-
ne el carácter de [usgada en lo penal lo tieue también en lo ci-
vil, y esta interpretación que se deduce de nuestro derecllf>
pos itivo, parece juztificarse desde un punto de vista jurídico,
pues de no ser así, veríamos que el juez de lo civil al conocer
del negocio de perjuicios, tendría que entrar a fallar sobre el
carácter penal de dicho acto, pues sin esto no habría lugar a
indemnización de perjuicios, lo cual constítuirfa WIa confusión
de legislaciones, o lo que es lo mismo, una anomalía jurídica.

Por lo que dice a la traslación del campo civil al terreno
penal, la cuestión no ha sido resuelta por nuestro legislador
en todos los casos, como ocurre con- la quiebra fraudulenta,
pues si bien existen disposiciones penales que la condenan,
es obscura la manera como se debe pasar de una jurisdicción
a otra, pues no se sabe si el juez-en lo penal debe conocer de
oficio o si necesita acusación particular. y menos se sabe si es-
te juez al conocer del asunto, se de be atener a la sentencia
dictada por el juez civilo si puede entrar a decidir sobre el
fondo y calificar de nuevo'[el negocio, interpretación esta últi-
ma quelparece la más aceptable. ,

No siendo clara la ley trataremos el problema desde un
punto de vista abstracto.

uestra opinión es la' de que la cosa fallada en lo civil no
tiene-efecto en lo penal, y este concepto se'funda 'en las razo-
nes siguientes: '

1<;' Porque siendo distintos el procedimiento civil y el cri-
minal, no es lógico que la cosa fundada en aquél tenga efecto
en éste, En el caso de la quiebra, no siendo lo mismo el dolo
civil que el penal, no se ve la razón por la cual la decisión del
juez civil haya de comprometer al juez de lo penal; antes es

. una anomalía que el juez de lo civil decida sobre si un acto es
o no cr iminoso.

2°. Porque consideramos que una cosa sólo debe tener el
carácter de juzgada, cuando de no tenerlo resulte un perjuicio
social o individual, lo que no ocurre en el presente caso.

Y, refiriéndonos ya a nuestro derecho, porque no siendo
clara la ley debe adoptarse la interpretación más favorable, en
virtud de la disposición constitucional que manda adoptar, en
materias crímínalea.veu los casos 'dudosos, la ley que sea más
favorable al sindicado.

DIEGO RESTREPO 1.
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M~~~~~~fI~~ij~~I[l ~~l~~W
INTRODUCCION

La Economía Política después de haber estudiado la pro-
ducción de la riqueza, los factores que en ella intervienen: na-
turaleza, capital y trabajo; luégo que a cada uno de ellos les ha
señalado el puesto que les corresponde y ha investigado su o-
rigen y modo de obrar, entra en el estudio del Reparto o 10
que es lo mismo a averiguar lo que ha de corresponderles en
la riqueza creada.

La naturaleza no entraen la producción espontáneamen-
te, necesita del esfuerzo humano; no así el capital y el trabajo
que lo hacen libremente. Por este motivo en los beneficios de
la producción, éstos exigen la parte proporcional a su ayuda
y aquélla nada reclama para sí.

Pero aun cuando el capital y el trabajo colaboran unidos
en la industria, tienen intereses encontrados, porque cada uno
quiere la mayor retribución con el menor esfuerzo, cumplien-
do el principio hedonístico, que rige las diversas manifesta-
ciones económicas.

Por esta razón es importantísimo el buscar normas o le-
yes apropiadas para armonizar las distintas tendencias en pro
de la producción. En el.curso del presellt~,.~s>~udiodiremos al-
gunas; aurí-euando hagan relación al trabaio'<rnas que el' capi-
tal, - , '. ,/"

.HISTORIA SuSCtNT A l>EL SALARIO' . .... ; ...v;:

El régimen del salario no es de origen muyantigu~ en el
,lJlundo; para aparecer necesitó .cierto grado de adelanto, -é l
cual vino únicamente en la edad moderna- '

En los tiempos primitivos el hombre encontraba en la' na-
turaleza, sin el mayor esfuerzo, todo cuanto necesitaba para su
diaria subsistencia. Fue esta, la edad de oro descrita tan' bella-
mente por Cervantes en su inmortal obra. Luégo, las necesi-
dades fueron en aumento progresivo y se vio en la obligación
de aplicar su fuerza a la naturaleza. Surgió el trabajo. Del aho-
rro de su trabajo el hombre creó el capital.

Como se ve, en un principio un solo hombre reunía en su
ano los elementos que en la producción intervienen. Se bas-
ba a sí mismo. ' ,

Pero destinado por Dios' para vivir en sociedad con sus
emejantes, pOCOAapoco, por lenta evolución, en cumplimien_
;0 de leyes que rigen la naturaleza, tuvo que unirse a otros
ombres, repartiéndose entonces entre ellos los factores de la
dustria. La multiplicación de la humanidad fue la causa efi-

-~nte de la distribución. La po::esión de la tierra por unos,
S confirió el dominio de la naturaleza; otros quedaron con

instrumentos del trabajo y con el medio circulante, que aun
80S tiempos existía: v otros ti nirta men+e rnn_h
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latente e_~su sér, ioherente a su individualidad, lista a la lu-
cha P!>.rIa vid!!- Porque debe te ner se -prese-nte que la agl"Upa_
ción en las edades primera.s se -drcunscribía a territ.orios muy
limitados, en los cuales dominaba una tribu. Y esto se explica
fácilmente por la hosca resistencia de una naturaleza virgen
que apenas despertaba a la vida, llena de dificultades y de pe-
ligros para el nombr e.

Pe-ro as-í como el productor autónomo necesitaba para
crear riqueza de la cooperación de la naturaleza, .del capital y
del 'trabajo, así también,cuando éstos pasaron a distintos indivi-
duos, se buscaron con el mismo fin. Automáticamente, pode-
mos decirlo. los factores de la producción se unieron. vinien,
do a con~ribuír al nacimiento de la primera industria. cuya
ma-nifestación típica encontramos en el taller. Y en este esta'
do de cosas, empieza a esbozarse el régimen del salar iado,

Ni en la Edad antigua, ni erl la Edad media, apesar de que
la&odustria en embrión se ·iniciaba en el mun do, existió el sa
lario. La esclavitud Y la servidumbre excluían entonces el pa-
~o al trabajador. No puede considerarse como tal el alimento
y elvestido que 'los amos daban a los siervos, porque no lo ha-
cían con el fin de pagarles su trabajo, sino para .que siempre
estuvieran en condiciones de ejecutarlo Para que no perecie-
ran.

Como antes indicábamos en-la Edad media hubo ya rudi
-mentos de industria. Esto podemos verlo en las asociaciones
de trabaiadore_~)~amadas Compañías y lo mismo en las agru
paciones de maestros. Pero el salario no apareció en esa época.

Sólo cuando las necesidades comerciales se extendieron
en el mundo con las vías de corrlunicación, y aparecieron nue-
vos mercados en los distintos pueblos, y la competencia so'
brevino. y, sobre todo, cuando la propiedad y la libertad indio
víduales conquistaron el puesto que la humanidad les reser-
vabay el capitalismo tomó empuje, entonces apareció el sala.
rio.

DEL CONTRATO DE TRA BAJO

La necesidad que es la ley' reguladora de las actividades
.humanas, -pone frente a frente a las partes que han de inter-
• en-ir en la constitución del contrato de trabajo.

El empresario tiene en su poder naturale za y capital, pe-
ro -neeestta del trab.ljo. El e brer o, a su vez, ueces ita para su
subs:istenc-ia.del precio que el empresario ha de dar le por SU
ínterveución en la producción. Aquél da la materia prnna, és-
.te ,su esfuerzo personal. El em,presario participa de 10s bene-
Bltios de la industria, el obrero reclama el salarío como pre-
cio de 511 trabaie. Este contrato da nacimie.nto al sa-
'larto: es _el más e:denso de todos; el más var.ia de por la mul-
tip}'ieí~'iJ.dd~- manifesta:óÍones a que d.i lugar, y _estambiéll

el que -_más preocupaclones trae para las sociedades. puede
e,lásifjaarse entre -leuoutr.l.tos denominado,; bilateeales. pues
crea obli~adones r ecfpr-ocas para las partes que en -ét íotel"
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Este contrato' beneficia al empresario, porque lo índepen-
diza y pone en condiciones de obrar con entera libertad en el
manejo o dirección de la industria, Si los obreros tuvieran in-
~erencia endicha dirección, las luchas entre los mismos obre-
ros, por diferentes puntos de vista, o entre éstos y los.patro-
Des, serían funestísimas para la producción.

Beneficia igualmente a los trabajadores, porque les permí-
_tefácilmente satisfacer sus necesidades diarias. sin tener que
esperar los resultados siempre aleatorios de la industria.

De 10 dicho se desprende que la participación del trabajo
en la producción ha de ser indirecta. Si el capital y el trabajo
tienen que esperar los resultados de la industria para repar-
tirse las ganancias y pérdidas, se dice que tienen una partici-
pación directa. Pero si dichos factores, anticipadamente se
reparten los posibles resultados [lo que para el trabajo se ha-
rá en forma de salarios y para el capital dándole la seguridad
de la participación en los producidos, cualesquiera que éstos
sean], la participaci6n se llama indirecta.

La asociación sería el ideal siempre que los obreros pu.
diesen esperar la partición' de los beneficios, Y convendría
igúalmente a los patronos, por cuanto los aumentaría grande-
mente por el interés manifiesto de los trabajadores en que la
repartición fuera mayor. Sin embargo, a pesar de estas ve u-
'tajas, le encontramos el inconveniente arriba expresado, o sea
~as dificultades de esta dirección plnraI.Pues es sabido que uno
'de los principios que deben regir una buena administración,
leacual fuere, es la de la unidad en el manejo. Solucionán do-

'8e esta dificultad, no habría inconveniente alguno en la asocia-
fión de intereses entre los. empresarios y los obreros en la
ludustria. -

Conviene que después de la anterior, digamos lo que debe
~ntenderse por salario. Dice Guide: "que es el precio del tra.
:\,ajo alquilado y empleado por un contratista".

El salario es el efecto inmediato del contrato de trabajo,
del cual dijimos ya algo al empezar este capítulo,

III

DE LAS DISTINTAS CLASES DE SALARIOS •

Cuando el salario se paga por días, toma el nombre de [or-
!)laI. Se considera para su fijación el trabajo diario del obrero.

equiere por parte del trabajador una honradez a toda prue-
para que no pierda el tiempo infructuosamente, y una se-

'era vigilancia por parte del empresario.
Fué quizá el jornal la forma más primitiva del salario y

todas la más extensa. Aún en nuestros días la mayor parte
los trabajadores son jornaleros. No obstante, inse nsible-

,~Dtese ha ido introduciendo variaciones a esta clase de sa-
íos.

El salario toma el nombre de a destajo, cuando para su
rminación se tiene en cuenta la cantidad de materia bene-
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Pero la forma de salario más acorde con el espíritu de
justicia es quizás la del llamado progresivo. 'Consiste en fijar
un precio para cierta cantidad de obra, y aumentarlo en pro-
gresión a determinado excedente sobre la cantidad tipo. Be.
neficia al trabajador y al empresario. Se paga su esfuerzo
al primero y se la estimula con el aumento a laborar con ma.
yor eficiencia.

Los empresarios pueden igualmente ofrecer a sus obreros
una cierta suma de dinero por la economía que éstos consigan
de la materia prima. Así el beneficio será igualmente recíproco.

Por último, para no citar más ejemplos de salarios perfec-
cionados, pues cunsideramos que con los anteriores baste, la
participación en los beneficios es un complemento del salario
que puede dar magníficos resultados en la industria. Puede
aplicarse con cualesquiera de las formas de salario enuncia.
das. Tiene lugar en una empresa, repartiendo un tanto del
producido entre aquellos obreros que se hayan distinguido
por su puntualidad, laboriosidad y buena conducta. Es un pre-
mio [usto, un estimulante que favorece más que a los obreros
a la empresa mis ma.

La economía industrial 'enseña por{ medio del manejo a
fijar los salarios más convenientes para los distintos elemen-
tos que intervienen en la producción. El manejo consis .e preci-
samente en armonizar las justas aspiraciones del capital y del
trabajo, favorecerlos a ambos y buscar por este medio la efi-
ciencia de'la empresa.

La convención del salario debe ser vigilada por el Estado.
Su intervención se impone para favorecer la clase más necesi-
tada, cual es la proletaria. Como casi todos los contratos de
trabajo se efectúan de acuerdo con un re glame nto que los pa-
tronos hacen de antemano, creemos que el Gobierno debe in-
tervenir en su fiscalización. De este modo se evitarán abusos,
y se prevendrán las huelgas y choques entre empresarios y o-
breros Los reglamentos de las empresas deberían ser publi-
cados para que el control del público ejerciera también su
sanción preventiva.

IV

LEY REGULADORA DE LA TASA DEL SALARIO

Al tratar los economistas de la ley reguladora de los sala'
rios surgen diversas teorías. La llamada de la productividad
del trabajo; la de la ley de bronce, la del fondo de los sala-
rios o wage, funde, teoría de la {ey de la oferta y la demanda;
y por último, la católica o del justo salario, preconizada por
León XIII.

Veamos brevemente en qué consisten y cuál de· todas es
la que debe aceptarse.

Los sostenedores de la teoría de la productividad del tra-
bajo, dicen que los salarios deben acordarse teniendo en
cuenta lo producido por los obreros. Niegan que el trabajo e
una mercancía que se rija únicamente por la oferta y la de
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JIlanda. No pretenden que el obrero obtenga el total del pro-
ducido, sino que después de deducidos los gastos generales:
Dlortización del capital, provecho del empresario, etc., el so.

:brante quede para aquél. En otres términos, según esta teoría,
1 trabajador debe recibir'como salario, tanto cuanto haya si.
.0 el producto de su actividad en la industria.

Los que sosfienen la teoría de la ley de la oferta y [a de.
anda y del fondo de los salaiios convienen en. tesis general.
egún ellos, si hay escaso número de capitales aplicables a la
dustria y exceso de trabajadores, los salarios deberán bao
forzosamente, y que por el contrario subirán, cuando haya

uchos capitales y pocos brazos.
Lassalle es el fundador de la teoría denominada con el

ombre de Ley de bronce, Coincide en el fondo con las ante.
'lores, pues dice que el tra bajo no es otra cosa que una me r-
ncía, expues taa las fluctuaciones del me.rcado , las 'cuales 0-

decen a la oferta y el pedido. El salario ~stará determinado
.Orel costo de la producción.

León XIII en la Encíclica Rerum Novarum preconiza la
oría del justo salario. En nin'gtín caso dice el Pontífice pue-
e el salario ser insuficiente para la sustentación de un obre-
o; que sea fruga'! y-de buenas costumbres."

Esta teoría se basa en los principios inmutables de la [us-
cía. Atiende a los deberes que el obrero tiene de conservar
a vida y' a los derechos que lo asisten igualmente para' mejo-

la y llenar cumplidal<lente todas las necesidades innatas a
personalidad. '

Noes, 'pues, la productividad del trabajo, ni la ley de la 0-
:rtay la demandálas que determinan únicamente la tasa de

,tlS salarios, la justicia debe tener, en esa fijación un papel
rincipal. .

y de las opiniones expuestas por el sabio Pontífice, se de-
ce que el salario debe tener siempre -un mínimo, del cual

anca puede descender. Este límite lo fiian.como acabamos de
cir, las necesidades de los obreros. De aquí el llamado sala.

Io mínimo, del cual hablaremos en seguida.

V

SALARIO MINIMO

El hombre que tiene no solamente el derecho a la vida,
o también el deber de-conse rvar-la, debe tener derecho a
medios'necesarios para cumplir con él. Sobre este postula-
de sana filosofía moral se basa el salario mínimo, que con-
e en un término puesto a los salarios del cual no pueden

'ar los patronos al contratar con los obreros.
Naturalmente para la fijación de este mínimo se ha de to-
como tipo a un obrero frugal y de buenas costumbres,

que de lo contrario, sería imposible en iusticia su señala-
to, y más bien sería el salario un estímulo al vicio y a la
alidad.
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escoger entre los obreros aquellos que más le convengan Por
sus condiciones especiales para el trabajo, con absoluta liber-
tad, ni que no pueda pagar a cada uno según su esfuerzo, au-
mentando a aquellos que él crea conveniente, y disminuyen-
do a los que presten menor eficiencia. Lo que significa el sa-
lario mínimo es que el patrono debe al contratar tener pre-
sentes las necesidades innatas del obrero, y de acuerdo con e-
Has fijar el precio /de su trabajo que siempre baste para cu-
brirlas.

El salario mínimo toma el nombre de individual si se
considera para su determinación las necesidades de un solo
individuo, y/se denomina familiar cuando su fijación se hace
de acuerdo con las de una familia. Hay opiniones que sostie-
nen con buenos fundamentos que el salario familiar debe re-
gtr en el mundo.
. Es difícil que la legislación pueda imponer el mínimun del

salario, porque en esta fijación entran circunstancias múltiples
que varían para cada lugar y para cada época.

VI

GREMIALIZACION OBRERA

La asociación de los trabajadores ha existido desde épo.
cas remotas. Ya habíamos hecho mención de las compañías de
la Edad media, las cuales reunían un grupo de proletarios, que
buscaban en la gremialización un mejoramiento de vida. Sin
embargo, la asociación era entonces estrecha y cortaba la li-
bertad de los individuos. No podían entrar a ella, sino los que
reunieran cíertas condiciones especialísimas, y no tenían de-
recho de retirarse cuando quisieran. Este rudimento de aso'
ciación vino a tener su aplicación verdadera en el siglo XIX.

Con el advenimiento de las máquinas a la industria, y con
el aparecimiento del capitalismo, los obreros, que se encontra-
ron en situaciones difíciles y en una desigualdad absoluta de'
lante de los empresarios, buscaron en la unión un medio que
viniera a beneficiarIos, mediante la mutua"!ayuda. Trabajo cos-
tó para que los Gobiernos, aun aquellos que permitían la aso-
ciación a los ciudadanos, la hicieran extensiva o la concedieran
a los proletarios. El exclusivismo egoísta manifestado por las
primeras sociedades de obreros, como también el interés de
las clases altas de la sociedad, las cuales tenían una represen-
tación directa en las autoridades gubernativas, contribuye'
ron grandemente 'a que el derecho no fuera consagrado desde
un principio.

En Inglaterra las asociaciones proletarias se denominaron
Trade Unións, las cuales pueden equipararse a los sindicatos
actuales.

Es indudable que los sindicatos bien organizados, con un
radio de acción delimitado expresamente por la ley, puedan
dar magníficos resultados tanto para los obreros como para
los industriales mismos. La desigualdad disminuye entre ésto$,
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;trabajo. Por otra parte la unión obrera constituye un coeficien-
te de seguridad contra las huelgas. Porque si logran imponer
sus pretensiones justas, estas carecen de objeto. Muchas con-
cesiones que los trabajadores aislados no conseguirían fácil-
IIlcnte, como son, por ejemplo, las participaciones directas en
la producción; el pago de salario durante la enfermedad sobre.
venida por un accidente del trabajo; la reglamentación conve-
niente de las horas que deben consagrar a éste, etc, pueden
logr3>l'semediante una unión científica.

Un arma poderosa con que cuenta el sindicato es la de las
huelgas, de las cuales nos ocuparemos en seguida. Por ahora
:decimo~,que en su organización puede intervenir la asocia-
.ción benéficamente. El fondo que ella ha formado por contri-
bución de los obreros, servirá en un caso de tal naturaleza al,
sostenimiento de éstos y de sus familias y les pondrá en con-
diciones de no capitular ante el fantasma de una miseria ine-
vitable.

Sin la limitación que un trabajo de esta índole impone, en-
traríamos a estudiar la institución sindical en sus formas más
apropiadas, sin embargo, nos abstendremos de hacerla en grao
cia de la brevedad.

VII

DE LAS HUELGAS.'

La huelga es la suspensión del trabajo por parte de los o-
breros, los cuales al decretarla tienen por fin el obtener algún
beneficio del empresario o protestar contra abusos de su par-
te.

La huelga puede circunscribirse a un establecimiento de-
terminado, o a varios establecimientos de una misma índole
Q puede ser general.

En la actualidad casi todas las legislaciones consagran el
derecho de huelga. Este no es otra cosa que una 'consecuencia
de la libertad individual, que en este caso, busca en el paro
de los trabajos, el que se haga justicia y se corrijan los males
que afectan directamente al obrerismo.

Algunos economistas consideran el estado de huelga co-
mo el de. una verdadera guerra. Y en r,ealidad tienen razón,
porque es un rompimiento total entre patronos y proletarios,
el cual es precedido de todo aquello que tiene lugar cuando o'
:.curreun conflicto entre naciones.

Mientras las huelgas sean cientfficamente llevadas a cabo,
y los que en ellas intervienen se conserven dentro del campo
~egal.no atentando contra las personas o sus propiedades. e-
:lIaspueden lograr resultados satisfactorios, Desgraciadamen·
te el abuso de ese derecho lleva muchas veces a fatales con-
e.cuencias,que afectan la industria en primer lugar. y por con-
',guiente a los empresarios; a la sociedad, cuyo orden es tur-
do, y por último a los obreros, los cuales tienen que sufrir
sanciones severas de la ley.

Estados deben ser rnr
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glas que delimite~ el radio de acción de los huelguistas. Bus-
car por todos los medios posibles-los cuales deben ser ex-
presamente consagrados por la legislación-el que se solucio.
nen pacíficamente los conflictos que puedan surgir en las in-
dustrias. Esta es una labor preventiva, beneficiosa por demás.
Pero para el caso en que el arbitraje u otros medios no
dén resultado alguno y sobrevenga la huelga, debe la ley dar
reglas precisas que establezcan claramente los medios que
pueden ser usados por los trabajadores en ella. Igualmente es-
tablecer penas para los que no' obe dezcan dichas prescrip-
ciones.

En Colombia se han presentado en los últimos años huelo
gas de trabajadores. Durante la administración del Dr. Con-
cha tuvo lugar la primera, y esto lo indujo a dictar un decreto
legislativo, que sirvió más tarde para que el Congreso dictara
una ley sobre la materia, la 78 de 1919, más tarde modificada
y complementada por la 21 de 1920. Contiene esta ley dísposi,
ciones preventivas para evitar las huelgas; disposiciones r'e-
glamentarias para el caso en que sobrevengan; y penales, co-
mo sanción a los que no se ajusten estrictamente a sus man-
datos. I

Nos falta decir que no todos los obreros tienen el dere-
cho de declararse en huelga. Los empleados públicos por e'
jemplo carecen de él. Y esto es muy razonable, si se tiene en
cuenta su carácter especialísimo, que' los coloca en una situa-
ción muy distinta a los otros asalariados. No sirven a una em-
presa privada, son servidores de la colectividad.

LEGISLACION OBRERA

Antes de terminar el presente estudio, queremos decir
algo de lo relacioriado con la legislación obrera.

Si alguna clase social necesita de la tutela del Estado es
la clase trabajadora; porque es la que directamente contribuye
a crear la riqueza pública; porque es la más ignorante y des'
valida; y porque siendo tan numerosa constituye una amena-
za continua para la tranquilidad social, cuando no se la atien-
de en sus aspiraciones justas.

En Colombia el Gobierno empieza a preocuparse por dic-
tar leyes que la favorezcan y ha ido de acuerdo con las nece-
sidades que 'poco a poco se han presentado, No creemos que
deba adelantarse demasiado, porque pueden producirse efec-
tos contrarios; precipitarse los acontecimientos sin obtener
resultados benéficos y sí perniciosos. En esto como en todo,
la ley debe atomodarse a la índole del pueblo, a su adelanto,
a sus costumbres, a su religión, etc; los cuales son factores de-
cisivos para hacer una legislación sabia.

No haremos otra cosa que enumerar las leyes dictadas en
nuestro país, que si fuéramos a estudiarlas, necesitaríamos es'
cribir aún muchas páginas.

Sobre accidentes del trabajo la 57 de 1915; sobre habita-
ciones higiénicas para ob~eros.l~ 46 d~ 1918. La 37 de 1921
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y re(orma la 57 de 1915 y la 37 de 1921), Sobre huelgas, las ya
citadas; 78 de 1921 y 21 de 1920.Por último, la 24 de 1921 que
establece y reglamenta la Prenda agraria. Por tratarse de una
materia importante. no podemos menos de mencionar la ;Orde-
nanza. No 25 expedida por la Asamblea de Antioquia en 1918,
que establece la Policía de Fábricas.

Permanentemente funciona en la Capital de la República
una Comisión denominada de 'asuntos sociales', encargada de
presentar a la consideración de las Cámaras Legislativas to-
dos los proyectos que juzgue convenientes por favorecer a la
clase trabajadora.

Una de las cosas que más debiera preocupar al Gobierno,
es la relacionada con las loterías. Consideramos que si éstas
perjudican a todos los ciudadanos, son mucho más perjudicia-
les para los obreros. Los vicia al juego; les hace perder la afi-
ción al ahorro, y lo que es más grave, por su culpa se privan
de satisfacer sus necesidades más urgentes y las de su fami-
lia. Todo lo que se hiciera por evitar las loterías, redundaría
en bien para la clase pobre y para la sociedad en general.

El alcoholismo es otro de los males que más estragos cau-
sa al proletariado. Este encuentra en las bebidas alcohóiicas
un excitante para sus agotadas fuerzas, que van minando poco a
poco su existencia física y acabando con su moralidad. Las le-
yes denominadas secas, adoptadas ya por algunos países, tien-
den a poner fin a este mal. Colombia se ha iniciado en estas
medidas y Dios quiera que éntre de lleno en ellas, y afronte
con resolución el problema.

Campo propicio encuentra lal Instrucción Pública en el
'pueblo para prepararlo debidamente a una lucha científica-así
podemos decir-Io-c--por-s u existencia. Y deben preocuparse las
autoridades encargadas del ramo, por inculcarle las nociones
más generales del civismo; hacerle ver sus derechos y deberes;
que comprenda que él es quien nombra el Gobierno, y que por
lo mismo tiene la obligación de votar en los comicios, estudiar
los candidatos, ete. Con una preparación de esta clase, el ger-
men revolucionario que siembra en su conciencia el político
}?rofesional no fructificará y el orden público no será nunca
lurbado. ' ,

Muchas son las cuestiones difíciles que se' presentan con
relación al obrerismo además de las enunciadas, entre otras,
por ejemplo, la despoblación de los campos, que debe evitarse
Por todos los medios posibles. Y entraríamos a estudiarlas si
la índole de este trabajo lo permitiera. Pero son tantas,' tan
~omplejas y dificultuosas, que nos abstenemos de hacerlo muy
a nuestro pesar.

y para terminar nos basta con decir que todo lo que vaya
'a beneficiar la clase trabajadora debe hacerse. Que el Gobierno
.no debe buscar ninguna economía en este campo, y que la
~ranquilidad de la República depende por completo de la bue .
¡lta situación de los obreros y de su moralidad, que tiene como

ase los principios religiosos.
LUIS TORO ESCOBAR.
Estudiante de 40. año.
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DlGNA T ARIOS DEL CENTRO
JURIDICO

, PRESIDENTE

El señor Luis Navarro espina ha sido con justicia reelee-
to Presidente para el período que principia el 29 del presente
mes y termina el 29 de Junio del año próximo.

Nada más acertado ha sido el nombramiento que ha he.
cho el Centro en el señor Navarro Ospina, ya que sus arrteca,
dentes en todo sentido así lo pregonan. Es hijo del doctor Ra,
fael Navarro y Euse, 'quien ocupó los primeros puestos en la
administración de Colombia, y quien al morir dejó un vacío
irreparable, 'no sólo en su digna familia sino en la nación en-
tera. La señora y digna matrona María Ospina, es la madre
del señor Navarro O., hermana del Exmo- señor Presidente
de la República, quienes tienen por ascendiente la cumbre del
insigne Dr. Mariano Ospina Rodríguez, que ennoblece las pá-
ginas de la historia de Colombia. Además el señor Navarro
Ospina ha terminado brillantemente su carrera de Abogado;
en la honorable Agencia Judicial del Dr. Moreno Jaramillo &
Cía., ha practicado sus servicios profesionales, habiéndose
distinguido por su constancia y acierto; es un luchador incan-
ble por el, adelanto del Derecho y un elemento indispensa-
ble para la buena marcha de las labores del 'Centro, ya que él
con su asiduidad lo ha levantado, sacándolo de enormes cri-
sis, al nivel en que hoy se encuentra.

Esperamos, pues, que el señor 'Navarro Ospina siga al
frente de la H. Corporación que se siente así orgullosa y a la
cual le,auguramos ruidosos triunfos.

VICEPRESIDENTE

El Centro Jurídico tuvo a bien nombrar Vicepresidente
primero al señor Francisco Ruiz Luján para el próximo períc-
do.. El señor Ruiz es hijo del señor Angel y de la señora Car-
lota Luján. Nació en Urrao en el año de 1904; 'la muerte le qui-
tó su apoyo paterno a la edad de 9 años y siguió su vida de
zozobras al amparo de su tío el Dr. Antonio J. Luján. Poco
después vino a esta capital y principió sus, estudios en la Ull.i-
versidad de Antioquia y obtuvo con triunfo el título de Ba-
chiller en 1922. Entró a la Facultad de Derecho en 1923 ya fi-
nes de este año murió su bondadosa madre, dejándole solo Y
como el mayor de los hombres a la cabeza de un hogar acéfalo.

El Dr. Antonio J. Luján, magistrado del Tribunal Supe-
rior de Antioquia desde 1915 hasta 1924 en que la muerte le
sorprendió y dejando así la honorable familia de su hermana
en el más completo desamparo. El señor Ruíz L., que sólo es'
taba en el 2°. año de la Escuela de Derecho, no tuvo otro ea'
mino que colocarse a trabajar en el Juzgado 3°. Municipal, en
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:una numerosa familia a su cargo. Esto no impidió que siguie-
ra sus estudios con lucimiento y sobresaliera, como siempre,
por sobre todos sus compañeros. Ahí está la prueba en la Se-
cretaría de la Escuela que 10 asegura mejor que nosotros,
pues estando en el 29 año de su carrera, tuvo la honra, bien
merecida, de sacar el primer prern io en las monografías, en
donde tuvo que competir con estudiantes de todos los años y
atender a sus innumerables ocupaciones. '

Su labor en el Centro es benéfica y seguirá luchando, a
esar de su infortunio, pues debe tener presente que éste ha
ido siempre el compañero inseparable de los grandes hom-

bres.

V{CEPRESIDENTE 20

El Sr. Ignacio Navarro Osnina ha sido elegido para de-
sempeñar este cargo, En cuanto a su honor y laboriosidad
'orma un paralelo con el dicho de su hermano Luis, pues tan-
o en sus estudioscomo en el ejercicio de la profesión han se-

~uido iguales y con la mirada fija sólo en el triunfo.
Los demás dignatarios son los Sr-es.e
Francisco Luis Jiménez, Director de la Revista; Pablo E.

Hoyos, Administrador; Alfonso Mejía Montoya, Secretario. Es-
diantes del 20. año en sus estudios profesionales.

Los Sres. Arturo Garrido Campo y Alsonso Cadavíd U.,
:;estudiantes del 10, año, han sido nombrados Tesorero y Bi-
bliotecario, respectivamente.

Por hoy nos abstenemos de hablar de los señores dichos;
pero lo hare mos posteriormente, anticipando sí, que sin
ninguna excepción, son personas competentes para el desem-
peño del honroso cargo que con acierto les confi6 la Corpora-
eión, pues son servidores constantes y desinteresados por el
progreso del Derecho.

Medellín, Junio 27 de 1925.

UN OBSERVADOR

¡;.~'!'

~
~
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Los últimos nombramientos hechos por el Consejo Direc-

tivo de la Universidad para regentar las cátedras de Derecho
Internacional Público, Legislación de Minas, Derecho Consti-
tucional y Seguros, nombramientos que recayeron en los dis-
tinguidos profesionales Dres. Alfonso Uribe Misas, José Luis
Molina. Rafael Botero R., Dn. Juan Martínez, han sido recibi-
dos con general beneplácito por los estudiantes de la Escuela.

El Dr. Uribe Misas hizo sus estudios en la Escuela de
Derecho de la Unive.rsidad Nacional, donde figuró entre los
mejores estudiantes de ese tiempo. Escritor castizo y vibrante,
parlamentario hábil y de fácil expresión; expositor claro y de
argumentación robusta. Es muy joven todavía y su concepto
es respetado en los círculos intelectuales.

El Dr. Molina es hijo de la Universidad de Antíocuia: per-
tenece a un grupo de jóvenes que hoy honran a la Escuelay a
Antioquia en altos puestos en diversos ramos y en varias seco
ciones de la República.

Fue Subsecretario de Hacienda, puesto 'que desempeñó
con lucimiento y donde adquirió gran versación en el Ramo de
Minas. En la actualidad es Presidente de la más alta corpora.
ció n judicial del Departamento, puesto a donde lo llevaron sus
indiscutibles méritos, sus capacidades, su claro talento.

El Dr. Botero R. es hijo del varón y ex-Rector quertdísimo'
de nuestra Facultad, Dr. Alejandro Botero Uribe. Se doctoró
Botero R. en la Escuela de Derecho de la Universidad y com-
plementó sus estudios en universidades de Yankilandia y Eu.
ropa. Sus condiscípulos hacen de él calurosos elogios.

Dn, Juan Martínez, profesor de Seguros, es uno de los po-
cos que en Antioquia dominan estos ramos tan complicados y
de tanta actualidad.

Damos, pues, nuestros sinceros aplausos al Consejo Direc-
tivo por la manera acertada como llenó las cátedras vacantes
de la Escuela de Derecho.

A los nuevos profesores deseamos abundantes cosechas
para bien de Antioquia y de nuestra; "Alma Mater"

p. E. HOYOS
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